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Flujos financieros ilícitos, lavado 
de dinero y política

Illicit Financial Flows, money 
laundering and politics

Katiuska King1 y Juan Belikow2

Recibido: 2 de marzo de 2022
Aceptado: 2 de mayo de 2022

Publicado: 31 de mayo de 2022

Resumen 
El lavado de dinero es uno de los componentes de los flujos financieros ilícitos (FFI) que han 
sido definidos en las agendas multilaterales de desarrollo. Si bien el lavado es conocido y se 
considera recurrente en los temas de seguridad, el financiamiento de actividades ilícitas es me-
nos analizado, en parte, por la menor disponibilidad de información. Este artículo analiza el 
lavado desde la perspectiva de la economía política internacional. Para ello, se consideran tres 
casos específicos que permiten distinguir las diferencias en las distribuciones de los recursos, 
no solo financieros. Se encuentra que la política juega un rol fundamental en su control y que 
existen tratamientos visiblemente diferenciados entre el Sur y el Norte globales. 
 
Palabras clave: economía política internacional; flujos financieros ilícitos; lavado de dinero; 
seguridad 

Abstract
Money laundering is one of the components of illicit financial flows (IFFs) that have been de-
fined in multilateral development agendas. While laundering is both well-known and recurrent 
in security issues, the financing issues of illicit activities are less analyzed, in part, because of the 
limited availability of information. This article analyzes laundering from an international political 
economy perspective. It considers three specific cases to distinguish the differences in the distribu-
tion of resources, not only financial. It is found that politics plays a fundamental role in its control 
and that there are visibly differentiated treatments between the global South and North.

Keywords: illicit financial flows; international political economy; money laundering; security 

1 Facultad de Ciencias Sociales y Humanas y de Facultad de Ciencias Económicas, Universidad Central del Ecuador, 
katiuska.king@gmail.com,  orcid.org/0000-0002-4704-3919
2 Centro de Estudios de Seguridad Hemisférica (CESH), Universidad de Buenos Aires, jbelikow@hotmail.com, 
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falta de control o regulación al financiamien-
to de actividades ilícitas permite comprender 
cómo se entra en “luchas” desiguales. En ese 
sentido, los instrumentos o mecanismos que 
permiten los FFI son, a su vez, los facilitado-
res del financiamiento de actividades ilícitas 
y de la propia inseguridad internacional. Ello 
salta a la vista ante hechos como la invasión 
de Rusia a Ucrania, en los que las decisiones 
muestran la posibilidad real de control cuan-
do existe decisión política, como se mostrará 
a continuación, así como con otros casos rele-
vantes para el análisis.

El presente artículo expone los temas fi-
nancieros omitidos en la visión de la seguri-
dad tradicional, sin aparente injerencia de la 
política. Se propone analizar las definiciones 
coyunturales de lavado de dinero y activos 
y, por ende, de los flujos financieros ilícitos, 
según la conveniencia política. El texto está 
organizado en cinco partes. Luego de esta 
introducción al tema, en la segunda parte se 
exponen los FFI y su relación con la seguridad 
internacional, en la tercera se presentan tres 
casos de lavado de activos, en la cuarta se los 
discute y en la quinta y última se desarrollan 
las conclusiones. 

Marco teórico y metodológico

Para Susan Strange (1994), la seguridad es 
uno de los cuatro elementos de poder estruc-
tural que están presentes en la economía polí-
tica internacional. “Seguridad” tiene su origen 
en securitas, del latín que viene del adjetivo 
securus, que a su vez se compone de se (sin) y 
cura (cuidado), y quiere decir “sin cuidado o 
temor” (Klein 1967, 1409-1410).

En este caso, se define la seguridad por su 
contrario, lo cual tiene una estrecha vincula-

Introducción

La categoría de flujos financieros ilícitos se 
encuentra incluida en dos de las agendas mul-
tilaterales con mayor relevancia y vigencia en 
materia de desarrollo: la última Conferencia 
de Financiamiento para el Desarrollo, del año 
2015, y los Objetivos de Desarrollo Sosteni-
ble, cuyas metas, acordadas a escala mundial, 
deberían cumplirse en 2030. La existencia 
de esta categoría es relevante porque permi-
te pensar la seguridad internacional sin dejar 
de lado el desarrollo y los recursos que este 
requiere, en función de las necesidades defi-
nidas por la propia población. Ello implica 
repensar profundamente la seguridad como 
un síntoma multidimensional asociado con 
una problemática mayor, tanto en el ámbito 
geopolítico como en el de las condiciones so-
cioeconómicas de cada país.

Los temas de seguridad son analizados, por 
lo general, como una preocupación y un pro-
blema en sí mismos, sin considerar sus causas, 
desde la perspectiva de la legalidad (Sánchez 
Romero 2003) o desde sus consecuencias (Bu-
vinic, Morrison y Orlando 2005), mas no des-
de los facilitadores financieros y menos aún de 
la distribución de los recursos que permiten 
su existencia. El Banco Mundial (World Bank 
2011) dedicó un informe anual sobre el desa-
rrollo económico mundial a analizar las rela-
ciones complejas que vinculan al conflicto, la 
seguridad y al desarrollo, tema que también 
se aborda en los Informes sobre el Desarrollo 
Humano del Programa de Naciones Unidas 
para el Desarrollo. El Informe UNDP (2005) 
plantea que la inseguridad proveniente de 
conflictos armados es uno de los más grandes 
obstáculos para el desarrollo humano.

Si bien, como recuerda Kaplan (2008), la 
mejor guerra es aquella que no se produce, la 
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guridad, menos quedan para políticas sociales 
internas, sobre todo en los países del Sur Glo-
bal, que presentan más carencias y desigualda-
des. Esto puede abonar a mantener el círculo 
vicioso; se requieren recursos para impulsar 
procesos de inclusión social y evitar que las 
personas entren en los circuitos de las activi-
dades ilícitas o ilegales.

Se debe precisar que el carácter ilícito de 
estas actividades puede estar no solo en su ori-
gen, sino en su transferencia y posterior uso 
(Kar y Cartwright‐Smith 2008). Sin embar-
go, cuando entran en el circuito financiero, 
es más difícil diferenciar su origen. El carác-
ter legal o su contrario dependerá de que su 
utilización sirva para el blanqueo de dinero y 
activos o formas ilícitas que se utilizan para su 
transferencia, cuando exista encubrimiento de 
operaciones de comercio de bienes y servicios, 
por ejemplo, a través de sub o sobrefactura-
ción u otros mecanismos. En esa dinámica se 
incluyen estructuras y flujos ilícitos que cir-
culan a través de sistemas alternativos como 
casinos, casas de cambio, casas de empeño, 
operaciones inmobiliarias, comercio de obras 
de arte, joyas, metales preciosos y otras colec-
ciones de valor.

Tal como plantea  King Mantilla (2020), 
los facilitadores de los flujos financieros pue-
den ser clasificados en 1) técnicas para simular 
la propiedad o derechos de propiedad de los 
verdaderos dueños; 2) técnicas para disfrazar 
las transferencias al exterior, que implican si-
mulaciones de créditos y uso de instrumentos 
financieros bursátiles, entre otros, y 3) conta-
bilidad creativa, como una forma de asignar 
beneficios de acuerdo con destrezas de aboga-
dos y contadores.

Por su parte, las respuestas desde el ámbi-
to legal se basan en aumentar las penas que 
privan de la libertad, así como en endurecer 

ción con la paz, y con mejores condiciones de 
vida a escala mundial,3 que se pueden tradu-
cir o no en mejores condiciones de vida para 
las personas a título individual. Así, dentro de 
los países, el Estado tiene ciertas actividades 
de provisión, en principio, monopólicas o 
de participaciones únicas en la sociedad. Por 
ejemplo, 

establecer mecanismos para asignar los 
derechos, sobre todo los de propiedad —
actividad legislativa—; debe proteger a los 
titulares de esos derechos contra la violen-
cia, el robo y el fraude —actividad poli-
cial—; tiene que hacer valer esos derechos, 
así como los contratos que los generan y 
transfieren —actividad judicial—; y debe 
proteger finalmente los derechos privados 
o públicos nacionales contra las agresiones 
procedentes de otros países —actividad 
de defensa— (Cuadrado Roura y Mancha 
Navarro 2019, 355).

Por tanto, cabe preguntarse si es posible obte-
ner seguridad sin luchar contra quienes gene-
ran la inseguridad, recortando sus fuentes de 
financiamiento e impidiendo el lavado de di-
nero. Ante esta pregunta, surge otra inquietud: 
¿ello significaría una reducción del circulante o 
la liquidez? Para responderla, se debe analizar 
cómo se distribuyen los recursos del lavado.

Las respuestas a las interrogantes no son 
evidentes y no siempre se analizan cuando la 
seguridad es una problemática en sí misma. 
La falta de seguridad y las actividades ilícitas 
tienen como trasfondo un problema de falta 
de oportunidades y alternativas entre las op-
ciones lícitas. Paradójicamente, mientras más 
recursos se destinen a la lucha contra la inse-

3 La seguridad no solo se refiere a la ausencia del conflicto, 
sino también a seguridad alimentaria, energética, degrada-
ción ambiental, enfermedades prevenibles, desempleo y pe-
nurias (Strange 2001).
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el carácter punitivo de la justicia, por ejem-
plo, hacia quienes transportan o comerciali-
zan sustancias ilícitas. Así, se promueve una 
cultura del castigo y la represión, soslayando 
los fondos o financiamientos que se traducen 
en la falta de decisiones más firmes sobre los 
facilitadores del financiamiento ilícito, más 
allá de que el lavado esté tipificado como un 
delito.

La metodología utilizada en el presente 
texto tiene un enfoque cualitativo, con alcance 
explicativo (Hernández Sampieri, Fernández 
Collado y Baptista Lucio 2014) e interpretati-
vo, a través del estudio de casos relevantes que 
involucran la intromisión de la política y el 
lavado de activos.

Estudio a través de casos 

Tanto Sun Tzu en el nivel estratégico, con su 
máxima de “es mejor ganar sin luchar”, como 
Clausewitz en el nivel operacional (Kaplan 
2008), coinciden en que la guerra es el último 
recurso a considerar, más allá de la disposición 
de los agentes a luchar. A continuación, se 
presentan tres casos: la fortuna mal habida de 
Augusto Pinochet, guardada en Estados Uni-
dos, la distribución de los recursos del nar-
cotráfico a escala internacional y la decisión 
actual sobre los bienes y recursos de Vladimir 
Putin y su entorno cercano.

Pinochet y Chile 

La fortuna del general y exdictador chile-
no Augusto Pinochet, avaluada entre 21 y  
27 000 000 de dólares  (EFE 2007; Montes 
2018) ha sido objeto de varias controversias. 
La primera, producto de investigaciones de 
una subcomisión del Senado estadounidense 

en 2004, en las que se detectaron operaciones 
bancarias secretas de Pinochet en el desapa-
recido Banco Riggs, mientras este se encon-
traba asilado en Reino Unido. El menciona-
do banco recibió una multa de 16 000 000 
de dólares. Mientras, el Banco de Chile, que 
también fue multado por la Oficina de Con-
trol de la Moneda (OCC) y la Red de Control 
de Crímenes Financieros (Fincen) recibió una 
multa por 3 000 000 de dólares. Esta multa 
se debió a que las oficinas estadunidenses del 
Banco de Chile omitieron los controles en la 
prevención de lavado de dinero, facilitaron las 
transferencias y no las reportaron como tran-
sacciones sospechosas (Cooperativa.cl 2005). 
Chile es un país con una fuerte legitimidad 
institucional y, pese a ello, no logró evitar la 
incidencia de la política.

La investigación del caso por el Senado de 
los Estados Unidos (Senate 2005) identificó 
depósitos por más de 1 000 000 de libras es-
terlinas, que fueron transferidas a las cuentas 
privadas de Pinochet por la empresa BAE, 
proveedora regular de armas del Estado chile-
no (Leigh, Pallister y Goldenberg 2004). Ese 
no fue el único caso que descubrió la inves-
tigación: Pinochet había recibido “comisio-
nes” millonarias en sus 128 cuentas bancarias 
identificadas, muchas de ellas bajo nombres 
ficticios (Human Rights Watch 2005), por 
varias gestiones, ligadas a compras de sistemas 
de armas o sus insumos durante sus viajes al 
exterior realizados entre 1997 y 2004 (Leigh, 
Franklin, y Evans 2005).  

Pinochet fue acusado de malversación de 
fondos públicos en el período 1973-1990, 
con una estimación de recursos de origen ilí-
cito por 17,8 millones de dólares, aunque las 
investigaciones pudieron constatar que, en 
algunos momentos, los saldos de sus cuentas 
superaron los 100  000  000 de dólares. Por 
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tiempos prescritos y dilaciones legales, este 
caso recién se cerró en el año 2018, cuando la 
Corte Suprema de Chile ordenó que la familia 
de Pinochet devuelva 1,6 millones de dólares, 
luego de que un Tribunal de Apelaciones ha-
bía ordenado restituir 6,4 millones de dólares 
unos años antes. Es decir, del total de recur-
sos provenientes de comisiones por venta de 
armas, las arcas públicas chilenas recibieron 
menos del 10 %.

Narcotráfico

Otra actividad vinculada con frecuencia a 
los problemas de seguridad es el narcotráfi-
co. Aquí la distribución de los recursos y los 
riesgos es totalmente asimétrica. Las fuerzas 
de seguridad interna y de defensa pueden de-
dicar mucho esfuerzo y tiempo a perseguir a 
los responsables del cultivo y la distribución, 
así como al decomiso de la droga. Todo eso 
implica muertes, provisión de infraestructura 
para mantener a los responsables de la lucha 
contra el narcotráfico y recursos adicionales 
para prevenir que las fuerzas del orden sean 
parte de los circuitos ilícitos. Así, el Norte de-
comisa las cuentas y el Sur, la droga. Para ello, 
destina recursos económicos y, muchas veces, 
contabiliza muertes por los niveles de violen-
cia que involucra este tipo de actividad. 

Cuando se habla de la lucha contra el te-
rrorismo y el crimen organizado, los flujos 
asociados al lavado de activos son también 
desproporcionales y asimétricos. La ganancia 
de un traficante de cocaína que opera entre 
el valle de los ríos Apurímac, Ene y Mantaro 
(VRAEM) y el puerto de El Callao, en Perú, 
es menor a 700 dólares por kilo (cálculo que 
resulta de la diferencias entre los precios del 
kilo de cocaína recién procesada en un labora-
torio del VRAEM, 300, y el del “precio FOB” 

que perciben los narcotraficantes por colocar 
ese kilo de cocaína a bordo de un barco en el 
puerto de El Callao, ya superada la instancia 
de las inspecciones de aduanas: 1000 USD). 
Pero ese mismo kilo, traficado desde el sur de 
EE.UU. (en territorio norteamericano, cuesta 
unos 12 000 USD) a las ciudades del norte, re-
porta a los traficantes una ganancia medida en 
decenas de miles de dólares, a la que hay que 
sumar las ganancias del narcomenudeo (que 
obtiene hasta 300 USD por gramo).4 Así, por 
cada 700 dólares que los narcotraficantes pe-
ruanos lavan, sus pares norteamericanos lavan 
entre 50  000 y 288  000.5 Por supuesto, los 
estadounidenses lavan en EE.UU. y los perua-
nos también quisieran hacerlo porque es un 
mercado financiero más estable y, por tanto, 
más rentable. Es decir, se lava mucho más en 
los mercados financieros presuntamente más 
cumplidores que en los países del Sur Global. 

A continuación, la tabla 1 presenta los 
datos estadísticos descriptivos de los precios 
ajustados de ciertas sustancias estupefacientes.

El autor ajusta los precios con la siguiente 
corrección por paridad de poder de compra del 
país x:

En la tabla se observa la enorme variabilidad 
de los precios de estas sustancias. Si bien la 
información se refiere a sustancias a precios de 
paridad de compra, cuando se comparan con 
los valores de compra de cada país, es en los 
del Norte donde se pueden encontrar los ma-
yores beneficios, con ciertas excepciones.

4 Los valores estimados derivan de los que se obtienen de los 
agentes encubiertos o compradores simulados y de los que 
reportan los delincuentes detenidos por estar implicados en 
actividades criminales vinculadas al narcotráfico.
5 Cálculos propios basados en cifras reportadas por Havosco-
pe en Precios de bienes y servicios ilegales (Havocscope 2022).
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Casi todos los países tienen legislación que 
permite el decomiso a los criminales, que 
podría ser utilizado para fortalecer los pre-
supuestos de las agencias que luchan contra 
este tipo de delitos. Sin embargo, como ya 
se mencionó, es en los mercados de los paí-
ses centrales donde se queda la mayoría de 
los recursos financieros y el lavado, mientras 
que, en los países en desarrollo, las fuerzas 
del orden interceptan muy pocos recursos 
financieros o financieramente relevantes. En 
cambio, quedan muchos cadáveres, armas 
y drogas. Se trata de un mismo problema e 
incluso de los mismos delitos por la misma 
actividad, y a veces de los mismos grupos o 
asociaciones, pero se reparte de manera des-
igual el decomiso utilizable. A quien más 
esfuerzo se le pide (y quien menos tiene y 
menos recauda) le toca mucho menos que a 
quien menos hace y padece.

La guerra en Ucrania y los oligarcas rusos

En Rusia, las privatizaciones condujeron a que 
unos pocos oligarcas se hicieran millonarios 
con el control de las empresas que antes eran 
públicas. Ante la imposibilidad de las poten-
cias occidentales de combatir de forma direc-

ta en la guerra en Ucrania, Rusia ha recibido 
sanciones económicas.

El conflicto ha evidenciado cómo los países 
del Norte global, donde se guardan e invierten 
los recursos del Sur, se olvidaron con rapidez 
del secreto bancario y, sin más, congelaron los 
recursos de Putin y su círculo cercano. Aquí 
no ha faltado decisión política; varios países 
europeos identificaron bienes rusos que esta-
ban encubiertos a través de terceros (OCCRP 
e InfoLibre 2022).

Canadá, la Unión Europea y Reino Uni-
do procedieron a congelar cuentas e identifi-
car activos a nombre de terceros, es decir, se 
detectaron los testaferros de los bienes de los 
oligarcas. Estados Unidos ya lo había realizado 
en 2018. Sin dilación alguna, se pudo identi-
ficar a beneficiarios finales, en contraposición 
al primer caso estudiado, lo que muestra un 
evidente doble estándar.

Ese escenario puso en cuestionamiento a 
los oligarcas y su génesis. Abrió interrogantes 
sobre su existencia y el porqué de su toleran-
cia, incluso bienvenida en los centros de poder 
de los países más desarrollados. Las sanciones 
a los oligarcas rusos abrieron una caja de pan-
dora, un tema por todos conocido y, sin em-
bargo, silenciosamente ignorado. 

Tabla 1. Estadística descriptiva de los precios ajustados de ciertas sustancias estupefacientes

Cocaína Heroína  Cannabis

N 214 220 111

Promedio 185 660 144 622 12 149 

Mediana 172 578 74 220 4258 

Desviación estándar 166 070 204 250 18 761 

Mínimo 154 134 1

Países (Colombia-Ecuador) (Afganistán- Tayikistán) (Guinea-Mali)

Máximo 679 100 217 964 97 017 

Países (Perú-Australia) (Pakistán- Australia) (Sudáfrica-Irlanda)

Fuente: Boivin 2014.
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En un contexto donde se le pide transpa-
rencia al sector financiero, conocer la legitimi-
dad de los activos de sus clientes (por ejemplo, 
bajo el slogan de “conoce a tus clientes 360 
grados”) y reportar operaciones sospechosas de 
toda transacción que supere los 10 000 dólares, 
las autoridades estatales de control han ignora-
do, dejado hacer e incluso creado condiciones y 
promovido facilidades para atraer esos recursos, 
cuyo origen espurio no solo era bien conoci-
do, sino fortalecido. En 2018, Murray Worthy 
(2018), de Global Witness, denunciaba la pre-
sencia en los paraísos fiscales de Reino Unido 
de recursos financieros de dudosa procedencia, 
vinculados a oligarcas rusos, por un valor esti-
mado de más de 100 000 000 000 de dólares. 
En 2020, Åslund y Friedlander (2020) daban 
a conocer, en un reporte detallado, el enorme 
flujo de recursos espurios que los oligarcas ru-
sos lavaban en EE.UU.

Parece que Occidente se ha tornado adicto 
a los capitales de los oligarcas y lavadores de ac-
tivos de todo el mundo, incluso con una velada 
competencia por ellos. Un reciente artículo de 
Elliot (2022) aventura la hipótesis de que las 
elites de los países más desarrollados se han tor-
nado incapaces de balancear sus cuentas, y op-
taron por demandar los recursos de los oligar-
cas (no solo rusos) para poder vivir con niveles 
de vida superiores a los que les permitirían sus 
recursos propios.

Conviene señalar que “oligarca” es un 
término un tanto vago, que puede precisarse 
para evitar ambigüedades y malentendidos. 
Proviene de una palabra griega antigua, oli-
garkhia, que significa “el gobierno de unos 
pocos”. Los oligarcas modernos ejercen el 
control a través de medios financieros, dona-
dos a los políticos que, a su vez, gobiernan de 
manera que agrade a los oligarcas. Las oligar-
quías no son inherentemente buenas ni ma-

las: solo se convierten en “malvadas” cuando 
los oligarcas buscan suprimir los controles y 
equilibrios del poder, violan (o ignoran) el 
estado de derecho o anteponen sus intereses 
a los de la comunidad, en cuyo caso tienden 
a ser autoritarios. 

El debate sobre la fuente de los recursos de 
los oligarcas no es nuevo ni refiere únicamente 
a los oligarcas rusos. Tampoco es nueva la sos-
pecha que nadie quiso explorar para no con-
firmar y probar lo que se sospechaba (Åslund 
y Friedlander, 2020): el origen espurio de los 
recursos, depredados en sus países de origen, 
cuyo flujo nadie interrumpió, alentando en 
actitud cómplice la continuidad de la prác-
tica. La responsabilidad de esta le compete a 
esos Estados que, a sabiendas o no queriendo 
saber, alentaron la continuidad de la depre-
dación de economías foráneas, fortaleciendo 
dictaduras y empobreciendo a la ciudadanía 
de países enteros. O es que, al igual que con 
el crimen organizado en México, se adopta el 
doble estándar perverso de siempre: ¿en el caso 
del tráfico de armas, la culpa es de la deman-
da, mientras que, en el caso del narcotráfico, 
la culpa es de la oferta? Dos mercados ilícitos, 
dos estándares diferentes; una sola constante: 
la culpa siempre es del Sur.

La cuestión ahora parece estar empantana-
da en cómo y quién debe quedarse con los re-
cursos que tan “generosamente” esos oligarcas 
trasvasaron a las economías más desarrolladas. 
De hecho, ese fue el mayor obstáculo para in-
terrumpir antes la actividad de lavado: no sa-
ber cómo quedarse con esos recursos sin tener 
que devolverlos a sus genuinos propietarios. 
Los países del Norte global están estudiando 
la manera de quedarse con todo lo que los oli-
garcas depredaron en el Sur global. 

Las sanciones económicas no están destina-
das a compensar a los pueblos que fueron sa-
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queados por los oligarcas, sino a financiar por 
un tiempo más a las elites del Norte global. Por 
eso, por el momento no se persigue a todos los 
oligarcas; solo a los “rusos”. Esto se está hacien-
do de manera expedita, ya que los oligarcas que 
padecen las sanciones están perdiendo los re-
cursos depredados muy rápidamente.

Hay en reserva muchos más oligarcas, los 
de los otros países del Sur global. Hasta que 
aparezca la voluntad política y un pretexto 
para no devolver los recursos mal habidos a 
sus legítimos dueños, no serán afectados. Ade-
más, está la reserva estratégica de los otros 
lavadores seriales, los del crimen organizado, 
menos civilizado, que no llegaron a obtener el 
status de oligarcas.

Discusión

La lucha contra el lavado de activos está con-
dicionada por la voluntad política. Los casos 
analizados muestran que los presuntos obs-
táculos y dificultades “técnicas” no son tales, 
toda vez que desaparecen cuando hay volun-
tad política. Algunos países (y los bancos que 
ellos apoyan, más allá de donde se encuentran 
sus filiales) gozan del raro beneficio de no 
cumplir ciertos requisitos que se imponen a 
otros. Luxemburgo, Liechtenstein, Nevada y 
Delaware son solo algunas jurisdicciones don-
de los bancos gozan de cierta tolerancia en 
materia de cumplimiento de normativas con-
tra el lavado, que se les niega a otros países, 
especialmente a los del Sur Global.

Por mucho menos, países como Panamá 
son sancionados, al ser incluidos en las listas 
grises del Grupo de Acción Financiera In-
ternacional (GAFI).6 La inclusión selectiva y 

6 Irán y Corea del Norte se encuentran en la lista negra del 
GAFI; 19 países se encuentran en la lista gris (Kida y Paet-

discriminada de ciertos mercados financieros 
perjudica sobremanera a los países del Sur 
global, que no tienen la capacidad política 
de evitar tales sanciones. Las sanciones del 
GAFI7 no han eliminado los flujos financieros 
ilícitos, pero sí afectan de forma significativa 
el flujo de capitales hacia esos países (Kida y 
Paetzold 2021).

En el caso del lavado de dinero de Pino-
chet, se puede observar que las sanciones no 
son proporcionales entre un país rico y otro 
con una economía de mucho menor tamaño. 
Es decir, las multas no se imponen en relación 
con el PIB del país de procedencia de la ins-
titución financiera, además de la mala repu-
tación que esto puede generar en economías 
más pequeñas. Al aplicarse multas y sancio-
nes por un valor nominal único, ignorando la 
desproporcionalidad del ingreso medio o del 
tamaño del mercado financiero de referencia, 
se plantea una situación de injusticia extre-
ma. Por ejemplo, en un país en desarrollo, 
una multa de 100 000 dólares equivale a 200 
salarios de un cajero, mientras en un país de-
sarrollado eso equivale a apenas doce salarios 
aproximadamente. Por un lado, se genera una 
situación de competencia desleal, ya que los 
bancos locales pequeños no pueden afrontar 
con la misma facilidad las multas que sus pa-
res grandes y las instituciones financieras mul-
tinacionales. Por otro lado, para los bancos 
multinacionales, salirse de un mercado “mar-
ginal” es un sacrificio relativamente menor, 
comparado con el cierre de todas las filiales.

Mientras que, para los países en desarro-
llo, la exclusión de un mercado financiero de 

zold 2021)in their policies to prevent money laundering and 
the financing of terrorism.
7 Para un análisis de cómo se consideran las normas del 
GAFI en las regulaciones bancarias de Basilea, ver King 
Mantilla (2021).
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la corresponsalía para las transferencias inter-
nacionales hace que queden más expuestos a 
una situación de “dumping financiero” y a una 
peculiar circunstancia que funciona como una 
velada barrera no arancelaria. Tales circunstan-
cias afectan las remesas, el turismo, el comer-
cio y, en consecuencia, el aparato productivo 
en su conjunto, lo cual es muy notorio en los 
pequeños países del Caribe. Paradójicamente, 
la situación favorece el crimen organizado y el 
reclutamiento terrorista. Se viola así el princi-
pio primum non nocere, es decir, la obligación 
de no producir daño. 

Esta disputa, además, es desigual. Los re-
cursos para combatir el lavado de los países del 
Sur global son infinitamente menores que los 
de los países del Norte global. Sin embargo, 
las sanciones y la presión para que lo hagan 
son, en teoría, las mismas, aun cuando los 
cumplimientos pueden ser más laxos en los 
países desarrollados, por conveniencia políti-
ca. Quizás uno de los principales obstáculos 
a un esfuerzo internacional coordinado, arti-
culado y compartido equitativamente radica 
en el hecho de que el producto de los FFI es 
fungible; no se puede distinguir el dinero “su-
cio” del “limpio”. 

Esto tiene dos consecuencias. En primer 
lugar, todos dicen querer combatir el lavado 
de activos, pero al mismo tiempo, todos bus-
can capturar inversionistas, con lo que el celo 
por identificar el origen o la licitud se suele re-
legar al mínimo imprescindible. Así, se puede 
distinguir entre los que, a la hora de “captu-
rar” esos recursos, saben, no saben o prefieren 
no saber acerca de su origen. 

En segundo lugar, se suelen crear diversos 
pretextos para “atraer” esos FFI o dejar que 
sigan su curso, para que acaben lavándose 
en mercados “propios” y luego poder deco-
misarlos e incorporarlos a la lucha contra el 

crimen organizado, el lavado, el terrorismo, 
etc. Como ya se mencionó, los mercados 
“propios” más apetecidos por los lavadores 
de dinero son los del Norte global. Esa cir-
cunstancia deriva en que la cooperación en 
materia de inteligencia financiera sea muy 
débil y, con frecuencia, de un solo sentido. 
Las agencias gubernamentales responsables 
de identificar del lavado de activos de los 
países del Sur global comparten información 
con sus pares del Norte global y estos, bajo 
pretexto de temer la filtración de informa-
ción de inteligencia crítica, no ejercen la re-
ciprocidad en la materia. Varios titulares de 
Unidades de Inteligencia Financiera (UIF) 
de América Latina, que por razones obvias 
solicitaron no ser identificados, se quejan de 
que frecuentemente reciben de sus pares del 
Norte global la respuesta lacónica de que “ya 
lo sabemos y nos haremos cargo oportuna-
mente en nuestro país”. 

Como ya se sostuvo, la confiscación de los 
bienes de Pinochet es un caso paradigmático de 
lavado de dinero. Por prescripciones y dilacio-
nes judiciales, Chile terminó recibiendo menos 
del 10 % de la fortuna escondida producto de 
comisiones del general Pinochet; mientras que 
las filiales del Banco de Chile8 pagaron casi el 
doble de lo recibido en una multa a EE.UU. 
La multa aplicada al Banco Riggs (10 000 000 
de dólares) por el dinero robado a los chilenos 
quedó en EE.UU. Es decir, las instituciones fi-
nancieras omiten actividades de control y son 
sancionadas, pero los pueblos del Sur no reci-
ben el resarcimiento de esos delitos.

Finalmente, el tercer caso analizado muestra 
que, cuando hay voluntad, se pueden aplicar 
medidas. Las actuales sanciones a ciertos (no 
todos) oligarcas rusos, a los que se les decomi-

8 Banco propiedad del Estado chileno.
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san bienes (indistintamente del país donde se 
encuentren, del prestanombre que hayan utili-
zado y de la figura legal con la que está inscrito) 
en muchos países “occidentales” por ser mal 
habidos demuestran que tal accionar es facti-
ble. ¿No se sabía antes que esos bienes eran mal 
habidos? ¿Por qué no se afecta a oligarcas de 
otros países (Ucrania, Egipto, Turquía, Libia, 
Líbano…)? ¿O es que hay oligarcas lavadores 
buenos y oligarcas lavadores malos?

Conclusiones

La llamada economía de mercado autorregu-
lado puede evolucionar hacia un capitalismo 
mafioso y hacia un sistema policial mafioso 
(Stiglitz 2017). Cuando se habla de libre mer-
cado y se permite que la política intervenga a 
su conveniencia, se convierte en libertinaje. El 
caso de la sanción de los oligarcas de Rusia es 
ilustrativo de ello.

Cabe indicar que no todos los países po-
nen el mismo énfasis en perseguir el lavado de 
dinero; algunos hacen de la vista gorda. Aquí 
se ha mostrado que la distribución de recur-
sos es totalmente asimétrica en los beneficios 
de las actividades ilícitas. Si se quiere seguri-
dad, es necesario analizar cómo se financian 
las actividades ilegales y cómo se las permite, 
con impunidad y complicidad, antes que solo 
pensar en otorgar más recursos para la lucha 
contra el crimen organizado. Un registro 
mundial de activos financieros puede ayudar 
en este sentido.

Cabría preguntarse aquí sí, considerando 
el carácter mayormente trasnacional de los 
FFI, no debieran ser “internacionalizados” 
también los decomisos de los productos ilíci-
tamente acumulados por los criminales, para 
redistribuirlos entre los países, conforme el 

esfuerzo que supone para ellos combatir esa 
modalidad delictiva. Ello permitiría que las 
autoridades de los países más vulnerables del 
Sur global, que suelen concentrar gran parte 
de los delitos precedentes al lavado de activos, 
tengan recursos que les permitan aplicar po-
líticas sociales y desplegar acciones preventi-
vas y represivas comparables a las que pueden 
desarrollar los países más desarrollados. Estos 
participan solo del último eslabón del pro-
blema (el lavado de activos), menos violento 
y más sencillo de confrontar, con lo que se 
benefician de grandes decomisos de recursos 
fungibles (financieros y bienes capaces de ser 
subastados).

Los FFI usan, entre otros, la opacidad de 
ciertos instrumentos financieros, así como 
distintos instrumentadores financieros que 
permiten su existencia. Para ello, cuentan 
también con las omisiones y la falta de reci-
procidad de los sistemas de control, que fa-
cilitan los vínculos de esas operaciones finan-
cieras con jurisdicciones extraterritoriales y 
toleran la utilización de instrumentos propios 
del comercio para facilitar una relación inter-
nacional que desfinancia a los países del Sur 
y, en una lógica perversa, los podría obligar a 
depender de recursos externos.
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Resumen 
En este artículo proponemos analizar las interacciones entre las fuerzas de seguridad y la población de 
origen senegalés que tienen lugar en la vía pública en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (CABA). 
La investigación se realiza a partir de la sistematización de datos cuantitativos provenientes de diversos 
informes, así como de entrevistas realizadas a personas de la comunidad, dada la relevancia de recuperar 
su propia voz y percepción. Los datos dan cuenta de situaciones de violencia institucional que pesan 
con intensidad en la comunidad de origen senegalés, como parte de relaciones de racialización que se 
producen con mayor fuerza en dos espacios de la ciudad.
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Abstract
In this article, we propose to analyze the interactions between the security forces and the Senegalese 
population that take place on public roads in the Autonomous City of Buenos Aires (CABA). The 
methodology includes the systematization of quantitative data from reports from various institutions, 
as well as interviews with people from the community since it is relevant to recover their own voices and 
perception. The results reveal situations of institutional violence that weigh heavily on the community 
of Senegalese origin as part of racialization relations that occur with greater force in two areas of the 
city. 
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Introducción

La migración con origen en Senegal, presente 
en Argentina desde mediados de la década de 
los 90, ha sido analizada a partir de diversos 
aspectos, ya sea su inserción laboral y habita-
cional o sus prácticas culturales y religiosas. En 
el presente artículo, nos proponemos analizar 
las interacciones entre las fuerzas de seguridad 
y la población senegalesa que tienen lugar 
en la vía pública de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires, a partir de la sistematización de 
datos cuantitativos provenientes de informes 
de diversas instituciones, así como de entre-
vistas realizadas a personas de la comunidad, 
dado que consideramos relevante recuperar su 
propia voz y percepción sobre dichas situa-
ciones. Existen distintas aristas que permiten 
dimensionar las interacciones entre policías y 
migrantes, especialmente teniendo en cuenta 
los roles que se les puede atribuir a las deten-
ciones, al modelar una identidad negativa, ad-
ministrar grupos referenciados como peligro-
sos y gestionar territorios sociales y morales de 
control policial (Rodríguez Alzueta 2014; Pita 
y Pacecca 2017). 

Aunque el interés es proporcionar un pa-
norama cuantitativo y espacial de las deten-
ciones, no podemos soslayar que el control 
policial también se ejerce mediante la proyec-
ción simbólica, por ejemplo, a través de ame-
nazas y no a partir de acciones concretas que 
hagan uso efectivo de la fuerza física (Brodeur 
2011). Por tanto, resulta pertinente recurrir, 
además, a una dimensión cualitativa para 
abordar el tema.

Las prácticas de detención a las que es so-
metida la población de origen senegalés por 
parte de las fuerzas de seguridad, así como la 
presencia de dichas fuerzas en las inmediacio-
nes de las calles donde se encuentran, el deco-

miso de su mercadería, y diversas formas de 
amedrentamiento las entendemos como prác-
ticas de violencia institucional, es decir,

cualquier práctica ilícita aplicada por par-
te de agentes pertenecientes a cualquier 
órgano, ente o institución pública que re-
sulte lesiva para la libertad, la integridad, 
la dignidad y la vida de las personas; [las 
cuales] conforman prácticas violatorias de 
los derechos humanos que por su gravedad, 
extensión y masividad afectan la vigencia 
del Estado democrático de derecho (Minis-
terio Público de la Defensa de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires 2019, 2).3

En primer lugar, presentamos los antecedentes 
de la migración senegalesa hacia Argentina, su 
inserción laboral en la venta ambulante así 
como diversas políticas gubernamentales para 
gestionar su presencia. También, un racconto 
respecto a las prácticas de detención policial, 
que permite contextualizar el caso. En segun-
do lugar, fundamentamos el enfoque meto-
dológico seleccionado, destacando las fuentes 
de datos utilizadas y su tratamiento. En tercer 
lugar, analizamos los datos a la luz de los con-
ceptos de violencia institucional y territorio, 
entendido como espacio social de disputas por 
el control, el poder y la presencia “legítima”, 
para finalmente presentar las conclusiones.

Antecedentes 

La migración senegalesa hacia Argentina ini-
cia a mediados de la década de los 90 y se in-
crementa hacia la segunda parte de los años 
2000, sin verse interrumpida hasta la actuali-

3 En términos desagregados, el mismo organismo clasifica y 
agrupa los tipos de violencia institucional en tres categorías 
distintas: violencia física, irregularidades procesales y violen-
cia psicológica. 
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dad. A pesar de no contar con datos estadísti-
cos actualizados, sabemos que constituye una 
comunidad pequeña, que no supera los 5000 
habitantes, asentados en las principales ciuda-
des del país, con mayor presencia en la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires (CABA), la pro-
vincia de Buenos Aires, Córdoba y Tucumán 
(Kleidermacher 2013; Zubrzycki y Sánchez 
Alvarado 2015; Maffia 2010). Resulta muy 
visible debido a la histórica invisibilización de 
la población de origen africano y afrodescen-
diente en Argentina (Frigerio 2006). 

Al igual que en otros países a donde mi-
gran, su inserción laboral suele centrarse en 
la venta ambulante de diversos artículos, en-
tre los que se encuentran bijouterie, bolsos, 
cinturones, anteojos de sol y ropa deporti-
va. Entre las múltiples razones para expli-
car dicho fenómeno, podemos mencionar 
el desconocimiento del idioma –dado que 
en Senegal se hablan mayoritariamente el 
wolof y el francés–, la falta de documenta-
ción y de grandes cantidades de capital para 
invertir, la extensión de la economía infor-
mal en Senegal y la importancia de las redes 
comunitarias, que facilitan al recién llegado 
mercadería para comercializar, además de in-
formación sobre cómo y dónde hacerlo (e.g. 
Kleidermacher 2013; Zubrzycki 2011). 

Este último factor es significativo, dado que 
son las redes comunitarias (étnicas, nacionales 
y religiosas) las que ayudan al recién llegado 
en su inserción habitacional, laboral y social. 
Ello ha sido interpretado, en ocasiones, como 
un modus operandi de organizaciones mafio-
sas o delictivas dedicadas a la trata de personas 
con fines de explotación laboral, lo cual ha 
dado lugar a la realización de megaoperativos 
policiales donde se ha secuestrado mercadería 
y detenido a senegaleses, (re)producidos por 
diversos medios de comunicación masiva.

Debido al desconocimiento sobre dicha 
migración, se construyen estereotipos y repre-
sentaciones estigmatizantes y/o victimizantes 
(Kleidermacher 2018), utilizadas para justifi-
car su expulsión de ciertas calles de la ciudad 
y/o su detención. En ese sentido, Pacecca, Ca-
nelo y Belcic (2017) refieren a una construc-
ción discursiva que relaciona a los “manteros 
senegaleses” con estructuras delictivas y mafias 
vinculadas a la venta ilegal.

Cabe destacar que gran parte de la pobla-
ción de origen senegalés reside en Argentina 
de modo irregular. Ello se debe a la falta de 
representación diplomática entre ambos paí-
ses, donde puedan solicitar un visado de en-
trada. Ese constituye el primero de los mu-
chos obstáculos que encuentran para obtener 
su documentación, ya que el ingreso irregular 
implica una falta administrativa que dificulta 
su regularización. 

A lo anterior se adiciona el hecho de que 
la actual legislación migratoria argentina (Ley 
25871) no contempla el trabajo informal 
entre las causas para obtener una residencia 
(Zubrzycki 2017; Tedesco, Kleidermacher 
y Noschang 2019). Asimismo, es una de las 
razones por las cuales se insertan en la venta 
ambulante. Entre los principales barrios de 
la CABA, suelen ejercerla en los centros co-
merciales a cielo abierto de Flores, Balvane-
ra, Constitución y Liniers, aunque en varias 
oportunidades debieron modificar su lugar de 
trabajo, debido a las restricciones impuestas 
por las fuerzas de seguridad.

Debemos destacar en este punto que, 
a pesar del gran número de personas que se 
dedican a la venta ambulante, casi no existen 
formas de reconocimiento institucional de esa 
actividad como un trabajo, sino más bien un 
conjunto de regulaciones dispersas que tien-
den a criminalizar a los/as vendedores/as ca-
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llejeros/as y a excluirlos/as de la posibilidad de 
formalizar su trabajo y, por tanto, de acceder 
a las distintas prestaciones de la seguridad so-
cial (Hopp y Maldovan Bonelli 2020).4 A la 
falta de documentación, se adiciona la impo-
sibilidad de formalizar el trabajo de la venta 
ambulante, actividad que implica una gran 
exposición, ya que involucra trabajar práctica-
mente todos los días de la semana, en jornadas 
muy extensas, en la vía pública, sin acceso a 
servicios básicos, y a cambio de ingresos esca-
sos. Asimismo, las personas que se dedican a 
la actividad y en particular este colectivo, “se 
encuentra expuesto a la discriminación, los 
robos y, fundamentalmente los abusos y deco-
miso de mercadería de las fuerzas de seguridad 
e inspectores del Ministerio de Ambiente y 
Espacio Público de la Ciudad” (Hopp y Mal-
dovan Bonelli 2020, 16).

La venta ambulante está regulada por 
el Código Contravencional de CABA, que 
reglamenta el uso del espacio urbano y san-
ciona a las personas que lo infringen a razón 
de que atentan contra la buena convivencia 
urbana, pero no se trata de un delito penal. 
Inicialmente, era la Policía Federal quien 
intervenía en dichos delitos. Luego fue des-
plazada de algunas zonas de la ciudad por la 
Policía Metropolitana, que suele intervenir 
acompañada por personal del Ministerio de 
Medio Ambiente y Espacio Público, con la 
función de “controlar y fiscalizar las activi-
dades comerciales del espacio público para 

4 De acuerdo con un censo realizado en marzo de 2020 
por la Unión de Trabajadores de la Economía Popular 
(UTEP), a 87 197 trabajadores/as de la rama de espacio 
público, analizado por Hopp y Maldovan Bonelli (2020, 
16), cerca el 80 % de los encuestados considera que el 
principal riesgo de su trabajo se vincula a los abusos de 
las fuerzas de seguridad, seguido por el cansancio físico 
(50 %), la exposición a las inclemencias climáticas (40 
%), los bajos ingresos (30 %) y las situaciones de discri-
minación (22 %).

que cumplan con el marco normativo” (Pita 
2017, 191). 

Ello ha redundado en un mayor control 
policial y un accionar más violento contra los 
vendedores ambulantes de origen senegalés. 
Frente a esas situaciones, no se han manteni-
do pasivos, sino que se agruparon para resistir, 
en diversas organizaciones como los Vende-
dores Ambulantes Independientes de Once 
(VAIO), los Vendedores Ambulantes Organi-
zados (VAO) y la rama de Trabajadores y Tra-
bajadoras en Espacios Públicos perteneciente 
a la UTEP (Unión de Trabajadores y Traba-
jadoras de la Economía Popular). Además, 
luchan dentro de sus propias organizaciones 
con el Act de senegaleses,5 una rama que se 
desprende de la organización religiosa Fede-
ración de las Dahíras Mourides de Argentina 
(rama del islam sufí que practican).

Entre las investigaciones que analizan las 
interacciones entre policías y migrantes a esca-
la local, Rodríguez Alzueta (2014) destaca las 
intervenciones espaciales dirigidas a ejercer un 
control territorial que segrega a determinados 
colectivos de personas, referenciados como 
grupos peligrosos. Se los criminaliza porque las 
estrategias económicas y morales que llevan a 
cabo para resolver sus condiciones materiales o 
identitarias son definidas como problemáticas.

En el mismo terreno, subrayamos la im-
portancia de las detenciones por averiguación 
de identidad (DAI), una práctica discrecional, 
regular y selectiva a través de la cual se definen 
y componen identidades. Siguiendo a Rodrí-
guez Alzueta (2014), las DAI desempeñan un 
rol en la gestión territorial: no se detiene para 

5 Brazo político social de una organización que nuclea 
a las más de 40 dahíras mourides (organizaciones de en-
cuentros semanales urbanos en el marco del islam sufí 
donde se reza, se recitan poemas del líder y se conversan 
problemas de la comunidad).
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conocer a una persona, sino para asignarle un 
territorio. La Policía implementa sus DAI, 
además, para modelar una identidad negativa, 
en cuyo perfilamiento se definen, clasifican y 
valorizan determinados grupos poblacionales 
según los riesgos que presentan y la “sospecha” 
de amenaza para el orden social. 

Otra de las referencias ineludibles acerca 
de las interacciones entre policías y migrantes 
es la investigación de Pita (2017), donde se 
analiza la denuncia realizada en el año 2009 
por un grupo de senegaleses en la Justicia 
Contravencional de CABA, en torno a una 
serie de prácticas –tildadas de abusivas y vio-
lentas– llevadas a cabo por la Policía Federal 
Argentina. El trabajo de Pacecca, Canelo y 
Belcic (2017) muestra una serie de interven-
ciones judiciales y policiales ocurridas durante 
el año 2014, dirigidas a reprimir y sancionar la 
venta callejera, que impactaron de modo sin-
gular a los manteros senegaleses.

En el barrio de Flores de CABA se han des-
crito las relaciones entre policías y vendedores 
ambulantes senegaleses en el espacio comer-
cial de la zona de Avellaneda (Kleidermacher 
2019). A partir del año 2017, se observa un 
mayor control policial, un accionar más vio-
lento y visible de los operativos, al igual que la 
presencia y el rol de inspectores o funcionarios 
del Ministerio de Medio Ambiente y Espacio 
Público en los allanamientos llevados a cabo.6 

Enfoque metodológico

El enfoque seleccionado para abordar la temá-
tica fue un diseño multimétodo de tipo com-
plementario, apoyado en la utilización de da-

6 Para referencias sobre este tema en la ciudad de La Plata, 
ver Espiro y Zubrzycki (2013), y Voscoboinik y Zubrzycki 
(2019).

tos primarios cualitativos y datos secundarios 
cuantitativos. Dado que uno de los pilares del 
artículo es sistematizar datos secundarios cuan-
titativos, es decir, que fueron producidos para 
otros fines y con objetivos distintos a los aquí 
propuestos (Cohen y Gómez Rojas 2019), con-
sideramos pertinente destacar cuáles fuentes 
elegimos y cómo fueron construidos los datos 
referidos a hechos de violencia institucional y 
detenciones de población senegalesa.

Si bien existen distintas estadísticas “ofi-
ciales” sobre la criminalidad disponibles para 
consulta,7 en Argentina no hay suficiente in-
formación estadística oficial acerca de las de-
tenciones policiales de migrantes (Monclús 
Masó y Brandariz García 2014). Menos aún 
de aquellos de origen senegalés.8 Por ende, se-
leccionamos distintos documentos, informes 
anuales sobre violencia institucional y el in-
forme Violencia institucional contra senegaleses, 
todos ellos realizados por el Ministerio Públi-
co de la Defensa de CABA. De la Defenso-
ría del Pueblo de CABA (2020), tomamos el 
informe Comunidad senegalesa en la Ciudad 
de Buenos Aires: diagnósticos para una política 
pública integral para el período 2018-2020.

Desde otros ámbitos institucionales, toma-
mos el Informe de Estadística Criminal 2016-
2020 de la Ciudad de Buenos Aires, elaborado 

7 Entre ellas, Hernán Olaeta (2021) destaca el Sistema Na-
cional de Información Criminal (SNIC), el Sistema Nacio-
nal de Estadísticas Judiciales (SNEJ) y el Sistema Nacional 
de Estadísticas sobre Ejecución de la Pena (SNEEP).
8 Pérez Rabasa (2019, 121) incorpora cuestiones referidas a 
este punto al señalar que “vale la pena remarcar, que el hecho 
de que el Estado no brinde estadísticas sobre la represión 
en la Ciudad es un indicador incluso, de la intencionalidad 
frente a este colectivo. Al respecto el Grupo de Trabajo de 
Expertos de la Naciones Unidas sobre Afrodescendientes que 
visitó la Argentina en marzo del 2019 se refirió a esta cues-
tión específica y la llamó herramienta de acoso [...] Luego 
recomendó al Estado, en los puntos 49 y 50, producir esta-
dísticas sobre las detenciones para poder ejercer un control 
sobre el accionar policial”.
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por la Subsecretaría de Seguridad Comunal e 
Investigación Criminal (2021), los informes 
anuales del Programa contra la Violencia Ins-
titucional de la Defensoría General de la Na-
ción (DGN 2019), y el Informe Anual 2019 
del Ministerio Público de la Defensa. Además, 
consultamos el capítulo “Discriminación y 
violencias” del Anuario Estadístico Migratorio 
de la Argentina 2020.

Respecto al modo en que se construyeron 
los datos que proponemos analizar, en el caso 
de aquellos elaborados por el Ministerio Pú-
blico de la Defensa (CABA), los hechos so-
bre violencia institucional fueron registrados 
a partir de la intervención otorgada por las 
defensorías de primera y/o segunda instancia, 
luego de entrevistar a la persona afectada en 
la sede policial; y mediante la presentación 
espontánea en las sedes de la Secretaría Le-
trada contra la Violencia Institucional u otras 
sedes del Ministerio Público de la Defensa de 
CABA. Tal como se indica en uno de sus docu-
mentos, cada caso del que toma conocimiento 
la Secretaría constituye una unidad de análisis 
de la base de datos, clasificada según distintas 
variables: sexo, edad, situación habitacional, 
nacionalidad, género, delito o contravención 
imputada, fuerza de seguridad interviniente y 
tipo de violencia sufrida. 

Por su parte, en el documento Comunidad 
senegalesa en la Ciudad de Buenos Aires: diag-
nósticos para una política pública integral para 
el período 2018-2020, se destaca que los datos 
relativos a detenciones de personas migrantes 
han sido elaborados a partir del contacto que 
la persona, los compañeros y/o organizaciones 
sociales de la comunidad establecieron con la 
Defensoría; en concreto, con la Unidad de 
Aplicación del Mecanismo para la Prevención 
de la Tortura. Ese contacto involucra la comu-
nicación con la alcaidía donde se encuentra 

detenida la persona y/o la presentación en el 
lugar, en el caso de que existan denuncias por 
hechos de violencia. 

Uno de los aspectos más significativos a 
tener en cuenta cuando trabajamos con infor-
mación secundaria cuantitativa, con miras a 
efectuar una rigurosa vigilancia metodológica 
respecto de ellos, es que los datos construidos 
por las defensorías son elaborados a partir de 
intervenciones ante consultas y denuncias, lo 
cual influye en que los datos se encuentren su-
brepresentados.9

Pasando a las estadísticas “oficiales” de 
criminalidad, el Informe de Estadística Crimi-
nal 2016-2020 de la Ciudad de Buenos Aires 
se apoya en diversas fuentes para elaborar y 
presentar los datos: la totalidad de las áreas 
de la Policía de la Ciudad que registran he-
chos delictivos, incluyendo las 15 Comisarías 
Comunales y las múltiples vías de denuncias 
del Ministerio Público Fiscal de CABA. Por 
su parte, el Anuario Estadístico Migratorio de 
la Argentina 2020 se basa en la Encuesta Na-
cional Migrante de Argentina (ENMA), en la 
que se encuestó de manera virtual a 3114 per-
sonas de origen migrante, clasificadas a partir 
de distintas variables. 

El panorama cuantitativo reconstruido a 
partir de estos materiales es complementado 
con el uso de datos primarios cualitativos. Nos 
valemos de tres entrevistas semiestructuradas 
realizadas a senegaleses residentes en CABA 
en el año 2021, las cuales fueron organizadas 
y desarrolladas de manera remota (mediante 
videollamadas) debido a las condiciones sa-
nitarias por la pandemia de COVID-19. La 
selección de los entrevistados se basó en la 
técnica de “bola de nieve”, considerando que 

9 En ocasiones, los migrantes de origen senegalés deciden no 
realizar la denuncia, ya sea por desconocimiento o por temor 
a posibles represalias.
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hubieran tenido algún tipo de interacción con 
las fuerzas de seguridad, o que hubieran expe-
rimentado una detención por parte de estas.

Kalidou reside en Argentina desde hace 
siete años y trabaja como vendedor ambulan-
te. Ibrahima arribó al país hace 15 años y se 
desempeña como coordinador administrativo 
de la Fundación Nacional para los Refugia-
dos. Finalmente, Pape lleva 15 años de resi-
dencia en el país y es empleado de seguridad 
en una empresa.10 

Las entrevistas fueron elaboradas a partir 
de una guía compuesta por distintos bloques 
temáticos: trayectoria biográfica, experiencias 
de contacto con la Policía y percepciones del 
colectivo migratorio frente al accionar poli-
cial. Recuperando las herramientas básicas y 
elementales del análisis sociológico de entre-
vistas (Cohen y Seid 2019), optamos por rea-
lizar un análisis temático de estas. 

Panorama cuantitativo y 
cualitativo de las prácticas 
de detención policial 

Adentrándonos en el escenario de las prácticas 
policiales, a continuación, proponemos una 
síntesis de los informes y documentos sobre 
la temática disponibles hasta la fecha (tabla 1).

De la tabla, se desprenden distintos aspec-
tos entre los cuales podemos trazar similitu-
des. En los informes estadísticos observamos 
violencia institucional hacia personas de na-
cionalidad senegalesa y peruana, así como de-
tenciones a senegaleses. Podemos dar cuenta 
de la intervención mayoritaria de la Policía de 
la Ciudad. Si bien aparecen identificadas di-
ferentes comunas, hay una centralidad de las 

10 Los nombres de los entrevistados fueron modificados 
para mantener el anonimato.

Comunas 3 y 7 de CABA, en términos de la 
espacialidad de hechos de violencia institucio-
nal o detenciones en las zonas comerciales em-
plazadas en ellas. Como tendencia divergente, 
respecto al delito imputado, entre los docu-
mentos de 2018 y 2020 adquiere mayor peso 
la infracción a la Ley de Marcas; mientras que 
ocurre lo opuesto con la figura de la resistencia 
a la autoridad. 

Aunque sin referencias a datos cuantitati-
vos, los informes anuales del Programa contra 
la Violencia Institucional (2017; 2018; 2019; 
2020) constituyen otra aproximación posible 
a las prácticas de detención efectuadas por la 
Policía. En su informe de 2017, el Programa 
señala que las detenciones arbitrarias afectan 
generalmente a colectivos vulnerables: en par-
ticular, extranjeros senegaleses, trabajadoras 
sexuales y adolescentes.

Los informes de 2018 y 2019 amplían di-
cho panorama, al referir a reiteradas detencio-
nes arbitrarias, llevadas a cabo por la Policía 
de la Ciudad, hacia vendedores ambulantes 
en los barrios de Once y Flores. Las deten-
ciones se focalizan en vendedores de origen 
senegalés, lo cual habilita una sospecha de 
discriminación racial. También se señala que 
las detenciones realizadas sobre todo bajo im-
putaciones por los delitos de atentado o resis-
tencia a la autoridad comenzaron a imputarse 
como violación a la Ley de Marcas desde la 
transferencia de estos delitos a la jurisdicción 
de CABA (marzo de 2018). El informe de 
2020 enfatiza que, una vez que se reabrieron 
los comercios a mediados del año (con pos-
terioridad al Aislamiento Social Preventivo 
Obligatorio), volvieron a registrarse hechos de 
violencia policial y detenciones arbitrarias a 
vendedores de origen senegalés. 

Además de los informes producidos por 
las defensorías, con base en las denuncias 
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realizadas –muchas veces por los propios 
actores detenidos–, consideramos indispen-
sable recuperar la voz de los residentes se-
negaleses en CABA. Para ello, recurrimos al 

Anuario Estadístico Migratorio de la Argenti-
na (2020). En su doceavo capítulo, aborda 
una pregunta realizada a la población mi-
grante respecto de experiencias de violencia 

Tabla 1.  Síntesis de datos cuantitativos

Dimensiones Informe Violencia 
Institucional 
2018

Informe 
Violencia 
Institucional 
2019

Informe Violencia 
Institucional contra 
Senegaleses (2018)

Comunidad 
senegalesa en 
CABA  
2018-2020 
(2020)

Informe de 
Estadística 
Criminal 
2016-2020 de 
la Ciudad de 
Buenos Aires 
(2021)

Cantidad de 
hechos de violencia 
institucional/
detenciones

623 hechos 
de violencia 
institucional. 
De las víctimas 
no argentinas, 
57,53 % son 
de nacionalidad 
senegalesa (84 
casos). Le siguen 
Perú (20,55 %) y 
Paraguay (4,79 %)

1210 hechos 
de violencia 
institucional. 
De las víctimas 
no argentinas, 
el 36,04 % son 
de nacionalidad 
peruana (102 
casos) Seguidas 
por personas de 
origen senegalés 
(51 casos, 
18,02 %)

Del total de 
denuncias recibidas 
de hechos que 
podrían constituir 
casos de violencia 
institucional 
durante el 2018 
(623) casos, 84 
fueron de personas 
de nacionalidad 
senegalesa (13.48 
% de las denuncias 
totales)

212 
senegaleses 
detenidos para 
el año 2019

De 
nacionalidad 
senegalesa, 168 
detenidos en 
2019, y 111 en 
2020. Totales 
de detenciones 
para el año 
2019: 84 % 
argentinos, 
16 % 
extranjeros. 
Para el año 
2020: 82 % 
argentinos 
y 18 % 
extranjeros 

Fuerza de 
seguridad 
interviniente

93,25 % Policía de 
la Ciudad

88,7 % Policía 
de la Ciudad

No consigna los 
datos

No consigna 
los datos

El informe 
se centra en 
la labor de la 
Policía de la 
Ciudad

Delito o 
contravención 
imputada

Atentado y 
resistencia contra 
la autoridad  
(80,65 %) Uso del 
espacio público 
(77,90 %)

Atentado y 
resistencia 
contra la 
autoridad (68,22 
%)  Uso del 
espacio público 
y privado (57,89 
%)

129 de nacionalidad 
senegalesa (0.38% 
de los casos): 28 
casos por uso de 
Espacio público sin 
autorización, 35 
casos por Atentado 
y Resistencia a la 
Autoridad y 28 casos 
por Ley de marcas

Infracción a la 
Ley de Marcas 
(76 %), 
Resistencia a 
la autoridad 
(13 %) y 
lesiones (2 %)

Robo y hurto 
(31,79 % en 
2019, 34,17 % 
en 2020), Ley 
23737/drogas 
(28,84 % en 
2019 y 30, 
76 % en 2020)

Georreferenciación  
de los hechos 
de violencia 
institucional/ 
detenciones

Comuna 13, 
Comunas 3 y 7, 
Plaza de Mayo, 
Villa 1-11-14

Comunas 3 y 7 Comunas 3 y 7 Comuna 7, 
Comuna 10 y 
Comuna 3

No consigna los 
datos
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causadas por fuerzas de seguridad. De un to-
tal de 3114 personas migrantes encuestadas 
de diversas nacionalidades, fueron los sene-
galeses quienes reportaron en mayor medida 
haber experimentado situaciones de violen-
cia por parte de fuerzas de seguridad (40 %). 
De acuerdo con dicho anuario, ello obedece 
a su mayor presencia en el espacio público, 
debido a su inserción en la venta ambulante, 
pero también a una particular persecución 
que sufre este colectivo, denunciada por di-
versos organismos.

Otra de las fuentes que utilizamos para 
darle la voz a los residentes senegaleses respec-
to a los modos en que interactúan con la Poli-
cía son las entrevistas, mediante las cuales bus-
camos situar en primer plano sus experiencias 
y complementar cualitativamente el análisis.

Uno de los entrevistados relataba las difi-
cultades propias de la venta ambulante, por la 
dinámica territorial de los desplazamientos y, 
de manera interrelacionada, por la posibilidad 
de “ser levantado” por la Policía.

Es muy complicado. No tienes clientes fi-
jos. Cuando vendes en la calle, tenés bue-
na onda con la gente para vender pero no 
tenés un puesto fijo, mañana puede llover, 
mañana te puede levantar la Policía, no te-
nés un puesto fijo, ese es el problema … 
[la Policía] A veces me dejan tranquilo para 
trabajar y a veces no me dejan tranquilo, 
depende del jefe (entrevista a Kalidou, 31 
de agosto de 2021).

Otro de los entrevistados destaca dos aspectos 
que inciden en que la comunidad senegalesa 
sea más vulnerable frente al accionar policial 
que otras colectividades nacionales (incluyen-
do a los argentinos). Apunta a cierto desco-
nocimiento del “otro” que deviene en estig-
matización. 

Cuando hay un conflicto, y no es que hay 
un conflicto, sino la presencia de los inmi-
grantes y, en particular, de los inmigrantes 
africanos, senegaleses, por ejemplo, la for-
ma de actuar de las fuerzas de seguridad es 
distinta de la otra forma de actuar, cuando 
se trata, por ejemplo, de un nacional ar-
gentino. Yo supongo que, tal vez, es por 
un desconocimiento, y tal vez, por un ra-
cismo y una xenofobia. Desconocimiento, 
¿por qué lo digo? Porque a veces toman 
en consideración que es una persona ex-
tranjera, que no la conocemos, que tal vez 
tiene mucha fuerza, o que es muy grande, 
alto, negro, etc. Y que si es quien debería 
enfrentar a esa persona, un solo policía, 
lo enfrentan dos o tres. Entonces la forma 
de actuar cambia totalmente. Y es lo que 
estamos viendo con toda la comunidad 
senegalesa, por ejemplo. Donde debería ir 
un policía para hablar, o tratar de dialo-
gar con un senegalés, como lo hace con 
un argentino, suelen venir y directamente 
actuar, y usar la fuerza física, entre dos o 
tres personas… Como calculando que esa 
persona, directamente antes de empezar, 
se va a resistir (entrevista a Ibrahima, 16 
de mayo de 2021).

Como puede observarse, el desconocimiento 
se basa en rasgos que le son atribuidos a una 
persona extranjera de nacionalidad senegalesa: 
que “tiene mucha fuerza” y “se va a resistir”, 
que es “muy grande”, “alto” y “negro”. Es en 
ese sentido que podemos leer conceptualmen-
te un fragmento como el recién citado desde 
la racialización, entendida como el proceso 
por el cual se identifica a un grupo determi-
nado, sus rasgos o sus acciones, como una co-
lectividad, en virtud de sus características fe-
notípicas, reales o imaginadas, o “raza” (Murji 
2011). Orientar la mirada según este proceso 
equivale a interesarnos por los modos en que 
se construyen, conservan y utilizan las ideas 
sobre “la raza” como fundamento para llevar 
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a cabo distintos tipos de prácticas, entre ellas, 
las desplegadas por la Policía. 

Otro de los aspectos que inciden en que 
la comunidad senegalesa sea más vulnerable 
frente al accionar policial se relaciona con su 
falta de comprensión del idioma español o 
con dificultades idiomáticas experimentadas 
frente a lo solicitado o pedido por el agente 
policial.

Una falta de comprensión del lenguaje, o 
una falta de comunicación cuando el po-
licía quiere comunicar algo al senegalés, y 
el senegalés no entiende claramente lo que 
le está comunicando. O quiere expresar 
algo, y no llega a expresarlo como quiere. 
Eso genera como cierta angustia, y puede 
hacer que el otro, digamos, la fuerza de se-
guridad, crea que es un tipo violento o que 
no quiera acatar la decisión de la fuerza de 
seguridad. Y eso genera varios problemas, 
porque muchos de los compatriotas son 
acusados de resistencia a la autoridad, o 
violencia contra los policías o las autorida-
des que sean de la municipalidad. Esto creo 
que no es nada más que la falta de comu-
nicación. Para mí, es lo que genera cierto 
conflicto entre la comunidad senegalesa y 
la fuerza de seguridad (entrevista a Ibrahi-
ma, 16 de mayo de 2021).

Para otro entrevistado, la conflictividad entre 
policías y senegaleses se explica por el hecho 
de que ambos ocupan –y se desempeñan la-
boralmente– en el mismo espacio: las calles. 
No obstante, cuando preguntamos quién es 
el que da inicio a la interacción, nos relataba 
que hay dos casos, interrelacionados entre sí: 
el de la resistencia y el de la exageración en el 
accionar policial.

Los casos más frecuentes, que nosotros 
vemos más en los últimos meses, es la ac-
tuación por exageración de la Policía. Si la 

Policía actúa como corresponde, puede ser 
que no va a tener resistencia del senegalés, 
porque el senegalés sabe. Pero si hay resis-
tencia, los casos donde hay resistencia, si 
vos lo ves al fondo, el chico tenía que resis-
tir. Si vos lo contemplas al fondo, el chico 
tenía que resistir, ¿por qué? Porque gene-
ralmente quieren secuestrar la mercadería, 
sin dar un acta, por ejemplo. En muchos 
casos es así, secuestrar la mercadería y de-
jarte ir. Si le van a hacer pagar una multa, la 
paga, si le van a secuestrar definitivamente 
la mercadería por el tema de marca, lo van 
a hacer, pero la Policía que actúa en la calle 
tiene que colaborar con la persona que está 
en la calle para ayudarle a entender lo que 
es su trabajo. Pero, de ninguna manera, se-
cuestrar la mercadería sin dar un papel y 
dejarte ir. Ese, el chico senegalés, va a resis-
tir. Sí o sí va a resistir. Otro caso, vos venís, 
hay un montón de vendedores en la calle, 
incluidos algunos de otra nacionalidad, por 
ejemplo, que no son africanos. Vos les decís 
a los africanos para levantar y a los otros 
no. Ahí los chicos van a resistir (entrevista 
a Pape, 17 de agosto de 2021). 

Este testimonio detalla un repertorio de prác-
ticas frecuentes de la fuerza de seguridad, en 
términos, por ejemplo, de robo de mercade-
ría. En sintonía con el análisis de los datos 
secundarios cuantitativos, los entrevistados 
destacaron la centralidad de Once y Flores, 
concebidas como “localidades especiales” o 
“focos de los conflictos”, expresándolo con 
las propias palabras que utilizó uno de ellos. 
Incluso, se mencionó la necesidad de despla-
zarse de esas zonas identificadas por episodios 
de violencia entre la comunidad senegalesa y 
la fuerza de seguridad.

Y entonces, tratar de dialogar para ver dón-
de podemos dejar, o dejar de vender en esos 
lugares, en ese espacio, y tratar de ocupar 
otros espacios de una forma mucho más 
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moderada y mucho más prolija, y tratar de 
no generar una cierta competencia, que es 
una palabra que siempre utilizan, con los 
comerciantes que también están en ciertos 
lugares, como los shopping, o las galerías 
grandes que están por el Once, también. 
Evitar que no genere un conflicto entre 
ellos porque hay que tener en cuenta que, 
muchas veces, son los mismos comercian-
tes de las galerías los que presentan denun-
cias o quejas, ante la Comisaría, o ante la 
autoridad del Gobierno. Eso hace que ten-
gan que actuar, y lamentablemente actúan 
de forma violenta (entrevista a Ibrahima, 
16 de mayo de 2021).

En otras ocasiones, las prácticas de los policías 
son concebidas como parte de una estrategia 
política más amplia, que guía o direcciona el 
accionar policial.

Las fuerzas de seguridad están siguiendo el 
lineamiento, la bajada de línea de los polí-
ticos, lamentablemente, en ciertos lugares. 
No creo que haya una acción independien-
te. Tal vez en algunos lugares, ojalá fuera 
así, tanto en la justicia como en las fuerzas 
de seguridad. Pero, lamentablemente, no 
es casi siempre. Y lo tenés a Larreta, por 
ejemplo. En el ámbito de la Ciudad de 
Buenos Aires. No te digo que haya una ac-
ción directa hacia la migración, o hacia los 
vendedores ambulantes. Pero puede haber 
una mejoría de las formas de actuar. Un 
cierto respeto, una cierta estrategia [...] Y 
no a ir, directamente, a ejercer una suerte 
de limpieza. Es lo que se ve, por ejemplo, 
en el centro de Buenos Aires. Quieren ha-
blar de una limpieza. Quieren limpiar y 
dejar todo prolijo, porque el resto es como 
una basura, o si no, ensucia la ciudad de 
Buenos Aires (entrevista a Ibrahima, 16 de 
mayo de 2021).

Retomando la idea que da inicio al testimo-
nio, resulta fundamental situar los vínculos 

entre Policía y política en el centro de las 
interacciones entre migrantes y policías. Su 
conceptualización no se encuentra libre de 
controversias o discrepancias entre los autores 
(para profundizar, ver Brodeur 2011 y Fassin 
2016).

En testimonios de los entrevistados, puede 
señalarse la conciencia respecto a la violencia 
sufrida por parte de la Policía, con frecuencia 
debido a desentendimientos idiomáticos. En 
otros se observa un ensañamiento contra este 
colectivo nacional, atribuido a una estigma-
tización de los cuerpos racializados, así como 
el conocimiento de las prácticas policiales que 
parecen excederse en las medidas adoptadas.

Detenciones: ¿a quiénes y 
para qué?

Las detenciones policiales a senegaleses pue-
den enmarcarse primero en una política de 
“limpieza de calles” llevada adelante por 
el partido político Propuesta Republicana 
(PRO), como ha sido analizado por Pita y 
Pacecca (2017), y como podemos observar 
en uno de los testimonios obtenidos en esta 
investigación, donde se trató de quitar a los 
vendedores ambulantes de las veredas de los 
centros comerciales a cielo abierto, como Li-
niers, Once, Flores, Constitución y Caballito. 

En CABA la venta ambulante está san-
cionada por la Ley 1472/04, que establece el 
carácter contravencional de las “actividades 
lucrativas no autorizadas en el espacio pú-
blico” (arts. 83 y 84), y por la Ley 451/00, 
que instituye como “falta” la “venta en la vía 
pública sin autorización” (sección 4, capítulo 
1), y fija multas y el decomiso de la mercade-
ría. Para ello, la Policía debe labrar actas para 
derivar a la Justicia Contravencional, donde 
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luego se debate, mediante pruebas y declara-
ciones, si la acción detectada constituye o no 
una contravención (Pita 2017). En la práctica, 
las contravenciones devienen “ilegalismos to-
lerados, esto es actividades que se encuentran 
legalmente prohibidas, pero sobre las cuales se 
trazan límites de tolerancia, lo cual habilita la 
administración y regulación abusiva y discre-
cional por parte de agencias del Estado” (Pita 
2017, 207). 

En ese sentido, constatamos en investiga-
ciones anteriores cómo la Policía fue modifi-
cando su accionar hacia los vendedores am-
bulantes senegaleses, quienes relataban que 
solían pagar con “coimas” a los agentes de la 
zona, ya sea en dinero o en mercadería, para 
que les permitieran vender. Luego, ya no fue 
posible seguir con ese pacto y comenzaron los 
desalojos violentos, sobre todo en el barrio de 
Flores (Kleidermacher 2019). Brenda Canelo, 
observando los estudios de Pita, encuentra 
una distribución poco igualitaria de la lega-
lidad, en la que “algunos grupos sociales ten-
drían más dificultades que otros para entablar 
‘acuerdos’ con las fuerzas policiales” (Canelo 
2019, 123). Tal como hemos analizado en el 
apartado anterior, las detenciones no se diri-
gen de igual forma a todos los vendedores am-
bulantes; es la población de origen senegalés la 
que padece mayores y más violentas situacio-
nes con las fuerzas de seguridad.11 

Entre los motivos argüidos para las de-
tenciones y los decomisos de mercadería se 
encuentra una supuesta lucha contra la trata 
y el tráfico de personas con fines de explota-
ción laboral, investigación que lleva adelante 

11 El caso “Bara Sakho” puede ser leído como un an-
tecedente, donde tres senegaleses representados por un 
colectivo de abogados denunciaron a la Fiscalía y a la 
Policía por detenciones con perfil racial en el barrio de 
Constitución.

la fiscal Celsa Ramírez. Como ha sido indi-
cado por Pérez Rabasa (2019), se trataría de 
una causa cuyo fin es apoyar a empresas mul-
tinacionales y finalizar la venta ambulante, así 
como el tráfico de mercadería ingresada al país 
sin declarar. Sin embargo, esta causa no es su-
ficiente para justificar la persecución selectiva 
y las detenciones realizadas a vendedores am-
bulantes de origen senegalés.

Dado que la venta ambulante es una con-
travención y no puede ser sancionada por el 
Código Penal, la Policía debe encontrar una 
excusa para usar la fuerza física y, más aún, 
para efectuar la detención, como sostienen 
Zayat y Fernández Oteiza (2019). De algunos 
relatos y de los informes sobre violencia ins-
titucional se desprende que muchas veces los 
vendedores suelen ser provocados por agentes 
de civil, quienes les quitan la mercadería sin 
previo aviso o realizan agresiones verbales, 
para generar una reacción de su parte y, de ese 
modo, iniciar una causa por “resistencia a la 
autoridad”, que sí implica la detención en la 
Comisaría.

El otro delito que se imputa, tal como 
hemos visto, es el de la Ley de Marcas, un 
delito de competencia federal que busca pro-
teger el interés del propietario marcario y del 
consumidor, para no ser engañado en lo que 
compra. Como indican Zayat y Fernández 
Oteiza (2019), en su gran mayoría, las causas 
por marcas son archivadas por la justicia fede-
ral, en el entendimiento de que quien com-
pra mercadería en la vía pública a precio bajo 
sabe que no es genuina y, por ello, no se está 
engañando al consumidor ni se le genera una 
lesión al propietario marcario.

Así, las dos causas por las cuales suelen ser 
detenidos, en realidad no son suficientes para 
comprender el alto número de detenciones 
que sufre este grupo. De ahí el argumento de 
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que se trata de una situación de violencia ins-
titucional con un perfil racial, dado que no 
se detiene ni secuestra la mercadería a cual-
quier persona por igual, sino con énfasis en 
población marcada racialmente. Al decir de 
Trabalón (2021, 18) para el caso de los y las 
haitianas en Argentina, la raza actúa como un 
marcador social. Se trata de una “racialización 
simbólica negativa”, en la que se producen 
imágenes criminalizantes sobre sus cuerpos, 
donde su piel, al decir de la autora, actúa 
como un capital simbólico negativo.

Además del color de la piel, podemos con-
siderar que la distancia lingüística y las limi-
taciones para regularizar su situación migra-
toria inciden en la espiral de violencia en la 
que se ven envueltos, no sin oponer resistencia 
y organizarse para conocer y hacer valer sus 
derechos, como ha sido analizado en otros 
trabajos (Kleidermacher 2019; Voscoboinik y 
Zubrzycki 2019).

Sin embargo, la falta de entendimiento 
lingüístico y de documentación no son sufi-
cientes para explicar la escalada de violencia 
sucedida en dos espacios, los barrios de Bal-
vanera y Flores, que detentan los mayores 
índices de detenciones a población de origen 
senegalés. En ese sentido, podemos retomar a 
Massey (2005), quien plantea que el espacio 
está ligado a lo social. El espacio geográfico es 
un espacio simbólico; en este caso, se trata de 
barrios donde históricamente se han instalado 
migrantes.12 Algunos han logrado establecerse 
en comercios, mientras que otros siguen ejer-
ciendo la venta ambulante. Es decir, hay una 
jerarquización de clase, así como una racial. 

Las detenciones a senegaleses involucran 
sobre todo a vendedores ambulantes. No obs-
tante, también se han producido entre quie-

12 Ver Bialogorski, Fischman y Kleidermacher 2018.

nes poseen locales en galerías comerciales en 
dichos barrios. Otro aspecto a considerar es 
que se ha producido un corrimiento hacia 
arterias laterales en dichos espacios geográfi-
cos, producto de la presencia policial (Klei-
dermacher 2019). Aun en calles secundarias 
se producen detenciones a personas de origen 
senegalés que en ocasiones se encuentran tran-
sitando sin exhibir mercadería. 

La dimensión espacial es fundamental, 
dado que las detenciones se producen en el lu-
gar donde se concentra la actividad comercial 
de estos migrantes, cuyo propósito es trabajar 
para su supervivencia en Argentina, pero tam-
bién para la de sus familias en Senegal, median-
te el envío periódico de remesas. La imposibi-
lidad de vender en dichos espacios así como el 
decomiso de la mercadería para la venta sin el 
correspondiente labrado de actas impiden la 
realización de su proyecto migratorio.

El otro aspecto denunciado tanto en los in-
formes como en la voz de los sujetos es la vio-
lencia física que atraviesa muchas de las inte-
racciones. El aspecto físico y la procedencia son 
estigmatizados y se los representa como cuer-
pos que pueden “soportar” niveles mayores de 
violencia, o bien que se requiere mayor fuerza 
para doblegarlos, en un doble propósito: lograr 
la detención, pero también servir como acto 
ejemplificador para los espectadores, de modo 
que estas presencias no deseadas no vuelvan a 
instalarse en las calles. Se busca, además, mos-
trar cómo “se limpian” las calles de una ciudad 
que desea verse blanca y sin pobreza.

Palabras finales

A partir de un diseño multimétodo de tipo 
complementario (apoyado en el uso conjunto 
de datos primarios cualitativos y datos secun-
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darios cuantitativos), nos propusimos analizar 
las interacciones entre las fuerzas de seguridad 
y la población de origen senegalés que tienen 
lugar en la vía pública en CABA. De la lectu-
ra de esos datos, resulta pertinente destacar el 
accionar de la Policía de la Ciudad, en sinto-
nía con el desplazamiento de la Policía Federal 
Argentina y el mayor rol atribuido a la Policía 
Metropolitana. Asimismo, si bien en los infor-
mes analizados aparecen identificadas distin-
tas comunas, destaca la centralidad atribuida 
a las Comunas 3 y 7 de CABA, en términos de 
la espacialidad de hechos de violencia institu-
cional o detenciones en las zonas comerciales 
emplazadas en ellas. 

Este último aspecto, relacionado con 
el ámbito espacial, emergió asimismo en 
la realización de las entrevistas, por lo cual 
consideramos significativo leer los testimonios 
situando el énfasis en la dimensión territorial 
del control policial. Recuperamos los roles 
que distintos autores atribuyen a las detencio-
nes efectuadas por la Policía, al modelar una 
identidad negativa, administrar grupos socia-
les referenciados como peligrosos, amenazas o 
productores de riesgo, y gestionar territorios 
sociales y morales de control policial (Rodrí-
guez Alzueta 2014; Pita y Pacecca 2017).

En tal sentido, hay vínculos estrechos en-
tre la conformación racial, las detenciones po-
liciales producto de la violencia institucional 
y la dimensión espacial que atraviesa ambas 
cuestiones, dado que estas últimas se producen 
en los barrios de Flores y Balvanera, centros 
comerciales a cielo abierto donde los senegale-
ses ejercen la venta ambulante, actividad que 
forma parte de su proyecto migratorio.

Es este aspecto el que nos lleva a conside-
rar las detenciones como una política no solo 
de control del espacio público, sino migrato-
ria. Con ella, se criminaliza a migrantes de un 

origen nacional particular, que son represen-
tados como amenaza para un “nosotros nacio-
nal”, es decir, para esa ficción que llamamos 
“pueblo-nación”. 

Se construye entonces una imagen de la 
migración senegalesa como amenaza que debe 
tenerse bajo control, aplicando la fuerza física 
y armando causas a través de la Ley de Marcas 
o la figura del atentado y resistencia a la auto-
ridad, ya que no pueden realizarse detenciones 
por la utilización del espacio público, que es 
regulado por el Código Contravencional de la 
CABA. Sin embargo, ninguna de estas deten-
ciones es convalidada luego con prisiones pre-
ventivas ni intimaciones por violar la Ley de 
Marcas, ya que la actividad que desempeñan 
no cumple los criterios típicos aceptados por 
la jurisprudencia. Así, las causas son archiva-
das por inexistencia de delito.

Todo lo antedicho se ve reforzado por las 
dificultades para acceder a la regularización 
migratoria, producto de las trabas impuestas 
por la ley, así como por la imposibilidad de 
formalizar el trabajo de la venta ambulante. 
Ello implica una doble vulnerabilidad: por un 
lado, existe el temor a ser expulsados, mientras 
que, por el otro, se exponen a mayores inter-
venciones policiales, sustentadas en la crimi-
nalización y persecución, poniendo el foco en 
los argumentos de “irregularidad” e “infor-
malidad” de la actividad, definida como un 
acto ilegal, que debe ser reprimido (Perelman 
2018; Pita y Pacecca 2017; Hopp y Maldovan 
Bonelli 2020).

Entendemos que las prácticas de violencia 
institucional hacia el colectivo senegalés se 
enmarcan en una política más amplia de pro-
ducción social del espacio y estratificación de 
la movilidad. Como parte de ella, ciertos es-
pacios quedan reservados para ciertos perfiles 
raciales y de clase, mientras que las personas 
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que no cumplen con dichos criterios (de tez 
oscura, provenientes de un continente estig-
matizado con la pobreza y dedicadas a la venta 
ambulante de mercadería) deben ser “corri-
das” literal y metafóricamente. 

Verse impedidos de circular por determi-
nados espacios que son los que suelen reunir-
los resulta en la práctica una forma de impe-
dir/dificultar el asentamiento de senegaleses 
en el país. Ello se debe a que, en definitiva, 
el territorio es un espacio social donde se jue-
gan relaciones de poder, y donde ciertos usos 
son más legítimos que otros, así como ciertos 
usuarios tienen más derechos que otros. 
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Resumen 
La trata de personas es un crimen transnacional que se concentra sobre todo en la modalidad de explota-
ción sexual. Sus principales víctimas son mujeres y niñas. El objetivo del artículo es presentar las estrate-
gias de prevención frente a la trata de niñas, niños y adolescentes que se identifican en el accionar de las 
organizaciones de la sociedad civil en la región de Bogotá, Colombia. A partir de las técnicas de entrevista 
y encuesta, se consolida información en una matriz de Índice de Capacidades Organizacionales (ICO) y se 
hace una medición frente a las estrategias identificadas desde organizacionales nacionales e internacionales, 
y los desafíos que se desprenden para abordar el fenómeno. Se concluye que el desconocimiento de las 
formas en que opera el mercado de la trata de personas y la falta de estrategias que asuman los impactos de 
estas prácticas mercantiles y lucrativas dejan rezagadas a las organizaciones ante un delito que surge de las 
desigualdades socioeconómicas estructurales y que se transforma constantemente.

Palabras clave: adolescencia; economía de mercado; explotación sexual; indicadores de desarrollo; ni-
ñez; trata de personas 

Abstract
Human trafficking is a transnational crime that is mainly concentrated in the form of sexual exploitation. 
Most of the victims are women and girls. The objective of the article is to identify the prevention strategies 
against trafficking of children and adolescents identified in the actions of civil society organizations in the 
Bogotá region, Colombia. Based on the methods of the interview and the survey, with the consolidation of 
the information in an Organizational Capabilities Index matrix, a measurement is made, according to the 
strategies of national and international organizations, and the challenges for understanding the phenom-
enon. It is concluded that ignorance of the ways in which the human trafficking market operates and the lack 
of strategies that assume the impacts of these commercial and lucrative practices leaves organizations behind 
in the face of a crime that arises from structural socioeconomic inequalities and is constantly changing.

Keywords: childhood; human trafficking; market economy; measurement; youth 
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Introducción

El Protocolo de Palermo, del año 2000, mani-
fiesta en su artículo 3 que, por 

trata de personas se entenderá la captación, 
el transporte, el traslado, la acogida o la re-
cepción de personas, recurriendo a la ame-
naza o al uso de la fuerza u otras formas de 
coacción, al rapto, al fraude, al engaño, al 
abuso de poder o de una situación de vul-
nerabilidad o a la concesión o recepción de 
pagos o beneficios para obtener el consen-
timiento de una persona que tenga auto-
ridad sobre otra, con fines de explotación. 

La explotación incluye la prostitución ajena, 
la explotación sexual, los trabajos o servicios 
forzados, la esclavitud y las prácticas análogas 
a esta, la servidumbre y la extracción de ór-
ganos. Esas modalidades de trata de personas 
tienen sus particularidades, de acuerdo con 
la edad de las víctimas, las regiones del mun-
do que habitan y los mercados ilegales que 
requieren la explotación de seres humanos, 
principalmente de mujeres (Shelley 2010; 
Rubin 1986; Iniseg 2021). 

El Reporte Global sobre Trata de Personas 
2020 de la Oficina de Naciones Unidas contra 
la Droga y el Delito (UNODC por sus siglas 
en inglés) toma en cuenta decisiones judicia-
les de 71 países, que involucran a aproxima-
damente 3000 víctimas y 1500 victimarios. 
Este documento plantea que, por la pandemia 
de COVID-19, se han incrementado los ca-
sos de trabajo forzado en sectores económicos 
como construcción, pesca, agricultura, trabajo 
doméstico, hotelería, ventas ambulantes o en 
la calle, manufactura y minería. Esto asciende 
al 38 % de los casos analizados. Sin embar-
go, la explotación sexual se mantiene como la 
principal modalidad, con el 50 % de los casos 

identificados. Asimismo, el Reporte muestra 
que, aunque se han diversificado las estrate-
gias de captación de las víctimas mediante el 
uso de Internet, la trata de personas sigue afec-
tando sobre todo a mujeres y niñas, quienes 
representan el 65 % de las víctimas, mientras 
que hombres y niños son el 35 %. 

En Colombia y otros países de Latinoamé-
rica, “las economías extractivistas, como un 
modelo político y, por supuesto, económico, 
encuentran su raíz en mercantilizar y explotar 
los recursos naturales; la mayoría de las veces 
de forma desenfrenada, hasta obtener el últi-
mo lucro posible” (Taüchina, Forero y Rodrí-
guez 2021, 123). Ello se refleja en la explota-
ción de los cuerpos, sobre todo femeninos, lo 
cual ha llevado a que unos cuerpos importen 
más que otros. La diferencia porcentual de ex-
plotación a mujeres y niñas es significativa y se 
ha incrementado en las últimas décadas. Por 
tanto, debe ser analizada desde un enfoque de 
género, una perspectiva de derechos humanos 
y otra de direccionamiento de los mercados, 
con el fin de contar con un análisis integral del 
fenómeno (Shelley 2003).

La presente investigación analiza la trata 
de menores de 18 años, considerados a esca-
la internacional como “niñas y niños” (ONU 
2021). Entre los principales factores de ries-
go para la trata, se encuentran las necesidades 
económicas (51 %), los conflictos familiares, 
principalmente en niños, niñas y adolescentes 
(20 %), la cercanía de un familiar a las redes 
de tráfico (13 %), el estatus de migración irre-
gular (10 %), y el abandono de menores de 
edad (9 %). Si se hace énfasis en los riesgos 
de niñas, niños y adolescentes, se comprende 
que estas afectaciones los hacen sujetos vulne-
rables frente al fenómeno. De ahí la necesidad 
de un enfoque centrado en sus experiencias, 
dados los diferentes cruces que puede haber 
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entre edad, sexo, género, nacionalidad, etnia, 
discapacidad, clase social, situación migrato-
ria, desplazamiento forzado, entre otros. 

De acuerdo con las Declaraciones de Es-
tocolmo (1996), Yokohama (Derechos de la 
Infancia 2001) y Río de Janeiro (2008), la 
Explotación Sexual Comercial de Niñas, Ni-
ños y Adolescentes (ESCNNA) consiste en la 
utilización del cuerpo de un niño o niña o de 
su representación con fines de dominación, 
gratificación o lucro, a cambio de una retribu-
ción tangible o intangible, o de una promesa 
de retribución para el niño/a o para otra per-
sona Ministerio Público de la Defensa Repú-
blica de Argentina 2021; OIT 2005; 2021). 
La trata de niñas, niños y adolescentes (NNA) 
con fines de explotación sexual se entrecruza 
con la ESCNNA, en tanto es una modalidad 
dentro de esta, que también incluye la por-
nografía, el matrimonio servil, los servicios 
sexuales en el marco del conflicto armado y la 
vinculación con el turismo.

La región de Bogotá se caracteriza por ser el 
área metropolitana de la capital de Colombia, 
que incluye algunos municipios del departa-
mento de Cundinamarca. Concentra aproxi-
madamente 10 331 626 de habitantes (DANE 
2018) y actividades económicas ligadas a la 
producción en contextos urbanos, con la pre-
sencia de industrias en zonas rurales, como los 
cultivos de flores y la producción de lácteos. 
Esta región fue seleccionada porque aportó un 
25,5 % del PIB nacional en 2020, lo cual con-
vierte a la ciudad y sus alrededores en el centro 
de diferentes transacciones económicas y finan-
cieras del país (La República 2021). También, 
por la presencia de la Fundación Universita-
ria Monserrate en el municipio de Mosquera, 
Cundinamarca y sus sedes en Bogotá. 

Sumando esfuerzos desde la academia para 
comprender la trata de personas en términos 

económicos y financieros, y reconociendo que 
los Estados, según el Protocolo de Palermo, 
están obligados a implementar estrategias bajo 
el modelo de las tres P (prevenir, proteger y 
perseguir), esta investigación busca dar cuen-
ta de las capacidades de algunas organizacio-
nes nacionales e internacionales que luchan 
contra este delito transnacional en la región 
seleccionada. Se sabe que tanto la UNODC 
como las organizaciones de la sociedad civil 
desarrollan e implementan estrategias enfoca-
das principalmente en la prevención del deli-
to. Por tanto, las investigaciones sobre la trata 
de personas deben profundizar en aspectos 
económicos frente a los riesgos del fenómeno, 
así como en la responsabilidad de las empresas 
en la generación de riqueza que puede estar re-
lacionada con lavado de activos, narcotráfico, 
contrabando y otras actividades ilícitas.

 En los últimos cinco años, Colombia se ha 
situado en el primer nivel de medición (Tier 1) 
en materia de cumplimiento de los estándares 
mínimos para la persecución, protección y pre-
vención de la trata de personas, de acuerdo con 
el Reporte del Departamento de Estado de los 
Estados Unidos (2021). Este Reporte considera 
que, aunque las autoridades continúan identi-
ficando a las víctimas, el Ministerio del Inte-
rior (2021) no ha logrado proveer de manera 
adecuada albergues o refugios para protegerlas, 
sobre todo en el caso de personas adultas. Tam-
poco ha brindado soporte financiero en todos 
los territorios que lo requieren, ni ha apoyado 
de manera oportuna a las organizaciones de la 
sociedad civil para ampliar los servicios de asis-
tencia a las víctimas.

 En materia de persecución, se recomienda 
al Estado colombiano tener un rol más activo 
en la investigación de los casos, que se vieron 
obstaculizados por el cierre de los juzgados de-
bido a la pandemia, así como prestar mayor 
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atención a los casos de reclutamiento forzado 
de menores de edad por parte de grupos arma-
dos ilegales. Frente a la protección, se hace ne-
cesario mejorar el protocolo de identificación 
de víctimas, pues el número total reportado 
anualmente ha tendido a disminuir con res-
pecto a años anteriores. Ello implica la dismi-
nución de los recursos económicos invertidos 
en la protección y en la adecuación de los ser-
vicios de alojamiento y ayuda de emergencia. 
Para niñas, niños y adolescentes, el Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar inició un 
proceso de restablecimiento de derechos en 13 
de los 32 departamentos, pero se requiere de 
mayor preparación de los equipos interdisci-
plinarios que atienden a los menores de edad 
(Departamento de Estado de los Estados Uni-
dos 2021).

En cuanto a la prevención, se reporta que, 
con el acompañamiento de la Organización 
Internacional para las Migraciones (OIM), 
los 32 departamentos adoptaron planes te-
rritoriales para combatir la trata de personas. 
Se han realizado campañas de prevención por 
más de 606 000 000 de pesos colombianos, 
en la televisión y las redes sociales, además de 
eventos de formación dirigidos a niñas, ni-
ños y adolescentes migrantes, especialmente 
provenientes de Venezuela. Algunas de las ac-
ciones estatales de prevención se realizan en 
articulación con agencias internacionales y 
organizaciones nacionales o regionales, con-
formadas por la sociedad civil. Por ende, la 
pregunta que orienta este artículo es: ¿cuáles 
son las estrategias de prevención de la trata de 
niñas, niños y adolescentes por parte de las or-
ganizaciones de la sociedad civil en la región 
de Bogotá, desde una perspectiva financiera y 
económica?

La trata en términos económicos, 
financieros y de desarrollo humano

Teniendo en cuenta que las necesidades econó-
micas son el factor de riesgo más representa-
tivo para la existencia de la trata de personas 
(51  %), es indiscutible que esta tiene causas 
estructurales, la pobreza y la desigualdad, que 
la relacionan con situaciones vitales precarias 
y vulnerables (Meneses 2019, 5). Colombia es 
uno de los países de Latinoamérica con mayor 
desigualdad de ingreso y ocupa el primer pues-
to en concentración de la riqueza, pues solo el 1 
% más rico de los colombianos concentra el 20 
% de los ingresos del país (OXFAM 2015). Las 
desigualdades sociales y la falta de oportunida-
des llevan a que las víctimas busquen mejorar 
su calidad de vida, lo cual facilita la captación y 
el engaño por parte de los tratantes.

El origen y las motivaciones de la trata de 
personas con fines de explotación sexual no solo 
recaen en las desigualdades sociales, la informa-
lidad, la falta de educación y de oportunidades, 
también se evidencia que es un negocio lucra-
tivo, cuya principal causa está asociada con las 
grandes utilidades que genera para quienes ha-
cen parte de él. Shelley (2003) reconoce la es-
casez de estudios frente a las prácticas lucrativas 
y mercantiles, basadas sobre todo en la explota-
ción de mujeres. La autora afirma que, sin una 
comprensión compleja de la trata de personas, 
se presume que hay un modelo simple, con una 
única variación en la oferta y la demanda. Al 
contrario, su trabajo buscó demostrar cómo 
varían regional y culturalmente las organizacio-
nes dedicadas a la trata de personas y cómo sus 
prácticas exigen respuestas distintas por medio 
de las políticas públicas.

En términos financieros, aunque la trata es 
un fenómeno difícil de calcular, en la Confe-
rencia Anual sobre Cumplimiento y Antilava-
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do de Dinero del año 2020, convocada por 
la Asociación de Banqueros de Florida (FIBA) 
–que se celebró del 16 al 18 de marzo en Mia-
mi–se habló de la existencia de alrededor de 
40,3 millones de víctimas de trata de personas 
en el mundo, las cuales han generado cerca de 
US 150 200 millones al año (Semana 2020). 
Cabe resaltar que las entidades financieras, 
en especial la banca privada, pueden cumplir 
un papel fundamental para detectar el delito, 
sobre todo las transacciones ligadas a gastos 
excesivos en hoteles, tiquetes de avión y tren, 
entre otros. Dentro de los participantes de la 
conferencia destacaron, además de los ban-
cos, instituciones financieras y reguladoras del 
mercado financiero, el FBI, la Reserva Fede-
ral, el Departamento de Seguridad Nacional 
y la Oficina del Fiscal Especial de Estupefa-
cientes, entidades que están en capacidad de 
reportar cualquier actividad sospechosa que 
permita atacar el fenómeno. 

François Perroux (1964) es uno de los 
primeros economistas en hacer alusión al de-
sarrollo. Su concepto, asociado al crecimien-
to meramente económico, se limita a un in-
dicador y no a una variable social, cultural, 
ambiental, entre otras (Correa 2000). Luego, 
otros autores reconocen el fracaso de las teo-
rías desarrollistas y plantean formas distintas 
de hablar del desarrollo. En 1986, Max-Neef, 
Elizalde y Hopenhayn (1986, 26) afirmaron 
que, aunque “el desarrollismo fue una expe-
riencia generadora de ideas y de corrientes de 
pensamiento”, no tomó en cuenta el compo-
nente humano, es decir, las cualidades de los 
individuos. Por tanto, no identificó con clari-
dad las necesidades de la población y los satis-
factores de estas, una relación que no puede 
darse de manera divorciada. 

Con base en lo anterior, se plantea el con-
cepto de desarrollo a escala humana, que ubi-

ca al ser humano como centro y no como un 
objeto económico. Se establece una matriz de 
necesidades y de satisfactores, la cual integra 
necesidades de carácter axiológico (subsisten-
cia, protección, afecto, entendimiento, parti-
cipación, ocio, creación, identidad y libertad) 
y existenciales (ser, tener, hacer y estar). Dicha 
relación es, como afirma el autor, permanente 
y dinámica, lo cual genera una sinergia entre 
necesidades, satisfactores y bienes económi-
cos. El desarrollo humano es algo que le com-
pete a la sociedad actual, porque dentro del 
capitalismo no se tiene en cuenta este factor 
como un elemento decisivo de los procesos de 
producción de bienes y la generación de ser-
vicios (PNUD 2021). Se considera que el ser 
humano está diseñado para el sistema, cuando 
debería ser lo contrario (Díaz 2019, 57).

La agudización de la trata se debe en parte 
a un sistema que no crea suficientes elementos 
para contribuir al desarrollo de las personas, y 
genera situaciones de miseria, pobreza e injus-
ticia social, que contribuyen a la explotación 
de unos seres humanos por otros. Hoy, más 
de 700 000 000 de personas en el mundo se 
encuentran en situación de pobreza extrema, 
lo cual significa que tienen dificultades para 
satisfacer sus necesidades más básicas, como el 
acceso al agua potable, la salud, la comida, la 
educación, entre otras (ONU s.f.). Esto puede 
llevar a un riesgo inminente de caer en redes 
de trata de personas. Entonces, ¿cómo desple-
gar estrategias de prevención frente a la trata 
en contextos de pobreza y miseria? Más aún, 
¿cómo se articula la perspectiva de capacida-
des de las organizaciones que luchan contra la 
trata en este enfoque del desarrollo humano?

Se sabe que las organizaciones nacionales e 
internacionales han implementado propuestas 
para prevenir la trata de personas, en especial, 
dirigidas a niñas, niños y adolescentes. Esas 
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estrategias se concretan en acciones educativas 
o formativas, en desarrollos metodológicos, en 
la construcción de instrumentos de medición 
y de conceptos, en la incidencia en política 
pública y en la creación de rutas de atención, 
entre otros aspectos que les permitan actuar. 
Sus esfuerzos se concentran en hacer una lec-
tura de las necesidades humanas para identi-
ficar estrategias de prevención e intervención. 
De esa manera, intentan contribuir a mejorar 
las condiciones locales y al bienestar de las per-
sonas víctimas o en riesgo de ser víctimas. Sin 
embargo, no logran concretar los satisfactores, 
ni tampoco cuentan con los recursos econó-
micos para hacerlo. En ello recae el asunto de 
las capacidades organizacionales, así como la 
responsabilidad del Estado colombiano en ga-
rantizar las tres P.

Metodología

El enfoque de la investigación es mixto; se 
pretendió la integración sistemática de los 
métodos cuantitativo y cualitativo para obte-
ner una “fotografía” completa del fenómeno 
(Hernández Sampieri 2011). En este caso, de 
la trata de niñas, niños y adolescentes. El tipo 
de investigación es descriptivo, porque se brin-
da un registro, un análisis y una interpretación 
de la naturaleza actual y la composición de los 
fenómenos de manera detallada, así como de 
la situación de las organizaciones nacionales 
e internacionales objeto de estudio. Entre 
las técnicas de investigación, se eligió la en-
trevista, desarrollada con organizaciones que 
luchan contra la trata de personas y la ESCN-
NA en la región de Bogotá. Se accedió a estas 
por la vinculación de la Fundación Universi-
taria Monserrate al Nodo Cundinamarca del 
Capítulo Colombia del Observatorio Latino-

américa de Trata y Tráfico (ObservaLaTrata). 
Para grabar las entrevistas en audio y/o video, 
se contó con un consentimiento informado, 
firmado de manera virtual por las organizacio-
nes participantes.

Pese al interés de las organizaciones por 
prevenir la trata de personas, no fue sencillo 
el acceso a sus integrantes y a la información 
durante el desarrollo del proyecto de investi-
gación. La invitación a las organizaciones se 
hizo extensiva a 15, por diferentes medios 
virtuales, sin obtener respuesta por parte de 
cinco. Una de las organizaciones públicas na-
cionales respondió que no brinda entrevistas y 
que cualquier información se puede solicitar 
por la vía de derechos de petición, es decir, 
manifestó la necesidad de desplegar la buro-
cracia para activar sus canales de respuesta, 
que pueden tardar entre 15 y 20 días hábiles. 
Esta es una forma de relacionarse con el Esta-
do colombiano, que revela barreras de acceso 
a la información y dificultades para articular la 
academia y la administración pública.

 En total se llevaron a cabo nueve 
entrevistas con integrantes de organizaciones 
públicas y privadas, nacionales e internacio-
nales, todas especializadas en el tema de inves-
tigación: trata de personas. Se trató de ocho 
organizaciones nacionales, de las cuales una 
era de carácter público, y una organización 
internacional. La Organización 1 es una en-
tidad sin ánimo de lucro que busca solucio-
nes a problemas como la trata de personas, la 
violación a los derechos humanos, el deterioro 
del ambiente y la inequidad de género. La Or-
ganización 2 es una iniciativa conformada por 
actores jóvenes y universitarios que se enfocan 
en la prevención de la trata, en especial de ni-
ños, niñas y adolescentes. La Organización 3 
es un grupo de voluntarios, los cuales cuentan 
con un centro especializado en la atención a 
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niños y niñas en fragilidad social o víctimas de 
múltiples violencias, entre ellas, la trata. 

La Organización 4 es una entidad que lu-
cha contra la explotación sexual comercial de 
niñas, niños y adolescentes y recibe financia-
ción de agencias internacionales. La Organi-
zación 5 es una red religiosa comprometida 
con la prevención y lucha contra la trata de 
personas. La Organización 6 es una iniciati-
va de una comunidad religiosa que trabaja en 
contextos educativos en niveles de primaria, 
en la formación y la toma de conciencia sobre 
el fenómeno. La Organización 7 es una oficina 
que trabaja en la erradicación y la prevención 
de la trata de personas, estableciendo espacios 
de protección para las víctimas, en especial los 
niños y las niñas. La Organización 8 es una 
entidad pública que implementa políticas pú-
blicas departamentales y municipales, al igual 
que programas de acompañamiento y aten-
ción integral a las víctimas. La Organización 9 
es una oficina internacional que trabaja en la 
prevención de la trata de personas a través del 
diseño de políticas y estrategias que permitan 
atacar el problema desde la institucionalidad 
nacional. 

En la aplicación de las entrevistas se pudo 
observar que la trata es un tema complejo de 
hablar, por lo que las personas entrevistadas 
fueron reservadas y hablaron lo necesario, sin 
entrar en detalles de casos identificados. Una 
persona, por ejemplo, mostró desconfianza 
para otorgar su consentimiento informado, 
insinuando que al grabar la conversación se 
posibilitará publicar y editar los videos y sa-
lir en redes sociales, escenarios de riesgo para 
quienes luchan contra la trata, pero a la vez 
el medio más usado en el marco de sus estra-
tegias de prevención. En esta entrevista no se 
aceptó la grabación en video, argumentando 
problemas de seguridad.

De igual manera, se empleó la técnica 
de la encuesta, por medio de la creación de 
un formulario virtual que implementó una 
metodología específica para medir las capa-
cidades de las organizaciones, denominada 
Índice de Capacidad Organizacional (ICO). 
Esta metodología es un instrumento diseñado 
por el Departamento Nacional de Planeación 
(DNP) colombiano, con el propósito de esta-
blecer la capacidad de gestión de las Organiza-
ciones Comunitarias de los Programas de Paz 
y Desarrollo. Debido a los buenos resultados 
en la identificación de las debilidades y for-
talezas de las organizaciones, el ICO ha sido 
ajustado por varias entidades públicas y pri-
vadas para ser aplicado en diferentes tipos de 
organizaciones (PNUD s.f., 3).

A efectos de la presente investigación, el 
ICO se ajustó de acuerdo con las característi-
cas de las organizaciones en cuanto a funcio-
namiento, organización jerárquica, servicios 
prestados e impacto que generan en su territo-
rio de influencia. El formulario fue enviado a 
las nueve organizaciones que participaron de 
las entrevistas, y cinco organizaciones nacio-
nales lo respondieron. Estas organizaciones se 
caracterizan por tener injerencia en la ciudad 
de Bogotá y sus alrededores, donde trabajan 
principalmente en la prevención. Por tanto, 
los resultados se centran en solo una de las tres 
P del Protocolo de Palermo.

Resultados y discusión

Conocimiento de las organizaciones sobre fuentes 
de financiamiento de la trata

En términos generales, las organizaciones na-
cionales manifiestan desconocimiento de las 
fuentes de financiamiento de esta economía 
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ilegal (Semana 2015): “No hemos hecho un 
proceso tan centrado en lo económico, en-
tonces ahí no tengo muchas herramientas que 
darles porque no ha sido nuestro fuerte” (en-
trevista 1, 29 de octubre de 2021). En otra de 
las respuestas se afirma que, “específicamen-
te nosotros no hemos estado tan interesados 
quizás en ese tema, sino más en el tema de la 
dinámica social y de la dinámica cultural que 
hay alrededor de la ESCNNA, que termina 
justificando, naturalizando y normalizándola” 
(entrevista 5, 22 de octubre de 2021).

Pese al desconocimiento de las fuentes de 
financiación, la mayoría de las organizaciones 
nacionales coinciden en que son principal-
mente las vulnerabilidades económicas las que 
llevan a las víctimas a caer en las redes de la 
trata de personas. Desde un enfoque de infan-
cia y adolescencia, en una de las entrevistas se 
menciona que la baja capacidad económica de 
las familias es un factor de riesgo.

Importante el tema del contexto económi-
co porque es uno de los factores de riesgo 
para ser víctima de trata de personas. Para 
nadie es un secreto, yo creo que aquí es im-
portante también observar ahora ese con-
texto que estamos teniendo y es como ese 
materialismo que se evidencia. Entonces, 
por ejemplo, lo que hemos analizado en 
las redes sociales, en estos influencers, you-
tubers que hacen videos de ropa, de dispo-
sitivos electrónicos… Todo esto hace que 
los niños, más que todo, como que digan 
“yo quiero esto, yo quiero esto, yo quiero”. 
Hacen lo que sea por estas cosas porque 
muchas veces los padres no se las pueden 
dar y ellos sí o sí lo tienen que tener para 
esa aceptación social (entrevista 7, 8 de oc-
tubre de 2021).

Las organizaciones reconocen las transforma-
ciones durante 2020 y 2021 debido a la pan-
demia por COVID-19: “Las formas de capta-

ción han cambiado, a través de redes sociales 
hacen el ofrecimiento de algunas ofertas, in-
cluso de establecer relaciones sentimentales 
con las víctimas para poder explotarlas” (en-
trevista 3, 25 de octubre de 2021).

La trata se cruza con el desplazamiento 
forzado y la migración internacional de perso-
nas provenientes del vecino país de Venezuela.

 
Se ha identificado desde Bogotá, gente que 
motiva o acciona la trata de personas a través 
del turismo y la situación que estamos vivien-
do de la migración interna y externa; interna, 
como la gente de algunas regiones de Colom-
bia que sale por el conflicto armado y llegan 
a Bogotá o la migración externa venezolana 
(entrevista 6, 11 de octubre de 2021). 

En contraste, la organización internacional 
entrevistada muestra la necesidad de ver la 
trata de personas como un “negocio ilícito”, 
pues ello permite tomar acciones encaminadas 
a desestimularla, y abordar la lucha contra ella 
a partir de sanciones económicas y de evitar el 
lavado de activos. Por ejemplo, 

¿cómo hacer algún tipo de retención de las 
rentas criminales? Eso realmente en Co-
lombia se ha explorado muy poco… De 
hecho, uno de los componentes del proto-
colo de Palermo es el incentivo a que no 
solamente se investigue y judicialice el tipo 
penal, sino que las acciones encaminadas 
deben ser mucho más fuertes en el tema de 
incautación de activos, para la reparación 
de las víctimas. Eso es algo que, no solo 
en Colombia, realmente en Latinoamérica 
está todavía muy incipiente (entrevista 8, 
24 de noviembre de 2021).

Se hace necesario explorar los flujos ilícitos 
porque

hay organizaciones criminales que se están 
lucrando no solamente de la trata de per-
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sonas, sino también de otras actividades 
ilícitas y que, cuando no se tocan esas ga-
nancias que dejan las actividades crimina-
les, realmente no hay un desincentivo para 
dejar de realizarlas, porque finalmente las 
personas son detenidas y generalmente se 
detienen los eslabones más débiles de la 
cadena, pero las ganancias no se tocan. En-
tonces, listo, pagas 20 años de cárcel, pero 
el dinero que has hecho a través de la ex-
plotación de las personas está intacto. Sería 
algo fundamental, que se debería trabajar 
mucho más fuerte para combatir el delito 
(entrevista 8, 24 de noviembre de 2021).

Riesgos de niñas, niños y adolescentes 
frente a la trata y la ESCNNA

De acuerdo con la campaña colombiana 
#EsoEsCuento, evitar la trata de personas no 
es una tarea sencilla, “ya que las redes dedi-
cadas a esta actividad ilegal son demasiadas, 
se desplazan constantemente y cambian sus 
métodos de captación” (Eso es cuento 2021). 
Para identificar posibles casos de trata de per-
sonas se invita a 1) hacer un buen uso de In-
ternet; 2) viajar con precaución; 3) construir 
redes de apoyo; 4) verificar las ofertas labora-
les; 5) mantenerse informado sobre la trata de 
personas y 6) denunciar.

Sin lugar a dudas, Bogotá es la ciudad con 
uno de los mayores riesgos de trata de per-
sonas y ESCNNA. Aún más si se habla de 
NNA, dado que son ellos los objetivos más 
preciados de este mercado. Sobre esto, en 
Colombia es legal el libre ejercicio de la 
prostitución. Sin embargo, el Código Penal 
tipifica como un delito cualquier conducta 
que facilite a un menor de edad el acceso 
a este mercado y que le induzca al mismo, 
lo que agudiza la fragilidad del tema de los 
NNA con la trata de personas. De la mano 
a lo anterior, las zonas donde virtualmente 
hablando es más alta la tasa de trata de per-

sonas y el nivel de riesgo de ESCNNA son 
las de tolerancia, entre las localidades de la 
capital (…) y las zonas y/o bares de toleran-
cia en los municipios cercanos (entrevista 
9, 11 de noviembre de 2021).

En contraste, otra organización considera que, 
si bien 

hay una zona de alto impacto para la pros-
titución, en todas las localidades [de Bo-
gotá] hay lugares para ejercer la prostitu-
ción (...) en materia de trata de personas, 
se mezclan las víctimas con personas que 
están ejerciendo la prostitución y se vuelve 
un poco más difícil identificar a las vícti-
mas de trata (entrevista 3, 25 de octubre 
de 2021). 

A continuación, se presentan los riesgos iden-
tificados por las organizaciones nacionales e 
internacionales entrevistadas, que cuestionan 
los contextos en que se mercantilizan los cuer-
pos de NNA, tanto en la ciudad de Bogotá 
como en los municipios que circundan la ca-
pital (tabla 1). Los riesgos señalan una mayor 
probabilidad sufrir un daño frente a la trata de 
personas (Forero y Rodríguez 2018).

Frente al desconocimiento de asuntos eco-
nómicos y financieros, en torno a la trata de 
personas, se planteó la importancia de conec-
tar los saberes investigativos con las acciones 
de política pública, dentro de los procesos de 
las Universidades y sus grupos de investiga-
ción:

Realmente no hay mucho escrito frente a 
lo que es la trata de personas en Colombia. 
Entonces, eso genera conocimiento y ese 
conocimiento se puede aplicar a acciones 
concretas. ¿Dónde hay un vacío? En las 
instituciones de educación superior. Deben 
tratar de trasladar ese conocimiento que se 
genera desde la academia a los comités. Mu-
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chas veces la academia genera documentos, 
artículos, investigaciones muy interesantes, 
pero nunca bajan hasta los comités, lo que 
hace que, de alguna manera, se pierda ese 
conocimiento. Cualquier investigación que 
se realice es muy importante, es muy valio-

sa, siempre y cuando se logre enlazar con el 
quehacer de los comités territoriales y no 
se quede solamente como un documento 
que se construye desde la academia y que 
no sale de la academia (entrevista 8, 24 de 
noviembre de 2021).

Tabla 1. Riesgos identificados por las organizaciones entrevistadas

Entorno Riesgos

En entornos familiares Se reconoce, en la cadena de captación, la posibilidad de que sean familiares y personas 
cercanas a NNA quienes les tratan y explotan sexualmente. Se mencionan casos en que 
padres y padrastros son quienes piden a menores de edad que lleven recursos económicos 
al hogar, presionando a que “vendan el cuerpo”. En algunos hogares se observa 
hacinamiento, abuso sexual y violencia intrafamiliar, que son factores de riesgo para que 
NNA busquen alejarse de dinámicas familiares violentas.

En entornos educativos Se identifica la cercanía de ciertas instituciones educativas a zonas rosas o prostíbulos, así 
como contextos de microtráfico de drogas alrededor de los colegios. Sin embargo, esto ha 
cambiado con la pandemia, que ha hecho más presentes los riesgos del uso de Internet. 
Una de las organizaciones nacionales está conformada por estudiantes de diferentes 
instituciones de educación superior. En alianza con otras organizaciones, han creado 
diferentes acciones para prevenir la trata y ESCNNA en Colombia. Aunque no cuentan 
con suficientes recursos económicos, han logrado importantes reconocimientos a través 
de iniciativas atractivas para los jóvenes. Esto les ha permitido crecer como red y avanzar 
conjuntamente en los procesos.

En entornos comunitarios Se menciona principalmente la situación de la migración venezolana en el barrio Santa 
Fe (zona de tolerancia) en Bogotá. Se identifica falsedad en la documentación de niñas 
menores de 18 años, a quienes se les otorgan documentos como si fueran mayores de edad 
para el ejercicio del trabajo sexual. Se identifica también una posible connivencia entre 
la Policía y las redes ilegales de explotación sexual. Denuncian que, en los operativos, 
denominados “redadas”, se advierte días antes para que se cumpla con los requisitos o 
escondan a las víctimas. Luego del operativo, todo sigue igual. También se mencionan 
localidades de Bogotá, con actores armados que tienen control territorial y económico, 
donde explotan a mujeres adultas y niñas.

En redes sociales En uno de los municipios (Mosquera, Cundinamarca) se identifican delitos cibernéticos, 
asociados con grooming, ciberbullying y sexting. Sin embargo, se menciona que 
oficialmente no se reconocen casos de trata de personas ni de ESCNNA. Los principales 
riesgos se asocian con el uso de Internet, que se ha incrementado durante la pandemia 
por COVID-19. Entre los sitios de ingreso de niñas, niños y adolescentes están las redes 
sociales, que se usan sin la supervisión de personas adultas. Se les engaña o se les envían 
ofertas de obtención de dinero, que responden a intereses de compra de celulares de alta 
gama, consolas de videojuegos, videojuegos, ropa y zapatos de ciertas marcas.

Fuente: elaboración propia.
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La mayoría de las organizaciones naciona-
les manifestaron la dificultad de mantener sus 
estrategias de prevención, debido a la falta de 
recursos para financiarse. Ello muestra tam-
bién la falta de cooperación para el desarrollo 
en la lucha contra flujos económicos ilegales 
como la trata de personas. Finalmente, según 
las organizaciones entrevistadas, es desalenta-
dor ver cómo algunas instituciones públicas 
se apoyan en iniciativas de las organizaciones 
para desarrollar campañas de visibilización 
de la trata, algunas veces con pocos recursos. 
En ocasiones, solo se implementan acciones y 
campañas por cumplir requisitos de un plan 
de gobierno.

Principales estrategias de prevención 
de la trata desde las organizaciones

Las estrategias de prevención de la trata de 
personas que desarrollan las organizaciones 
nacionales e internacional participantes en 
esta investigación se enmarcan en jornadas 
de sensibilización, campañas de visibilización, 
capacitación y asesoría frente al delito. La pri-
mera estrategia de prevención que se identifi-
có fue la participación de las organizaciones 
en el Observatorio Latinoamericano de Trata 
y Tráfico (ObservalaTrata), donde se articulan 
diferentes campañas, eventos y actividades 
por medio de los nodos de trabajo en Colom-
bia. La segunda es la creación de metodolo-
gías dirigidas principalmente a niñas, niños, 
adolescentes y jóvenes, por medio de talleres, 
cartillas y demás herramientas. La tercera es 
la sensibilización frente a la trata y su visibi-
lización como delito en diferentes escenarios 
públicos y privados, aunque directamente no 
tengan que ver con esta.

Por último, una de las mayores quejas de 
las organizaciones en las entrevistas fue la falta 

de articulación con el Estado y sus institucio-
nes, así como en las diversas acciones que per-
mitan garantizar la protección a las víctimas 
y la persecución del delito. Desde la distan-
cia que generan los procesos institucionales, 
se hizo una crítica a la manipulación y el uso 
estratégico del trabajo de prevención realizado 
por las organizaciones, para la presentación 
de informes de actividades, sobre todo en el 
marco del día internacional contra la trata de 
personas (31 de julio). En esa fecha se desplie-
gan amplios recursos, con los que no se cuenta 
el resto del año. En ocasiones, los funcionarios 
públicos se desconectan de las estrategias de 
articulación entre diferentes sectores.

De acuerdo con ACNUR (2021), 

los esfuerzos para abordar la trata de perso-
nas exigen un enfoque de múltiples orga-
nismos, que implica una estrecha coordina-
ción entre los organismos gubernamentales 
pertinentes y las organizaciones internacio-
nales y nacionales en un amplio espectro de 
actividades que abarcan la justicia penal, el 
compromiso judicial, los derechos huma-
nos y el desarrollo.

La entidad responsable de la política pública 
contra la trata de personas en Colombia es 
el Ministerio del Interior. Para la ciudad de 
Bogotá, es la Secretaría de Gobierno. Sin em-
bargo, en las Alcaldías de los municipios que 
circundan la capital, la agenda contra la trata 
no cuenta con una entidad responsable. En 
algunos casos, es administrada por la Gober-
nación de Cundinamarca, es decir, no hay un 
funcionario a cargo de la agenda de política 
pública para cada municipio (entrevista 4, 3 
de noviembre de 2021).
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Tabla 2. Resultados Matriz ICO

# Pregunta Respuesta

1 ¿Cuál es la misión de la 
organización?

El 100 % de las organizaciones manifiesta que el 100 % de su misión está 
enfocada a la prevención.

2 ¿Cómo se encuentra su 
estructura organizacional?

El 60 % de las organizaciones presenta menos del 40 % de los niveles 
organizacionales reseñados. El 20 % presenta entre el 40 % y el 60 % de los 
niveles organizacionales reseñados. El 20 % presenta más del 60 % de los 
niveles organizacionales reseñados.

3 Características de los cargos de 
la junta o consejo directivo

El 80 % de las organizaciones manifiesta que entre el 30 % y el 60 % 
de los directivos cuentan con experiencia previa en la dirección de otras 
organizaciones. El 20 % manifiesta que menos del 30 % de los directivos 
cuentan con experiencia previa en la dirección de otras organizaciones. Ninguna 
organización manifiesta que más del 60 % de los directivos cuentan con 
experiencia previa en la dirección de otras organizaciones.

4 Procesos de formación y / o 
capacitación interna/ externa

El 60 % de las organizaciones manifiesta que el 60 % del personal interno ha 
sido capacitado por la organización. El 40 % dice que entre el 30 % y el 60 % 
del personal interno ha sido capacitado por la organización.

5 ¿La Organización cuenta con 
un plan estratégico?

El 80 % de las organizaciones manifiesta tener un plan estratégico. El 20 % 
indica que no tiene un plan estratégico. 

6 Dentro de las estrategias 
planteadas, ¿a cuál de las 
siguientes le apunta su 
organización?

El 40 % de las organizaciones indica que sus estrategias apuntan a la promoción 
y el apoyo a la igualdad de género. El 40 % indica que sus estrategias apuntan 
a la investigación. El 20 % de las organizaciones indican que sus estrategias 
apuntan a la inclusión social.

7 ¿Con qué y con cuántos 
tipos de redes se encuentra 
conectada la organización?

40 % de las organizaciones están conectadas en red con estructuras 
extracontinentales; 20 %, con estructuras continentales; 20 %, con estructuras 
regionales y 20 %, con más de cuatro estructuras nacionales.

8 ¿La organización ha 
participado o participa en 
procesos sociales, políticos o 
económicos en el territorio de 
influencia?

El 80 % de las organizaciones ha participado en dos a cinco procesos sociales, 
políticos o económicos en el territorio de influencia (región de Bogotá). El 20 
% de las organizaciones ha participado en menos de dos procesos.

9 ¿Cómo es la relación de la 
organización con el Gobierno 
nacional?

El 40 % de las organizaciones manifiesta que no existen relaciones informales 
ni periódicas con el Gobierno nacional. El 20 % manifiesta que tiene relaciones 
contractuales con el Gobierno local para la prestación de servicios. El 20 % 
manifiesta que existe un intercambio periódico de información. El 20 % 
manifiesta que existe un acuerdo con el Gobierno local para el apoyo a sus 
iniciativas, planes, servicios, formación, etc.

10 ¿Quiénes se benefician de 
la implementación de los 
servicios de la organización?

Población en desventaja, comunidades locales, colegios, ONG y asociaciones, 
sector público, Gobierno nacional, Gobierno local y otras instituciones 
públicas.

11 ¿Cuál de los siguientes medios 
de comunicación utiliza la 
organización?

El 100 % de las organizaciones manifiesta que el principal medio de 
comunicación utilizado son las redes sociales.

Fuente: elaboración propia.
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Características y capacidades de las organizacio-
nes que luchan contra la trata de personas y la 
ESCNNA

Las capacidades de las organizaciones se eva-
luaron a partir de la metodología ICO, con 
siete áreas: servicios ofrecidos en cuanto a las 
tres P (prevención, protección y persecución), 
estructura organizacional, recursos humanos, 
direccionamiento estratégico, redes y proce-
sos, beneficiarios y comunicaciones. 

La tabla 2 recoge los resultados de la en-
cuesta realizada a las cinco organizaciones.

Conclusiones

El trabajo de las organizaciones participantes 
en la investigación está concentrado en la ciu-
dad de Bogotá, sin otorgar mucha relevancia 
a lo que ocurre en los municipios aledaños, 
pertenecientes al departamento de Cundina-
marca. Durante el trabajo de campo solo se 
logró una entrevista con una organización pú-
blica, en la que se manifestó una clara ruptura 
con las políticas públicas planeadas desde la 
capital, y el énfasis en no confundir Bogotá 
con Cundinamarca. Por tanto, no hay una 
lectura del territorio como región de Bogotá. 
También se observó que, para el departamen-
to de Cundinamarca, no se han desarrollado 
acciones visibles que articulen los diferentes 
municipios. Es necesario continuar los inten-
tos por dar cuenta de lo que ocurre en los mu-
nicipios cercanos a la capital, integrando una 
mirada urbana y rural de las modalidades de 
explotación de la trata de personas. 

A partir de las entrevistas, se evidenció que 
las organizaciones nacionales no han tenido 
un acercamiento al ámbito económico, en re-
lación con las fuentes de ingreso y las formas 

de pago de la trata de personas. Por tanto, no 
se han planteado estrategias de prevención del 
delito dirigidas al sector privado. Consideran-
do el desconocimiento de las organizaciones 
nacionales frente a la materia, y la debilidad 
en toda la región de América Latina anunciada 
por la organización internacional entrevistada, 
será necesario articular esfuerzos interdiscipli-
narios. Las ciencias económicas necesitan con-
siderar asuntos como el lavado de activos, las 
sanciones económicas a estructuras criminales 
y la responsabilidad de las empresas frente a 
cualquier forma de explotación que se acepte, 
tolere o reproduzca.

Otro aspecto relativo a las dificultades de 
contacto y acceso a la información de las orga-
nizaciones es el miedo permanente a trabajar 
este delito. Ello indica que la trata también 
afecta a las personas que buscan detenerla, y 
que se requieren mayores relaciones de con-
fianza para conversar sobre el tema, así como 
capacitación a los equipos, quienes pueden 
enfrentar problemas de salud mental al aten-
der el fenómeno. Así, aterrizar la prevención 
del delito de trata de personas en NNA deja 
un camino abierto para pensar en los tipos de 
explotación de personas mayores de 18 años, 
que, en contextos industriales y agrícolas, 
puede conllevar otras formas de explotación, 
tales como la laboral o los trabajos forzosos, 
la servidumbre e incluso al tráfico de órganos. 
Esas modalidades pueden estar inmersas en 
dinámicas económicas como las zonas francas 
que proveen al país.

La trata de personas no ha sido abordada 
de manera profunda como economía crimi-
nal. Por un lado, los enfoques de prevención 
se han centrado en la sensibilización y la vi-
sibilización del fenómeno, mientras que, por 
otro lado, la persecución a estructuras crimi-
nales sigue pendiente. La principal crítica es 
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que la judicialización, por ahora, deja como 
responsables a los eslabones más bajos de la 
cadena en las redes ilegales. De igual manera, 
la persecución judicial no incluye la incauta-
ción o expropiación de bienes conseguidos 
ilegalmente, por lo que la protección a las víc-
timas se ve afectada de manera considerable, 
al no contar con recursos económicos que las 
reparen y garanticen su calidad de vida.

El trabajo con NNA requiere una alta espe-
cialización, aspecto con el que no cuentan todas 
las organizaciones cuando se trabaja ESCNNA 
o trata. El abordaje desde una óptica económi-
ca aún no se afianza en las investigaciones aca-
démicas y judiciales, bajo el argumento de las 
dificultades para calcular las ganancias. Entre 
los actores relevantes que son dejados a un lado 
a consecuencia de lo anterior, se encuentran, 
por ejemplo, empresas del sector privado, sobre 
todo pequeñas y medianas, que desconocen los 
riesgos frente a la trata de personas (Unimon-
serrate 2021). Si bien la mayoría de las causas 
se relacionan con la vulnerabilidad económica, 
hay un amplio desconocimiento sobre las diná-
micas de las redes ilegales por parte de las orga-
nizaciones que enfrentan la trata, lo que lleva a 
que sus capacidades disminuyan, al no contar 
con información suficiente y, por tanto, con 
estrategias adecuadas.

Las organizaciones necesitan ir más allá 
de la prevención, dado que esta se puede con-
vertir en prácticas meramente pedagógicas, y 
dejar de lado a las víctimas y la protección que 
deberían recibir. De acuerdo con la estructura 
organizacional, los resultados mostraron que 
el problema obedece a la falta de información 
para conformar organizaciones de este tipo, y 
en algunos casos, a la falta de experiencia en 
su dirección.

Si bien el 40 % de las organizaciones 
manifestaron que, dentro de sus estrategias, 

se apunta a la investigación, la promoción y 
el apoyo a la igualdad de género, solo el 20 
% apunta a la inclusión social. Situaciones 
como la pobreza, la exclusión social y la falta 
de oportunidades y recursos se convierten en 
una limitante para las víctimas, que impide su 
participación en la vida económica, social y 
política, y que tengan un nivel de vida ade-
cuado. Por tanto, se requieren estrategias que 
incorporen la superación de las causas y los 
factores económicos de riesgo.

La mayoría de las organizaciones no han 
contado con apoyo del Gobierno nacional, y 
reconocen su aparición para fechas específicas, 
bajo lógicas interesadas y manipuladoras. Se 
hace necesaria una articulación en el marco de 
políticas públicas para la prevención y aten-
ción de este delito. Los recursos financieros 
otorgados a las organizaciones son limitados. 
En las entrevistas, preferían no mencionar el 
tema, por lo cual no se tiene evidencia conclu-
yente al respecto.

Incluso con limitaciones en su funciona-
miento y accionar, el trabajo de estas organi-
zaciones se convierte en una fuente principal 
de detección y pedagogía en los territorios de 
influencia, a los que muchas veces no llega el 
Estado colombiano. Resulta claro que debe 
existir un trabajo mancomunado entre ambos, 
en el cual las organizaciones incorporen el fac-
tor económico como área de investigación. 
Conocer cuánto representa el fenómeno y qué 
implicaciones tiene en las finanzas y la eco-
nomía del país permitiría elaborar una políti-
ca pública para combatir la trata de personas 
mucho más eficaz, eficiente y, por supuesto, 
incluyente.
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Resumen 
Los estudios sobre la defensa nacional en Argentina hasta el momento no han incluido en su agenda los 
aportes de la “escuela de la autonomía”. Considerando que dicha tradición plantea distintas formas que 
tienen los Estados de vincularse con Estados Unidos (acople/resistencia) y que la defensa es un ámbito 
gubernamental que incide en dicha vinculación, el presente artículo tiene un doble objetivo: dar cuenta 
teóricamente de la forma en la que la política de defensa puede contribuir a una estrategia de acople hacia 
Estados Unidos, e ilustrar empíricamente dicha relación teórica, a partir del análisis de la política de 
defensa argentina. Se utiliza una metodología cualitativa, tomando como estudio de caso la política de 
defensa que llevó adelante Argentina durante el período 2015-2019. Se toma como referencia empírica 
a tres áreas propias de la defensa nacional: la definición de amenazas, la defensa como herramienta de 
posicionamiento internacional y la forma en que se realiza la adquisición de capacidades militares. Se 
concluye que el estudio de la política de defensa argentina (2015-2019) permite afirmar que la defensa 
nacional puede ser utilizada como una herramienta de acople hacia los Estados Unidos. 
 
Palabras clave: acople; Argentina; autonomía; defensa; Relaciones Internacionales

Abstract
Studies on national defense in Argentina have not addressed the contributions of the “escuela de la au-
tonomía”. Considering that this theoretical tradition proposes different ways in which States can enable links 
with the United States (bandwagon/resistance) and that defense policy is a governmental area that affects that 
relationship, the article has a double objective: to inquire theoretically about the way in which defense policy 
can contribute to a bandwagon strategy towards the Unites States and to illustrate empirically this theoretical 
relationship from the analysis of the Argentine defense policy. A qualitative methodology is used, taking as 
a case study the defense policy carried out by Argentina during the period 2015-2019 and taking three areas 
of national defense as an empirical reference: the definition of threats, defense as an international positioning 
tool, and the way in which military capabilities are acquired. It is concluded that the study of the Argentine 
defense policy (2015-2019) indicates that national defense can be used as a bandwagoning tool towards the 
United States.
 
Keywords: Argentina; autonomy; bandwagon; defense; International Relations 

1  Universidad Torcuato Di Tella, Argentina, Ezequielmagnani11@gmail.com, 
orcid.org/0000-0002-6099-9325

doi.org/10.17141/urvio.33.2022.5262

URVIO, Revista Latinoamericana de Estudios de Seguridad No. 33 • mayo-agosto 2022
 pp.53-66 - © RELASEDOR y FLACSO Sede Ecuador ISSN 1390-4299 (en línea) y 1390-3691



54

La defensa como herramienta de acople: el caso de Argentina frente a Estados Unidos (2015-2019) Ezequiel Magnani

URVIO, Revista Latinoamericana de Estudios de Seguridad No. 33 • mayo-agosto 2022 • pp.53-66
ISSN 1390-4299 (en línea) y 1390-3691 

Introducción

El problema de la autonomía en las Relacio-
nes Internacionales es tratado tradicionalmen-
te por la literatura especializada como un tema 
vinculado estrictamente a la política exterior. 
La autonomía es colocada como una práctica 
y como un objetivo de esta última. Es decir, 
constituye tanto una forma de insertarse y de 
actuar en el sistema internacional (Russell y 
Tokatlián 2013; Tickner 2014) como una ins-
tancia a la cual los Estados periféricos deben 
aspirar para poder desempeñarse con la menor 
cantidad de condicionamientos externos posi-
bles (Puig 1980; Jaguaribe 1979). 

Los estudios sobre defensa nacional en 
Argentina han quedado relegados de esos de-
bates. La política exterior y las estrategias de 
inserción internacional constituyen los únicos 
campos dentro de la disciplina de las Relacio-
nes Internacionales que han realizado aportes 
a la cuestión de la autonomía. La literatura 
argentina que estudia los temas de defensa na-
cional se ha orientado a analizar las relaciones 
cívico-militares (Fontana 1984; Battaglino 
1999; López 2001; Battaglino 2010; Diamint 
2008; Saín 2010; Derghougassian 2012), los 
aportes de la defensa nacional a la política ex-
terior (Tokatlián y Russell 1998; Eissa 2013; 
2017; 2018; Busso y Barreto 2020; Magnani y 
Altieri 2020), el diseño estratégico de la políti-
ca de defensa (Anzelini y Poczynok 2014; An-
zelini, Poczynok y Zacarías 2017) y el carác-
ter estratégico de la política de defensa (Saín 
2003; Magnani 2021). Hasta el momento, no 
se ha analizado la forma en la que la política 
de defensa puede ser abordada desde la escuela 
de la autonomía. 

Por tanto, el presente artículo busca dar 
los primeros pasos en un terreno no explo-
rado por la literatura. Tiene como objetivo 

general indagar la vinculación entre la polí-
tica de defensa y el concepto de autonomía 
a partir del análisis de la política de defensa 
argentina durante el período 2015-2019. El 
argumento se coloca sobre la vertiente de los 
estudios que indican que, para aumentar sus 
niveles de autonomía, un Estado debe acoplar 
su conducta a los intereses de Estados Unidos 
de América (EUA) (Drekonja 1986; Escudé 
1995; Schenoni y Escudé 2016). Se sostiene 
que la política de defensa puede ser utilizada 
como herramienta de un Estado para acoplar-
se a los intereses estadounidenses. Asimismo, 
el objetivo específico está orientado a ilustrar 
empíricamente cómo la política de defensa de 
la administración Macri fue utilizada para ple-
garse a los intereses de EUA. Se destacan tres 
mecanismos trabajados por la literatura sobre 
defensa, mediante los cuales ocurrió el acople 
en este ámbito: (1) la definición de amenazas, 
(2) la utilización de la defensa como herra-
mienta de posicionamiento en el ámbito in-
ternacional y (3) la forma en que se realiza la 
adquisición de capacidades militares. 

La investigación tiene un abordaje cua-
litativo y utiliza como método el estudio de 
caso. Se usan técnicas vinculadas al análisis de 
documentos oficiales, la recolección y sistema-
tización de información oficial y un rastreo de 
procesos para ilustrar cómo los cambios en la 
política de defensa coadyuvaron a Argentina a 
plegarse a EUA.

El artículo se organiza de la siguiente ma-
nera. En la primera sección se realiza una re-
visión de la literatura vinculada a la llamada 
“escuela de la autonomía” y de los estudios 
de defensa en Argentina. Luego de mostrar 
que la forma en la que los Estados se vinculan 
con EUA constituye una preocupación teó-
rica central para el concepto de autonomía, 
se sostiene que ambas líneas de investigación 
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tienen un punto de contacto en la medida en 
que es posible analizar la política de defensa 
de un Estado sobre la base de cómo esta se lle-
va a cabo con la intención de relacionarse con 
EUA. En la segunda sección se desarrolla el 
caso empírico, vinculado al análisis de la polí-
tica de defensa argentina 2015-2019, centran-
do la atención en la forma en que dicha polí-
tica contribuyó a acoplarse al país hegemón. 
El artículo concluye detallando los resultados 
empíricos que sugieren que es posible analizar 
la política de defensa a la luz de la autonomía.

Los debates sobre la autonomía 
y los estudios de defensa en 
Argentina

La literatura denominada “escuela de la au-
tonomía” marcó un quiebre en el campo 
vinculado a los estudios sobre las políticas 
exteriores latinoamericanas en el siglo XX 
(Simonoff 2012). Se caracterizó por ser la co-
rriente que, mediante un concepto acuñado 
por académicos latinoamericanos y vincu-
lado a las Relaciones Internacionales, centró 
su análisis en la distribución de poder en el 
escenario mundial, y en las posibilidades de 
inserción internacional de los Estados de la 
región, considerando sus especificidades y po-
sición relativa en el sistema. En tal sentido, la 
escuela de la autonomía realizó un importante 
aporte a la literatura de política exterior, desde 
los estudios latinoamericanos, introduciendo 
categorías conceptuales nuevas y vinculadas a 
las particularidades y necesidades propias de 
los países de la región. 

El término “autonomía” constituyó el eje 
central de estos estudios. A partir de él, diversos 
autores analizaron los objetivos y las estrategias 
de política exterior que llevaron y debían llevar 

adelante los Estados latinoamericanos (Jaguari-
be 1979; Puig 1980). En otras palabras, el con-
cepto no solo fue utilizado para realizar estu-
dios sobre políticas exteriores pasadas, sino que 
también fue importante por su carácter norma-
tivo, orientado al diseño de estrategias de in-
serción internacional. También constituyó una 
pieza fundamental para establecer lineamientos 
de inserción internacional que se fundamen-
ten en la necesidad de aumentar los niveles de 
autonomía del país, restringiendo el poder y la 
influencia de las potencias (Puig 1972). 

En la actualidad, los debates están ligados a 
la manera en la que los Estados se relacionan con 
EUA, con el objetivo de aumentar sus respecti-
vos niveles de autonomía, entendida como “la 
capacidad y disposición del estado para tomar 
decisiones basadas en necesidades y objetivos 
propios sin interferencias ni constreñimientos 
del exterior y para controlar los efectos de pro-
cesos o acontecimientos que se producen más 
allá de sus fronteras” (Russell y Tokatlián 2010, 
107). El debate presenta dos posturas contra-
puestas relativas a la vinculación con la poten-
cia hegemónica. La primera indica que, para 
aumentar los niveles de autonomía, es necesaria 
“la restricción del poder de las grandes potencias, 
particularmente de Estados Unidos” (Russell y 
Tokatlián 2013, 161). En esta línea, se trata de 
“defender la soberanía nacional y el desarrollo, 
controlando las actividades de los actores trasna-
cionales, fomentando la capacidad internacio-
nal de negociación y sosteniendo los intereses 
vis-à-vis con los actores más fuertes del sistema 
internacional” (Tickner 2014, 80).2 Asimismo, 
Russell y Tokatlián (2013) establecen que la 

2 “Autonomy constitutes an instrument for defending na-
tional sovereignty and development, controlling the activi-
ties of transnational actors, enhancing international negoti-
ating capacities, and upholding interests vis-à-vis stronger 
actors within the international system” (Tickner 2014, 80).
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conducta de los Estados que buscan aumentar 
sus niveles de autonomía resistiendo el poder de 
EUA se caracteriza por ofrecer cuatro opciones 
estratégicas: el balance blando, la unidad colecti-
va, la diversificación y el repliegue. Esta última, 
en particular, es relevante para la defensa nacio-
nal en la medida que “refiere a la resistencia que 
tiene un Estado a asumir compromisos de carác-
ter militar vinculados a los objetivos de las gran-
des potencias en asuntos de seguridad que son 
ajenos a los propios intereses nacionales” (Rus-
sell y Tokatlián 2013, 162; Schroeder 1994). En 
otras palabras, una conducta de repliegue impli-
ca que el Estado no va a asumir como propios 
los intereses en materia de defensa nacional de la 
potencia hegemónica. 

Por su parte, la segunda perspectiva plan-
tea que, para aumentar sus niveles de autono-
mía, los Estados deben acoplarse a los EUA 
y evitar la confrontación con dicha potencia. 
Russell y Tokatlián definen esa posición como 
aquiescente y orientada a buscar el “apoyo de 
Estados Unidos para obtener dividendos ma-
teriales o simbólicos en contrapartida por la 
deferencia; construir un marco de conviven-
cia estable con Washington confiando en su 
autorrestricción; y contar con su protección 
para sostener la coalición en el poder” (Russell 
y Tokatlián 2013, 162). La principal opción 
estratégica de esa lógica es acoplarse al Estado 
poderoso, asumir sus intereses como propios y 
evitar acciones de política exterior que puedan 
dañar la relación con dicho actor. 

El mayor exponente de esa interpretación 
del concepto de autonomía es Carlos Escudé. 
El autor, con el objetivo de redefinirla, estable-
ce que debe ser entendida “como libertad de 
acción o decisión” (Escudé 1992, 114) y que 
“debe redefinirse en términos de los costos rela-
tivos a ejercer esa libertad de decisión y acción 
que un Estado mediano, aún el más depen-

diente, casi siempre tiene” (Escudé 1992, 114). 
En otras palabras, “la autonomía debe definirse 
en términos de los costos de usar la libertad de 
elección o de maniobra que cualquier Estado 
mediano tiene en forma casi ilimitada” (Escudé 
1995, 211). De ello se desprende que un Esta-
do que quiere aumentar sus niveles de autono-
mía debe mantener relaciones no conflictivas 
con los grandes poderes, sobre todo EUA, con 
la intención de no afrontar costos demasiado 
altos a la hora de ejercer su libertad de acción 
en política internacional. En sintonía con la 
nueva interpretación del término, Drekonja 
(1993, 21) marca que “el futuro de Latinoamé-
rica (...) solo puede imaginarse al lado de Esta-
dos Unidos”. En función de ese razonamiento, 
Russell y Tokatlián (2010) plantean que Escu-
dé propone la estrategia de acople hacia EUA. 

En resumen, el debate contemporáneo so-
bre el término “autonomía” sugiere dos for-
mas diferentes de vincularse con EUA si el 
objetivo es aumentar los niveles de autonomía 
del Estado. La primera busca restringir el po-
der de la potencia hegemónica, mientras que 
la segunda busca acoplarse a sus intereses y 
evitar la confrontación.

Los estudios de defensa vistos a l
a luz de la autonomía

Los estudios sobre defensa nacional en Argen-
tina han escapado de los análisis vinculados a 
la autonomía para concentrarse en las relacio-
nes cívico-militares, el rol de la defensa como 
área complementaria de la política exterior 
y el planeamiento estratégico. Esta literatura 
rara vez3 recoge aportes vinculados a la auto-

3 Si consideramos la definición de la opción estratégica vin-
culada al “repliegue”, introducida por Russell y Tokatlián 
(2013), es posible ver que las cuestiones relacionadas con 
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nomía, lo cual da como resultado la separa-
ción clara de ambas agendas de investigación. 
Si bien ello no quiere decir que, en el plano 
teórico, estaban aisladas por completo, hasta 
el surgimiento de nuevas líneas de investiga-
ción dentro del campo de la defensa nacional 
era difícil pensar en una vinculación concep-
tual entre ambos enfoques. Esto se debe a la 
dificultad de compatibilizar los objetivos nor-
mativos y explicativos relacionados con la po-
lítica exterior y la vinculación de los Estados 
medios al plano internacional, propios de la 
agenda de la escuela de la autonomía, con la 
orientación sociológica y política que caracte-
rizó a los estudios de defensa hasta finales del 
siglo XX (Ramos 2015).

No obstante, es posible analizar la manera 
en la que la defensa nacional es utilizada como 
herramienta para acoplarse a los intereses de 
EUA a partir de tres componentes centrales de 
la política de defensa, trabajados por esta lite-
ratura en Argentina: (1) la definición de ame-
nazas, (2) la utilización de la defensa como 
herramienta de posicionamiento en el ámbito 
internacional y (3) la forma en que se realiza la 
adquisición de capacidades militares.

Las principales contribuciones de los estu-
dios sobre defensa nacional en Argentina en 
lo que refiere a (1) la definición de amenazas 
y (3) la adquisición de capacidades militare se 
han realizado desde la línea de investigación 
reciente que hace hincapié en la dimensión 
estratégica de la política de defensa. El primer 
autor que se refirió a la vertiente estratégica 
fue Marcelo Saín (2003, 234), quien esta-
bleció un marco al referirse a esta como “las 
acciones, actitudes y medidas institucionales 
de carácter estratégico, decididas e implemen-

la seguridad internacional y los intereses del Estado están 
incluidas en los aspectos centrales de la lógica de inserción 
internacional ligada a la autonomía.

tadas por el gobierno nacional y destinadas a 
prevenir o enfrentar (…) agresiones estatales 
de origen externo (…) y que requieran el em-
pleo de las Fuerzas Armadas”. Los primeros 
aportes a la conceptualización de la vertien-
te estratégica de la política de defensa fueron 
complementados por los trabajos de Anzelini 
y Poczynok (2014),4 quienes indagaron en 
términos conceptuales y empíricos sobre el 
Ciclo de Planeamiento de Defensa Nacional 
(CPDN) en el país.5 Sobre todo, la toma de 
decisiones vinculadas al instrumento militar, 
su implementación y la identificación de in-
tereses ligados a la defensa de la integridad 
territorial y la autodeterminación del Estado 
frente a amenazas estatales externas. En pala-
bras de los autores, a lo largo del CPDN “el 
diseño de fuerzas se acomoda al desarrollo de 
los medios militares de probable empleo, en 
base a la defensa de los intereses vitales iden-
tificados por el Nivel Estratégico Nacional, en 
el marco de una actitud estratégica defensiva” 
(Anzelini y Poczynok 2014). 

Investigaciones más recientes destacan que 
considerar los actores estatales que amenazan 
los intereses vitales del Estado y definir los me-
dios materiales que este último va a emplear 

4 Ver también Anzelini, Poczynok y Zacarías (2017). 
5 El Ciclo de Planeamiento de la Defensa Nacional (CPDN) 
se aprueba partir del Decreto 1729/2007. Es concebido 
como la instancia en donde se “organiza y encuadra el pro-
ceso de definición estratégica” (Decreto 1729/2007, art. 
2). Fue instaurado durante la administración Fernández de 
Kirchner (2007-2015) y se desarrolla sobre la base del deno-
minado “consenso básico”, que tiene como principales ca-
racterísticas la supresión de las hipótesis de conflicto con los 
países vecinos que requieran el uso de las Fuerzas Armadas; 
la separación orgánica y funcional entre defensa nacional y 
seguridad interior; el gobierno civil de la política de defensa 
y la inclusión como amenazas potenciales solo de las prove-
nientes de fuerzas armadas de actores estatales (Canto, Eissa 
y Gastaldi 2015, 6). Durante el período analizado, si bien 
el CPDN se mantuvo, la premisa vinculada a la separación 
orgánica y funcional entre la defensa nacional y la seguridad 
interior fue puesta en entredicho.



58

La defensa como herramienta de acople: el caso de Argentina frente a Estados Unidos (2015-2019) Ezequiel Magnani

URVIO, Revista Latinoamericana de Estudios de Seguridad No. 33 • mayo-agosto 2022 • pp.53-66
ISSN 1390-4299 (en línea) y 1390-3691 

para disuadir y/o repeler dichas amenazas son 
factores constitutivos de la política de defensa 
nacional (Barreto 2020; Magnani 2021). Uno 
de los pilares de la defensa está vinculado a 
la manera en la que “los dirigentes de un Es-
tado determinan como objetivo principal la 
preservación de ciertos activos nacionales y 
establecen la forma más óptima de hacerlo en 
consideración de las amenazas externas perci-
bidas y el escenario regional e internacional 
identificado” (Magnani 2021, 115).

En concreto, la definición de amenazas, la 
utilización de la defensa como herramienta de 
posicionamiento en el ámbito internacional y 
la forma en que se realiza la adquisición de 
capacidades militares han sido abordadas por 
la literatura sobre defensa nacional. Sobre la 
base de lo expuesto, argumentamos que estas 
tres áreas de la política de defensa fueron utili-
zadas por Argentina en el período 2015-2019 
como instrumentos para acoplarse a los EUA.

III. La política de defensa 
argentina como instrumento de 
acople durante la administración 
Macri (2015-2021) 

En los cuatro años de la administración Ma-
cri, la política de defensa fue modificada en 
las tres esferas mencionadas. Los cambios han 
sido consecuentes con un acople a los intere-
ses de EUA en la región (Battaglino 2019). 
En primer lugar, si bien es cierto que las leyes 
principales que rigen el accionar del instru-
mento militar no fueron modificadas, se reali-
zaron cambios en aquellos decretos que espe-
cificaban los límites y las competencias de las 
Fuerzas Armadas. El resultado principal fue la 
ampliación su rango de acción; incluyendo no 
solo a las amenazas estatales externas, sino a 

las amenazas no convencionales, vinculadas al 
narcotráfico y al terrorismo. En segundo lu-
gar, se priorizó la adquisición de sistemas lige-
ros orientados al combate con actores no es-
tatales, en detrimento de la compra de armas 
ligadas al combate interestatal. En esa misma 
línea, se desarticularon programas de inves-
tigación aplicada y de producción industrial 
nacionales relacionados con el fortalecimiento 
de las capacidades estatales en materia de de-
fensa. En tercer lugar, se favoreció la coope-
ración en materia de defensa y seguridad con 
EUA y se retiró al país del Consejo de Defen-
sa Suramericano (CDS) de la Unión de Na-
ciones Suramericanas (UNASUR), instancia 
regional que tenía como objetivo coordinar 
asuntos vinculados a la defensa sin la partici-
pación de potencias extrarregionales.

La modificación del plexo normativo que 
implicó el cambio en la definición de amena-
zas a ser disuadidas y/o repelidas por el instru-
mento militar se realizó en 2018, a partir de la 
introducción de dos decretos, el 683/2018 y 
el 703/2018. El primero modificó el Decreto 
727/2006, que reglamentaba la Ley de De-
fensa Nacional 23.554, al restringir las com-
petencias del instrumento militar. El Decreto 
727/2006 limitaba el accionar del instrumen-
to militar solo a disuadir y/o repeler “agresio-
nes de origen externo perpetradas por fuerzas 
armadas pertenecientes a otro/s Estado/s” 
(Decreto 727/2006). Al modificarlo, la admi-
nistración Macri aumentó las competencias 
del instrumento militar, señalando que este 
no solo podía actuar frente a amenazas estata-
les, sino que tendría respaldo normativo para 
actuar frente a amenazas no estatales. 

El cambio en las competencias de las 
Fuerzas Armadas fue complementado por 
la introducción del Decreto 703/2018, que 
hizo pública la nueva Directiva Política de 
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Defensa Nacional (DPDN) del país, la cual 
marcaba el inicio del CPDN. La directiva hizo 
énfasis en la presencia de amenazas no con-
vencionales y en la importancia de incluir al 
Ministerio de Defensa en el esfuerzo de lucha 
contra ellas. Luego de mencionar que “la au-
sencia de conflictos militares en la región se 
contrapone con el aumento de problemáticas 
de seguridad transnacional” (DPDN 2018), 
se establece que “el carácter transfronterizo de 
estos fenómenos exige una mayor cooperación 
internacional (...) [junto con] la importancia 
de fortalecer la coordinación entre el MINIS-
TERIO DE DEFENSA y otros organismos 
del Estado” (DPDN 2018). En la misma lí-
nea, se menciona que “las FUERZAS ARMA-
DAS cuentan con capacidades materiales, in-
fraestructurales y tecnológicas que pueden ser 
empleadas en apoyo a una estrategia integral 
de lucha contra estas problemáticas” (DPDN 
2018). 

Si bien la posibilidad de complementa-
ción interagencial ya estaba contemplada en 
el plexo normativo que rige el accionar del 
instrumento militar, no es menos cierto que 
está limitada de forma estricta por la Ley 
24.059 de Seguridad Interior, en sus artículos 
27 y 31, los cuales marcan la excepcionalidad 
del escenario en el que las Fuerzas Armadas 
pueden coordinar esfuerzos con las fuerzas de 
seguridad interior. El fuerte énfasis que este 
punto tuvo en la DPDN constituye eviden-
cia empírica que sugiere la presencia de cam-
bios en el indicador vinculado a modificar la 
definición de las amenazas. En primer lugar, 
la inclusión en la DPDN del impacto de la 
criminalidad trasnacional como un riesgo que 
debía ser tenido en cuenta por el sistema de 
defensa (DPDN 2018, capítulo II, inciso d) y 
la posibilidad de coordinación entre la defen-
sa nacional y la seguridad interior constituyen 

un punto de quiebre con los documentos es-
tratégicos de 2009 y 2014. Al estar marcada 
por una profunda excepcionalidad y no cons-
tituir un objetivo del sistema de defensa, las 
antiguas directivas no mencionaron la nece-
sidad de profundizar la coordinación entre el 
instrumento militar y las fuerzas de seguridad. 
En contraposición, la administración Macri 
colocó a dicha complementación interagen-
cial como una de las principales novedades de 
la DPDN de 2018, en conjunto con la identi-
ficación de la criminalidad trasnacional como 
un riesgo vinculado a la defensa nacional. Es-
tos cambios, junto con las modificaciones en 
el Decreto 727/2006 constituyen apoyo em-
pírico al argumento de que hubo un cambio 
en la definición de amenazas del sistema de 
defensa, dado que se dejó de contemplar solo 
amenazas estatales externas y se comenzó a in-
cluir amenazas no convencionales. 

En segundo lugar, lo establecido en la 
DPDN sobre las amenazas no convenciona-
les y la necesidad de que el instrumento mi-
litar participe en la lucha contra ellas puede 
verse en la sanción del Decreto 226/2016 de 
Emergencia de Seguridad Pública. La norma-
tiva, que fue prorrogada en 2017 y 2018, tuvo 
como objetivo principal “revertir la situación 
de peligro colectivo creada por el delito com-
plejo, el crimen organizado y el narcotráfico” 
(Casa Rosada 2016). Incluyó el estableci-
miento de Reglas de Protección Aeroespacial, 
las cuales indicaban que su “autoridad de apli-
cación serán las FFAA, orientadas a identifi-
car, advertir, intimidar y hacer uso de la fuerza 
(como último recurso) a vectores incursores 
en el espacio aéreo argentino” (Casa Rosada 
2016). Las Reglas de Protección Aeroespacial 
les permitieron a las Fuerzas Armadas utilizar 
la fuerza –en el marco de una Emergencia de 
Seguridad Pública que tenía como organismo 
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principal al Ministerio de Seguridad– contra 
aeronaves ligeras vinculadas al narcotráfico. 
Como menciona Anzelini (2019), esos cam-
bios normativos durante el período 2015-
2019 contribuyeron a crear un área gris en las 
competencias del instrumento militar. 

En este punto, es relevante mencionar 
que las modificaciones normativas convergían 
con los intereses tradicionales en materia de 
seguridad internacional que EUA tiene en la 
región desde el final de la Guerra Fría. La po-
sición de la potencia en relación con América 
del Sur puede verse reflejada en los documen-
tos oficiales sobre América Latina del Coman-
do Sur, que estaban estructurados en función 
de un marcado sesgo vinculado al combate y a 
la contención de amenazas no convencionales. 
Como mencionaba el Almirante Kurt Tidd, 
“los desafíos regionales pueden no parecer di-
rectamente relacionados a los grandes desafíos 
globales que dominan los lineamientos de 
nuestra política. No siempre encajan bien en 
nuestros marcos estratégicos, ya que borran la 
línea entre el crimen y la guerra” (Declaración 
de Postura del Comandante del Comando Sur 
2018, 2). La cooperación y el acercamiento 
con los Estados latinoamericanos constituye 
una pieza fundamental para EUA en materia 
de seguridad regional (Estrategia del Coman-
do Sur de Estados Unidos 2019).

En ese escenario, la amplitud de las ame-
nazas externas frente a las cuales puede em-
plearse el instrumento militar a partir del 
Decreto 683/2018 constituyó, durante la 
administración Macri, una definición política 
dirigida no solo a identificar nuevas amenazas 
que debían incluirse en las competencias del 
sistema de defensa nacional, sino un cambio 
en la forma en que se debía realizar la adquisi-
ción de capacidades militares. En consecuen-
cia, la administración realizó un fuerte recorte 

en el presupuesto otorgado al Ministerio de 
Defensa, que implicó una profundización del 
desarme argentino (Eissa 2020). Este estuvo 
vinculado a las nuevas amenazas no conven-
cionales definidas por el Estado, en la medida 
en que la lucha contra ellas requiere menos 
presupuesto y sofisticación que la preparación 
para enfrentar amenazas estatales (Battaglino 
2019, 10). 

En esa línea, se dejaron de lado múltiples 
programas orientados a adquirir, desarrollar 
y modernizar capacidades (Loizou y Vega 
2017); se buscó dar de baja a unidades mi-
litares desplegadas en el país y se intentaron 
vender y reconvertir propiedades del Estado 
que estaban bajo la órbita del Ministerio de 
Defensa (Obarrio 2018; Tiempo Argentino 
2018). Asimismo, la administración Macri 
no adquirió ni planificó la adquisición de 
sistemas de armas que sean la base del siste-
ma de defensa y que contribuyan a la misión 
principal de repeler amenazas estatales exter-
nas. Por el contrario, se realizaron adquisi-
ciones de sistemas de armas ligeros, de bajo 
valor estratégico cuando el objetivo principal 
es repeler una amenaza estatal. No obstante 
la utilidad de los Beechcraft T-C6 Texan II en 
materia de entrenamiento y de los Offshore Pa-
trol Vessels clase Gowind en materia de recono-
cimiento y vigilancia del mar –incorporados 
por el Ministerio de Defensa en 2017 y 2018, 
respectivamente (Larre 2019; Zona Militar 
2019)–, su adquisición tuvo más potencial 
para interceptar aviones –tal como establecía 
el Decreto 228/2016– y buques pequeños uti-
lizados para actividades ilegales, que para en-
frentar y disuadir amenazas estatales externas. 
Los únicos sistemas de armas efectivos para 
repeler amenazas estatales adquiridos en 2019 
por la administración Macri fueron cinco Su-
per Étendard Modernisé, por 15 000 000 de 
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dólares. Hasta la actualidad, no han realizado 
horas de vuelo debido a la imposibilidad de 
Argentina de conseguir repuestos, producto 
del embargo británico (Larre 2021).

Por último, la orientación de la política de 
defensa argentina durante este período tam-
bién se caracterizó por privilegiar la relación 
bilateral en materia de defensa con EUA, en 
detrimento del rol del país en el CDS, instan-
cia regional que excluía a la potencia mundial. 
Como menciona Frenkel (2020), el desinterés 
por participar en las instancias regionales de 
defensa durante el período analizado puede 
observarse en (1) la disminución de la presen-
cia argentina en los Planes de Acción anuales 
del Consejo; (2) la reticencia por parte de las 
autoridades argentinas a nombrar delegados 
permanentes, una vez que finalizó su presi-
dencia en el Centro de Estudios Estratégicos 
para la Defensa (CEED)6 en 2016 y (3) la 
voluntad de no continuar liderando proyec-
tos vinculados a la producción para la defensa 
que habían sido compromisos de administra-
ciones anteriores. En esto último, destacó la 
discontinuidad de la construcción de un avión 
de entrenamiento básico denominado Unasur 
I (Frenkel 2020). 

El desinterés en participar y consolidar 
instancias regionales en materia de defensa 
que excluyeran a EUA también se vio refle-
jado en los cambios normativos de 2018, 
sobre todo a partir de la introducción del 
Decreto 683/2018. Este reemplazó el artí-
culo 1691/2006, que incluía, en su anexo 

6 El Centro de Estudios Estratégicos para la Defensa fue 
un organismo que estaba bajo la órbita institucional del 
Consejo de Defensa Suramericano. Su estatuto indicaba 
que sus objetivos principales eran consolidar a Sudaméri-
ca como zona de paz, promover la confianza mutua, cons-
truir una identidad sudamericana, junto con una visión 
compartida en materia de defensa y, por último, contribuir 
a la articulación de posiciones conjuntas en la región.

I, que una de las funciones subsidiarias del 
instrumento militar era la de participar “en 
la construcción de un Sistema de Defensa 
Subregional”. La eliminación de esta misión 
subsidiaria ilustra, como indica Calderón 
(2018), un cambio de estrategia de la ad-
ministración Macri en lo que respecta a la 
dimensión internacional de la defensa nacio-
nal. Se pasó del activismo subregional propio 
de los Gobiernos anteriores a un globalismo 
relativo, cuyo objetivo principal fue el acer-
camiento a EUA.

En el marco de la nueva orientación inter-
nacional de la defensa, la administración Ma-
cri revalorizó las instancias hemisféricas donde 
EUA tiene un rol central e impulsó una mayor 
participación de Argentina en ellas. Un mo-
mento crucial fue la mención en la DPDN de 
2018 de la voluntad argentina de incrementar 
“la participación en organismos multilatera-
les en materia de defensa, principalmente en 
el marco de la Organización de los Estados 
Americanos (OEA)” (Decreto 703/2018). A 
partir de la introducción de la DPDN, Argen-
tina fue sede de la edición VIII de un evento 
anual impulsado por el Comando Sur de Esta-
dos Unidos, la Conferencia Sudamericana de 
Defensa (SOUTHDEC), el 28 y 29 de agosto 
de 2018 (Valiente 2018). Uno de los temas 
tratados en la Conferencia fue la cooperación 
regional frente a amenazas no convenciona-
les como el crimen organizado, definiciones 
de amenazas para la región propias de EUA, 
que Argentina no compartía hasta los cam-
bios normativos de 2018. En sintonía con la 
orientación internacional de la defensa, del 15 
al 19 de octubre del mismo año, Argentina 
acogió la Conferencia Especializada del Ciclo 
XXXIII de la Conferencia de Ejércitos Ameri-
canos de la Junta Interamericana de Defensa 
de la OEA (JID 2018). 
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El acercamiento a EUA en materia de de-
fensa también se cristalizó en la voluntad de 
profundizar los vínculos militares mediante 
los ejercicios combinados del instrumento 
militar con dicho país. En esa línea, se des-
taca el primer proyecto de entrada y salida 
de tropas elaborado por la administración 
Macri, que preveía los ejercicios militares 
del 1° de septiembre de 2017 al 31 de agos-
to de 2018, y la presencia de ejercicios que 
tenían a EUA como actor principal y esta-
ban caracterizados por tomar como hipóte-
sis el empleo de las Fuerzas Armadas en la 
lucha contra amenazas no convencionales. 
Ejemplos de estos ejercicios fueron Unitas, 
Bold Alligator, Panamax y Team Work South 
(Orden del Día de la Cámara de Diputa-
dos de la Nación de la República Argentina 
1622/2017). 

La propuesta de la administración Macri 
marcó un profundo contraste con los ejerci-
cios combinados realizados en 2016 y planifi-
cados por la administración anterior. En estos, 
el proyecto aprobado de entrada y salida de 
tropas se caracterizó por priorizar los ejerci-
cios combinados con países vecinos7 y por no 
incluir ejercicios que tengan como hipótesis el 
empleo del instrumento militar en escenarios 
donde se combata y/o disuada amenazas no 
convencionales. Ahora bien, con respecto al 
año 2018, el proyecto de entrada y salida de 
tropas –que preveía los ejercicios militares del 
1° de septiembre de 2018 al 31 de agosto de 
2019– incluyó otra vez los ejercicios Unitas, 
Bold Alligator, Panamax y Team Work South 
(Ley 27.484, anexo I).

7 Seis con Brasil, cinco con Chile, cinco con Uruguay, 
uno con Paraguay, uno con Bolivia, uno con Sudáfrica, 
uno realizado en el marco de la Organización de Naciones 
Unidas y otro en el marco de la Organización de Estados 
Americanos (Ley 27.282, anexo I).

Cabe destacar que la voluntad de fortalecer 
los lazos con EUA en materia de entrenamien-
to frente a amenazas no convencionales puede 
rastrearse hasta 2016, a partir de un convenio 
que el entonces ministro de Defensa, Julio 
Martínez,8 firmó con la Guardia Nacional del 
estado de Georgia. El convenio le permitió a 
Argentina integrar el Programa de Colabora-
ción Estatal del Departamento de Defensa de 
Estados Unidos (SPP por sus siglas en inglés). 
Dicho programa constituye una herramien-
ta estadounidense para la cooperación con 
otros países, en temas de seguridad vincula-
dos al control y la protección de las fronteras, 
la acción frente a desastres naturales y el in-
tercambio y mantenimiento de la capacidad 
aérea (Guardia Nacional 2020). El convenio 
firmado fomentaba la cooperación y el inter-
cambio entre el instrumento militar argentino 
y la Guardia Nacional del estado de Georgia, 
cuya misión principal es realizar actividades 
vinculadas a la seguridad interior y no a la 
defensa nacional. En ese sentido, la inclusión 
argentina en el SPP impactó en la orientación 
estratégica del instrumento militar, al coo-
perar con una fuerza policial extranjera cu-
yos objetivos estratégicos (seguridad interior, 
mantenimiento de la paz social, prevención 
del delito, etc.) eran sustantivamente distintos 
a los mencionados por la ley que en su mo-
mento regía el sistema de defensa argentino. 

Además, es destacable que el país comenzó 
a integrar el SPP debido al pedido del Gobier-
no argentino realizado a principios de 2016 y 
no por petición y/o presión del Gobierno es-
tadounidense (Defense Visual Information Dis-
tribution Service 2016). En la línea vinculada 
a la utilización de la política de defensa como 

8 Julio César Martinez fue Ministro de Defensa de la 
Argentina del 10 de diciembre de 2015 al 17 de julio de 
2017.
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herramienta para acoplarse a EUA, el enton-
ces ministro de Defensa, Oscar Aguad,9 men-
cionó durante la visita de su contraparte es-
tadounidense el 15 de agosto de 2018, James 
Mattis, que “tenemos por delante un amplio 
campo para cultivar una mayor cooperación. 
Porque si bien la Argentina se apartó durante 
varios años de sus leales socios y amigos, he-
mos regresado al camino del que no debimos 
alejarnos” (Argentina 2018). 

No obstante, es importante destacar que el 
uso de la política de defensa como herramien-
ta para acoplarse a EUA no supuso la voluntad 
de apoyar de manera incondicional cualquier 
propuesta de la potencia hegemónica. Por un 
lado, cuando EUA y Francia le realizaron un 
pedido a Argentina para que desplegara tropas 
en África, para realizar misiones de combate 
contra el terrorismo, la administración Ma-
cri decidió no acompañar el pedido (Clarín 
2018). Por otro lado, con respecto a la crisis 
política y social en Venezuela, el Gobierno de 
Macri optó por impulsar una salida diplomá-
tica, postura que era contraria a la interven-
ción militar impulsada por EUA (Casa Rosa-
da 2019). 

Comentarios finales 

En el presente artículo se ha analizado la 
forma en la que la defensa nacional puede 
vincularse con la literatura respecto de las 
distintas estrategias de inserción internacio-
nal que los Estados latinoamericanos han 
llevado adelante a lo largo de la historia. El 
vínculo entre defensa nacional y estrategia 
de inserción ha sido escasamente trabajado. 
Aquellos autores que lo han analizado se han 

9 Oscar Aguad fue Ministro de Defensa de la Argentina del 17 de 
julio de 2017 al 10 de diciembre de 2019.

limitado a mostrar que la política de defen-
sa busca contribuir de forma subsidiaria a la 
política exterior. 

En ese marco, se buscó dar cuenta tanto 
teórica como empíricamente de que la políti-
ca de defensa nacional puede ser utilizada por 
un Estado como herramienta de acople a los 
EUA. Tomando en cuenta que los desarrollos 
teóricos vinculados al concepto de autonomía 
tienen como principal preocupación la forma 
en la que los Estados menos poderosos se vin-
culan con EUA, se utilizó la política de defen-
sa argentina durante la administración Macri 
(2015-2019) para ilustrar empíricamente 
cómo la defensa nacional, abordada a partir 
de sus propias características, puede contri-
buir a la estrategia de vinculación con EUA, 
caracterizada por el plegamiento. En esa línea, 
se realizó el desarrollo empírico a partir de tres 
dimensiones exclusivas de la defensa: la defi-
nición de amenazas, la forma de adquisición 
de capacidades militares y la utilización de la 
defensa como herramienta de posicionamien-
to internacional. 
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Resumen 
Este artículo tiene como objetivo aportar datos complementarios, fiables y replicables sobre 
el conteo de víctimas provocadas por las guerrillas del Cáucaso norte, para explicar su actual 
debilidad. La metodología empleada es el análisis de contenido de todas las publicaciones 
realizadas entre 2010 y 2019 en su órgano oficial de propaganda, Kavkaz Center. Esto se 
complementa con un análisis del contexto histórico. Se concluye que existe una coincidencia 
general en el aumento y la disminución de las variables producción propagandística y víctimas 
causadas a lo largo del tiempo. Por tanto, el escrutinio de la propaganda de las guerrillas ayuda 
a conocer su vigor con mayor certidumbre que si solo se tiene en cuenta el número de ataques 
perpetrados. Replicar el análisis en otros contextos permitiría conocer si puede establecerse 
una norma en ese sentido.
 
Palabras clave: extremismo; propaganda de guerra; Rusia; terrorismo; violencia

Abstract
This paper aims to provide complementary, reliable and replicable data about the count of victims 
caused by the guerrillas of the North Caucasus, to explain their current weakness. The methodol-
ogy used is the content analysis of all the publications made between 2010 and 2019 in its official 
propaganda organ, Kavkaz Center. This is complemented with a historical context analysis. It is 
concluded that there is a general coincidence in the increase and decrease of both variables –propa-
ganda production and victims caused– over time. Therefore, the scrutiny of the guerrillas' propa-
ganda helps to know their vigor with greater certainty than if we only take into account the number 
of attacks perpetrated. Replicating the analysis in other contexts would allow knowing if a rule can 
be established in this regard.

Keywords: extremism; Russia; terrorism; violence; war propaganda
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Introducción

Oficialmente, la contienda entre la República 
de Chechenia y Rusia comenzó en 1994 y, con 
periodo de entreguerras incluido, finalizó en 
2009. Desde entonces, la organización armada 
con mayor relevancia en la región, la yihadista 
Emirato del Cáucaso (EC), ha ido perdiendo 
efectividad debido a diversas razones. Sus aten-
tados se han ido reduciendo en número y en 
víctimas, a excepción de un repunte en Da-
guestán, en 2011, provocado por el desplaza-
miento de militantes que encontraron refugio 
allí ante la presión policial (Campana y Ratelle 
2014), y un tímido ascenso en Chechenia, en 
2017, por causas aún debatibles. 

La propensión a la baja podría reflejar un 
agotamiento operativo y la próxima disolu-
ción de la organización, pero antes de llegar a 
una conclusión tan contundente es prudente 
contrastar otros indicadores, ya que un aná-
lisis basado solo en los datos cuantitativos 
de los atentados puede resultar incompleto 
(Volders 2016). Por ejemplo, la reducción de 
ataques puede no significar la inminente des-
aparición de una organización, sino deberse a 
treguas y repliegues estratégicos para fortale-
cerse (Buesa 2009), o a cuestiones reversibles, 
como ocurrió en 2007, cuando el EC redu-
jo su actividad por dificultades económicas y 
falta de instructores militares (Umárov 2019), 
eventualidades que más tarde se resolvieron.

Incluso aunque haya poderosas razones in-
ternas por las que vaticinar que una organización 
va a desaparecer, podrían existir factores contex-
tuales que reactivasen el conflicto: la aparición 
de otros focos violentos en territorios fronterizos 
con Chechenia (Holland, Witmer y O’Loughlin 
2017); la creación de nuevos grupos armados, 
como la filial del Estado Islámico en Rusia; o la 
persistencia de las causas estructurales (corrup-

ción, impunidad, represión, ausencia de bienes-
tar social, etc.) que contribuyen a acelerar la radi-
calización (Janeczko 2014; Ratelle 2015). De ese 
modo, es necesario considerar otros elementos 
de contraste –más allá del número de atentados– 
antes de afirmar el debilitamiento de la violencia 
yihadista en el Cáucaso. Algunos, como la infil-
tración policial (Souleimanov 2017), el volumen 
de militantes (Gutfraind 2009) y las sanciones 
económicas internacionales (Phillips 2019) tie-
nen efectos privados, imposibles de conocer por 
los analistas de seguridad independientes. Otros, 
en cambio, suceden de manera pública, como la 
producción propagandística, objeto de estudio 
elegido en este trabajo para contrastar los datos 
sobre la violencia directa.

De ese modo, el artículo tiene como obje-
tivo aportar datos complementarios, fiables y 
replicables sobre el conteo de víctimas provo-
cadas por las guerrillas del Cáucaso norte, para 
explicar la hipótesis sobre su debilitamiento. 
Se plantea que el análisis de la propaganda de 
una organización terrorista también puede 
proporcionar información relevante para co-
nocer el estado en que se encuentra. 

En primer lugar, se realizan algunos apun-
tes sobre el papel que juegan los medios de 
comunicación ante el terrorismo norcaucásico 
y se contextualiza el estudio, narrando las cau-
sas que han llevado al EC a reducir su activi-
dad violenta. En segundo lugar, se presenta la 
metodología del análisis de contenido (AC). 
Luego de los resultados y su discusión, se pre-
sentan aspectos concluyentes.

Comunicación y terrorismo en el 
Cáucaso norte

Los estudios de comunicación y terrorismo 
tienen una larga historia. A diferencia del cri-
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men social, cuya preferencia es permanecer en 
el anonimato, el terrorismo es una expresión 
de violencia política, y la política consiste en 
hacer algo público (Errejón y Mouffe 2015). 
Por esa razón, resulta habitual que las orga-
nizaciones armadas combinen actividades 
clandestinas, como los atentados, y abiertas, 
como la difusión de comunicados justifi-
cando sus postulados ideológicos y militares 
(Rothenberger 2017). Parece existir un am-
plio consenso en vincular ambos fenómenos 
(comunicación y violencia) en, al menos, dos 
sentidos: (1) analizar las propiedades comuni-
cativas inherentes a las acciones armadas, y (2) 
comprender cómo el terrorismo necesita ser 
comunicado (Matusitz 2013; Alonso 2016; 
Rothenberger, Müller y Elmezeny 2018). De-
bido a la relación de dependencia entre terro-
rismo y medios de comunicación, no han sido 
pocos los investigadores que, desde hace dé-
cadas y todavía hoy, han planteado un debate 
ético en torno a si estos últimos contribuyen 
a hacer cumplir los objetivos de las insurgen-
cias, actuando como sus altavoces involunta-
rios (Crelinsten 1989; Schmid 1989; Criado 
Olmos 2017). La diatriba, en la mayoría de 
las ocasiones, queda solucionada reconocien-
do que lo verdaderamente problemático no 
es informar sobre la violencia, sino el enfoque 
desde el que se hace.2 Así, la eficacia de una 
acción terrorista no se mide solo en función 
de si se comunica, sino de si se comunica bien. 
Acciones armadas informadas de manera in-
correcta pueden incluso acelerar la disolución 
de un grupo en declive (Horchem 1991).

Si asumimos, como sugiere una parte sustan-
cial de la literatura, la dialéctica entre terrorismo 

2 Además de esta solución teórica, para algunos investigado-
res, el debate ha quedado obsoleto, ya que, desde el adveni-
miento de Internet, los grupos terroristas poseen sus propios 
medios (Ogun 2012).  

y propaganda, cobra sentido que ambos aspectos 
puedan estudiarse de manera conjunta para, por 
ejemplo, extraer información valiosa sobre la na-
turaleza y el comportamiento de las insurgencias 
(Honig y Reichard 2019) o sus objetivos y prio-
ridades (Torres-Soriano 2020).3 Este es el caso 
del trabajo empírico de Margolin (2020), que 
muestra cómo los picos de producción propa-
gandística de Hamas, una organización similar al 
EC, se corresponden con acontecimientos desta-
cados para el conflicto. Asimismo, son constan-
tes las publicaciones que utilizan la cuantifica-
ción de términos o temáticas en los discursos de 
las organizaciones terroristas para determinar 
sus líneas estratégicas (Lakomy 2019; Marone y 
Olimpio 2020). Visto esto, parece lógico pensar 
que analizar la propaganda de una guerrilla pue-
de ayudar a comprender su vigor o debilidad ac-
tual, así como establecer predicciones rigurosas, 
aunque sea cierto que no existe ninguna fórmula 
que anticipe cuándo y cómo van a suceder los 
atentados terroristas (Archetti 2015).

Aterrizando en el Cáucaso norte, las prin-
cipales publicaciones sobre comunicación y te-
rrorismo se han enfocado en describir los ima-
ginarios sociales reproducidos por los medios 
tradicionales, ya fuese en la Primera Guerra de 
Chechenia (Clogg 1997; Kagarlitskii 1998) o 
en la Segunda (Petersson 2008; Casula 2015). 
Fundamentalmente, se han referido a cómo, 
desde Rusia, se han reproducido diferentes 
estereotipos arraigados en la historia –salvajis-

3 Analizar la propaganda terrorista también ha permitido en-
tender los aspectos psicológicos que establecen los militantes 
con sus audiencias (Houck, Repke y Conway III 2017); las 
compatibilidades ideológicas entre grupos armados diferen-
tes (Chiluwa 2017); el reconocimiento de identidades colec-
tivas entre organizaciones y simpatizantes (Torres-Soriano, 
Jordán y Horsburgh 2006); cómo algunas insurgencias es-
tructuran sus unidades de comunicación de forma similar a 
las empresas (Wilbur 2017); identificar tácticas de recluta-
miento (Mahood y Rane 2017) y generar contranarrativas 
para combatir la violencia (Andre 2012).
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mo cultural y radicalismo islámico–, que han 
facilitado la construcción del enemigo che-
cheno. Otra fecunda línea de investigación es 
el estudio de los discursos y la propaganda de 
las guerrillas islamistas (Vergani y Zuev 2015), 
así como la contrapropaganda rusa (Le Hué-
rou y Regamey 2008; Sieca-Kozlowski 2009; 
Litvinova 2014). Incluso, existen trabajos que 
analizan la comunicación oficial de los actores 
involucrados, como Dokú Umárov, fundador 
del EC (Youngman 2019), y el actual presi-
dente checheno, Ramzán Kadírov (Avedissian 
2016; Rodina y Dligach 2019). Por último, 
cabe mencionar algunos trabajos, menores en 
número, que muestran los reflejos del conflicto 
en el cine (Merrill 2012; Monastireva-Ansdell 
2014), también desde la perspectiva del estudio 
de los imaginarios sociales reproducidos.

En ese acervo se constata una voluntad ge-
neral de comprender cómo sucedieron las gue-
rras, cómo se contaron y qué ideologías circu-
laron a su alrededor. Las narrativas principales 
de los estudios que existen sobre comunicación 
y terrorismo en el conflicto checheno describen 
las redes y los aparatos propagandísticos de las 
guerrillas, así como la construcción estereotí-
pica de los adversarios de ambos bandos. En 
definitiva, cómo han usado la comunicación 
para contribuir al conflicto bélico. No obstan-
te, poco existe respecto a la información que 
ofrece la propaganda sobre la vitalidad de los 
contendientes y, en concreto, de las guerrillas 
yihadistas en el Cáucaso ruso. Esta última es la 
orientación del presente artículo.

El descenso de la violencia política en 
el Cáucaso norte (2010-2019)

La violencia política en el Cáucaso norte tuvo 
su punto álgido en 2009, paradójicamente el 
año en el que finalizó la Segunda Guerra de 

Chechenia, de manera oficial. Si bien el con-
flicto regular se dio por terminado, las fuerzas 
rusas siguieron desplegadas sobre el terreno 
y las guerrillas yihadistas, cobijadas bajo el 
paraguas del EC, se extendieron a territorios 
como Ingusetia y, sobre todo, Daguestán (Sa-
gramoso 2012). Lo último se debió, en parte, 
a una estrategia para involucrar en el conflicto 
a todos los musulmanes del Cáucaso, con 
el objetivo de dividir al bando ruso y que 
disminuyese la presión sobre Chechenia 
(Campana y Ratelle 2014). Pero también, 
a que se desplazó a la frontera el foco de las 
actividades ilícitas y criminales asociadas con 
la guerra (secuestros, corrupción, violaciones 
y contrabando), lo cual provocó un aumento 
significativo en el enrolamiento en la insur-
gencia (Ibragimov y Matsuzato 2014).4

Al tiempo que se dieron estos movimien-
tos, Rusia promovió en Grozni un programa 
denominado “chechenización”, que consis-
tió en la delegación controlada del poder a 
los clanes locales afines al Kremlin (Kisriev 
y Ware 2005). De ese plan fueron producto 
la Constitución de 2003, contraria a la inde-
pendencia, y los consecutivos Gobiernos de 
la familia Kadírov (Russell 2008). La política 
de inclusión de la población autóctona en las 
estructuras rusas, o como lo denomina Sakwa 
(2010), de “separatismo sin independencia”, 
logró atenuar las críticas sobre el imperialis-
mo de Moscú, al tiempo que los nuevos pa-
ramilitares al servicio de la administración 
prorrusa (los kadyrovtsky) implantaron una 
implacable política de represión a la disiden-
cia (Souleimanov y Aliyev 2016). Acusados 

4 Son numerosos los estudios antropológicos que estable-
cen una relación causal entre la militancia en la insurgencia 
norcaucásica y la sensación de injusticia e impunidad ante 
los crímenes cometidos por las autoridades civiles y milita-
res rusas contra la población (Tarín Sanz y Ter Ferrer 2018; 
Pokalova 2019; Sokirianskaia 2019; Yarlykapov 2019). 
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destacados guerrilleros de la guerra siria, como 
Omar al-Shishani, adujeron que sus traslados 
respondieron a objetivos estratégicos del EC 
(Paraszczuk 2013), no es menos cierto que tan-
to Dokú Umárov como sus sucesores alertaron 
del debilitamiento que eso estaba provocando 
en la organización (Allison 2013).

El segundo acontecimiento que explica el 
declive de la violencia en el Cáucaso norte es 
la muerte de Dokú Umárov, fundador y líder 
histórico del EC, en agosto de 2013. Si so-
breponerse a la pérdida del máximo dirigente 
siempre es difícil para cualquier grupo arma-
do, más aún lo fue para una insurgencia pluri-
nacional, en la que existía un conflicto larvado 
entre la dirección histórica –de origen cheche-
no– y el cambio de foco hacia Daguestán. La 
expresión más grave de esta disputa interna 
sucedió en 2010, con Umárov aún vivo, cuan-
do algunos comandantes chechenos aprove-
charon la supuesta enfermedad del líder para 
dar un “golpe de Estado”, con la intención de 
evitar una sucesión daguestaní (Hahn 2014). 
El golpe fracasó y, en 2014, el daguestaní 
Aliasjab Kebekov asumió el mando del EC.

El nombramiento de Kebekov contó con 
la oposición esperada de la insurgencia che-
chena, pero también con el ala dura de la 
militancia general, ya que, por su formación 
teológica y su inexperiencia militar, fue con-
siderado un comandante débil.9 Su dirigen-
cia fue breve –solo un año– y su heredero, el 

territorio, dada la robusta capacidad defensiva de Moscú. 
En cambio, llamaron a continuar la emigración a Siria, 
donde, según ellos, la victoria sería más probable (Kavkaz 
Center 2019). 
9 Muestra de la tensión entre su erudición religiosa y su 
poca visión estratégica fue que prohibiera la extorsión, 
por ser contraria a la doctrina islámica. La extorsión a em-
presarios fue una de las formas tradicionales de financia-
miento de las guerrillas en el Cáucaso Norte, por lo que la 
nueva orden limitó considerablemente los fondos del EC 
(Sokirianskaia 2019).

de numerosas vulneraciones de los derechos 
humanos, esta Policía particular del Gobierno 
de Ramzán Kadírov contribuyó a alejar al EC 
de Chechenia y a confinarlo, sobre todo, en 
Daguestán (Šmid y Mareš 2015).5

Los niveles de violencia se mantuvieron du-
rante algunos años más, hasta que en 2012 se 
produjo una drástica caída debido a, al menos, 
tres acontecimientos que se retroalimentaron 
entre sí. El primero, la contundente emigración 
de militantes norcaucásicos a escenarios de lu-
cha como Siria e Iraq.6 Estos viajes se produ-
jeron en dos oleadas. La inicial estuvo nutrida 
de insurgentes perseguidos en el frente local, 
que se desplazaron a la espera de unas condi-
ciones más favorables para regresar;7 la segunda 
corresponde a jóvenes influidos por el discurso 
globalista del Estado Islámico, más sensibles a 
la guerra en Siria que a la confrontación con-
tra Rusia (Ratelle 2016).8 Aunque algunos 

5 Más tarde, y a propósito de la celebración de los Jue-
gos Olímpicos de invierno en Sochi (2014), el Kremlin 
diseñó un nuevo plan de seguridad para la región, que 
logró diezmar todavía más a las guerrillas (Zhemukhov 
y Orttung 2014). Aunque esas operaciones militares han 
sido decisivas, también lo ha sido la nueva apuesta de 
Moscú por persuadir a la población local a través de tácti-
cas de prevención del extremismo violento (PEV), como 
arrestos entre su red de apoyo civil (Holland, Witmer y 
O’Loughlin 2017) e incautaciones de escondites de ar-
mas (Zhirukhina 2018). En cambio, Sokirianskaia (2019), 
aunque valora este cambio estratégico, considera que no 
todas las operaciones rusas de PEV han sido ejecutadas 
quirúrgicamente y, de hecho, pueden llegar a ser contra-
producentes.
6 Aunque los reportes sobre militantes rusos en este con-
flicto son pocos, dispersos, desactualizados y con cifras 
variables, puede afirmarse que, en 2017, más de 8500 ru-
sohablantes combatían en Siria e Iraq (CSIS 2017). Sin 
embargo, el flujo parece haberse interrumpido en los últi-
mos años (Yarlykapov 2019).
7 Esa estrategia ha sido declarada en público por varios 
comandantes chechenos que combaten en Siria (Al-Shis-
hani 2013; Paraszczuk 2015).
8 Un grupo identificado como “mujahideen in Sham” pu-
blicó una carta en la que consideraban perjudicial incitar a 
la juventud norcaucásica a combatir a Rusia en su propio 
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mo ruso ha ido eliminando a la mayoría de 
sus principales figuras y atenuando el impacto 
de la nueva organización. Han sido abatidos 
por la seguridad rusa Rustám Asílderov, líder 
de VK y de la provincia de Daguestán; Beslán 
Majauri (Emir Mohamed), líder de Ingusetia, 
y Robert Zankishiev (Emir Abdulá), líder de 
Kabardia-Balkaria. El único superviviente, 
Byutukayev, se encuentra asilado en Turquía, 
según la inteligencia norteamericana (Tu-
manov 2016), por lo que sus labores se en-
cuentran seriamente limitadas. Con todo, si-
guiendo la contabilidad de Youngman (2018), 
puede atribuirse una treintena de ataques a la 
filial del Estado Islámico en Rusia.

Materiales y métodos

El objetivo general de esta investigación es en-
focar la actividad propagandística como dato 
complementario, fiable y replicable sobre el 
conteo de víctimas provocadas por las guerri-
llas del Cáucaso norte. La hipótesis es que esto 
puede ser útil para comprender el momento 
en el que se encuentra el EC, la principal gue-
rrilla en el Cáucaso ruso. 

Se establecen los siguientes objetivos espe-
cíficos:

también daguestaní Magomed Souleimanov, 
murió a los tres meses de jurar el cargo. Desde 
entonces, la organización se encuentra desca-
bezada, pues todos sus líderes provinciales han 
sido asesinados o han jurado lealtad al Estado 
Islámico (Youngman 2016).

Precisamente, el último de los aconteci-
mientos determinantes fue el paulatino dis-
tanciamiento ideológico entre la dirigencia 
del EC y una parte de su estructura, que, se-
ducida por el poderío del Estado Islámico, se 
escindió. Ese proceso, sostenido desde finales 
de 2014, concluyó seis meses después, cuando 
el líder de la provincia de Chechenia, Aslán 
Byutukayev (Emir Jamzat), se sumó al grupo 
de desertores, declarando la creación de una 
nueva provincia del califato global, llamada 
Vilayat Kavkaz (VK) encabezada por el da-
guestaní Rustám Asílderov (Abu Mohamed 
Kadarsky).10

Como se puede apreciar en la tabla 1, la 
fundación de VK en 2015 supuso un creci-
miento breve de la violencia política en el 
Cáucaso norte. Sin embargo, y del mismo 
modo que ocurrió con EC, el contraterroris-

10 Una cronología detallada del proceso de creación de 
VK, con sus actores identificados y una explicación de los 
debates internos que se suscitaron, puede consultarse en 
Tarín Sanz (2017).

Tabla 1. Bajas militares y civiles del conflicto

2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 2017 2018 2019

Chechenia 47 33 44 19 28 4 7 39 6 2

Daguestán 202 340 174 170 45 29 28 9 8 0

Ingusetia 71 30 44 13 6 1 2 3 2 2

Osetia del Norte 22 3 3 1 1 0 0 1 0 0

Kabardia-Balkaria 54 49 27 20 5 2 2 0 1 1

Karacháyevo-Cherkesia 0 9 3 3 0 0 0 0 0 0

Krai de Stávropol 3 2 1 5 7 1 1 0 0 0

Fuente: Kavkaz Uzel 2022.
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Welch 2018), Al-Qaeda (Novenario 2016; 
Cohen et al. 2018) y otros grupos regionales 
(Abrahms, Beauchamp y Mroszczyk 2016). 
Sin embargo, en lo que respecta al conflicto en 
el Cáucaso norte, aunque ya se ha señalado un 
estado del arte de los estudios de propagan-
da, aquellos que emplean AC como método 
son escasos y centrados en aspectos distintos a 
los que se plantean aquí (Rivas Otero y Tarín 
Sanz 2017).

Como categorías para aplicar el AC, se han 
clasificado los materiales propagandísticos de 
acuerdo con los siguientes parámetros:

1. Evolución temporal: hace referencia a la 
discriminación por años y meses de la pro-
paganda del EC.

2. Temática: hace referencia a los asuntos 
que aborda la propaganda del EC. Se 
determinaron seis subcategorías, las mis-
mas que establece su principal medio de 
comunicación en su menú web: Ummah 
(aspectos que afectan a la doctrina islá-
mica); Mundo (aspectos que afectan a la 
política internacional); Rusia (aspectos 
que afectan a la política nacional rusa); 
Cáucaso (aspectos que afectan a la región 
del Cáucaso); Opinión (artículos de opi-
nión) y Comunicados (comunicaciones 
oficiales del EC).

3. Territorios: hace referencia a las localiza-
ciones concretas en las que suceden las in-
formaciones de la subcategoría “Cáucaso”.

Por otro lado, los datos acerca del número de 
víctimas mortales causadas por las guerrillas 
se obtuvieron del informe Statistika zhertv na 
severnom Kavkaze del medio digital Kavkaz 
Uzel, que es gestionado por la organización 
de derechos humanos independiente Memo-
rial.

1. reconocer y cuantificar el volumen de ma-
teriales propagandísticos producidos por 
el EC entre 2010 y 2019, y

2. clasificar, tematizar y evaluar la naturaleza de 
los materiales propagandísticos analizados. 

Análisis de contenido (AC)

Se utilizó como método el análisis de conte-
nido (AC) de carácter cuantitativo, un proce-
dimiento usado en el ámbito de la comunica-
ción para investigar un rango amplio de temas 
(Boettger y Palmer 2010, 348), entre ellos, la 
propaganda (Franzosi 2018). Podemos definir 
el AC aplicado a los estudios sobre comunica-
ción como 

el sistemático y replicable examen de los 
símbolos de la comunicación, a los que 
se les han asignado valores numéricos de 
acuerdo con reglas de medición válidas y el 
análisis de las relaciones que involucran es-
tos valores utilizando métodos estadísticos, 
para describir la comunicación, obtener 
inferencias sobre su significado, o inferir 
desde la comunicación hasta su contexto, 
pasando por la producción y su consumo 
(Riff, Lacy y Fico 2014, 25).11

Debido a las características citadas, el AC ha 
sido aplicado a la propaganda yihadista con 
resultados palpables. Su exitosa puesta en 
práctica ha servido para comprender los len-
guajes e imaginarios alrededor de la comu-
nicación del Estado Islámico (Sparks 2018; 

11 Traducción del autor. Original: “The systematic and 
replicable examination of symbols of communication, 
which have been assigned numeric values according to 
valid measurement rules and the analysis of relation-
ships involving those values using statistical methods, to 
describe the communication, draw inferences about its 
meaning, or infer from the communication to its context, 
both of production and consumption” (Riff, Lacy y Fico 
2014, 25).
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haber sido denunciado, presumiblemente, por 
las autoridades rusas. YouTube, DailyMotion 
y otros alojamientos de videos han desconec-
tado los enlaces vinculados a la web del EC.

Por otro lado, en el mismo periodo, las 
guerrillas causaron 1635 víctimas mortales, 
entre miembros de las fuerzas de seguridad 
y civiles. Para este análisis, no se ha podido 
tomar en cuenta el número de heridos o de 
atentados fallidos –acontecimientos sobre los 
que también se podría obtener información 
valiosa– debido a la ausencia de registros ofi-
ciales o periodísticos fiables que contemplen 
esos datos. 

Al cruzar las dos variables (gráfico 1), se 
puede apreciar una tendencia no correlativa 
entre ambas. Suele cumplirse que, cuando 
el número de víctimas asciende o desciende, 
también lo hace la producción propagandís-
tica, aunque la relación no sea siempre pro-
porcional.

La primera situación llamativa es el pico 
ascendente de víctimas en 2011. Como se 

Corpus y delimitación del objeto de estudio

La propaganda analizada procede de la versión 
rusa de la web Kavkaz Center (KC), órgano 
oficial del EC. Su pretendida labor de agen-
cia de noticias la ha llevado a ser citada por 
la prensa occidental como una fuente direc-
ta y alternativa a la versión rusa del conflicto. 
Al mismo tiempo, es el aparato más utilizado 
como objeto de estudio en las investigaciones 
que analizan la propaganda del EC. El perio-
do analizado en este trabajo comprende desde 
2010 hasta 2019, la década posterior a la Se-
gunda Guerra de Chechenia.

Resultados y discusión

Entre 2010 y 2019, KC publicó 47 106 con-
tenidos. La mayoría se corresponden con artí-
culos o noticias basados en texto y fotografía. 
Solo en algunos casos se incluye material au-
diovisual, que ya no se encuentra accesible, al 

Gráfico 1. Evolución temporal: víctimas y propaganda (2010-2019)
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fuese más allá de combatientes y se extendie-
se a los integrantes “legales” (ansar, según el 
argot del grupo), dedicados a la captación de 
fondos o a la propaganda. En añadidura, cabe 
recordar que KC ha sido objeto de numerosos 
ciberataques,12 los cuales pueden contribuir a la 
reducción de contenidos.

En lo que respecta a las temáticas (gráfico 
2), las secciones de Opinión y Comunicados 
tuvieron un rendimiento inalterablemente 
marginal. En toda la década, fueron las subca-
tegorías que menor producción presentaron. 
Poco se puede decir al respecto. Por el con-
trario, las restantes tuvieron amplio recorrido, 
al menos hasta 2013. Parece lógico, dado que 

12 Desde 2002, la web ha sufrido numerosos hackeos, 
muchas veces en coincidencia con grandes atentados de 
las guerrillas, como el de Nord-Ost (Dávila Muro 2013) 
o Beslán (Simons 2009). Desde entonces, la web ha tran-
sitado por distintas empresas y países que le han ido ce-
rrando sus puertas, como Turquía, Estados Unidos, Litua-
nia, Estonia, Finlandia y Suecia (Petit 2012; Andersson 
Schwartz 2013). 

mencionó antes, este puede deberse al despla-
zamiento de militantes y tropas rusas de Che-
chenia a otras repúblicas, tras el fin de la cam-
paña oficial, así como a la estrategia del EC 
de extender la guerra a todos los musulmanes 
del Cáucaso. Desde entonces, se produjo una 
caída constante de la capacidad operativa de 
la organización. A pesar de ello, en 2017 se 
produjo un breve aumento de los asesinatos, 
como efecto de la creación de la filial del Ejér-
cito Islámico en Rusia.

En la propaganda, se repite la tendencia a 
la baja observada en las víctimas mortales, pero 
sin el aumento de 2017. La razón más plausible 
para esa disonancia es que, aunque existe un 
vínculo orgánico entre KC y el Ejército Islámi-
co, no quedaron recogidos con la misma ampli-
tud los ataques en Rusia del Ejército Islámico, 
una organización rival. Aunque no deja de ser 
una especulación, no sería extraño, tampoco, 
que el transfuguismo de recursos humanos 
hacia el Ejército Islámico en el Cáucaso norte 

Gráfico 2. Temáticas (2010-2019)
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(Ummah y Mundo), que no requieren in-
formadores propios. Una parte sustancial 
de estas abordó el conflicto en Siria e Iraq, 
entonces de imperiosa actualidad para el 
yihadismo internacional y, también, para el 
norcaucásico, que participó activamente de 
aquellas milicias. Por otra parte, no se ha de-
tectado ningún factor estacional –meses en 
los que rutinariamente haya mayor o menor 
actividad– que afectase las temáticas.

Al desglosar la propaganda por territorios, 
se obtienen resultados más concretos para ve-
rificar la hipótesis. En el caso de Chechenia 
(gráfico 3), la cifra de víctimas fue menor a la 
de las décadas anteriores. Con todo, debido a 
su importancia histórica, el número de aten-
tados fluctuó durante el periodo de análisis, 
y no se mantuvo siempre a la baja. El espa-
cio relativamente estable que ocupó Grozni 
para KC en estos diez años da cuenta de la 
importancia que tienen esas tierras en el ima-
ginario social del yihadismo. Las guerras de 
Chechenia ocupan un espacio privilegiado 
tanto para las militancias locales como para 
los muyahidín de todo el mundo (Moore y 
Tumelty 2008), por lo que informar de esta 
república fue uno de los ejes editoriales de la 
propaganda del EC, sucedan o no atentados. 
Por ejemplo, si se comparan las cifras de víc-
timas de 2017 de Chechenia y Daguestán, 
las de esta última son mayores, aunque no así 
su cobertura.

Aunque, de los diez años analizados, en 
dos (2012 y 2014) no se cumplió la corres-
pondencia entre víctimas y propaganda, la 
regla general fue otra. Como prueba, el as-
censo de la actividad armada entre 2015 y 
2017 se vio acompañado de una productivi-
dad propagandística mayor, y lo mismo ocu-
rrió en aquellos años en los que las víctimas 
descendieron.

en ese periodo las guerrillas causaron un ma-
yor número de muertes, y la cobertura sobre 
el Cáucaso fue más amplia que en los cursos 
siguientes. En los diez meses en los que se 
publicaron más contenidos13 en esta sección, 
se llevaron a cabo alrededor de 150 actos te-
rroristas, mientras que, en los diez meses con 
menos contenido, hubo alrededor de 20 víc-
timas.14

Más allá de que no resulte sorprendente 
que hechos noticiosos como los atentados 
condicionen la producción de KC, la tendencia 
que muestran estos datos podría confirmar el 
debilitamiento del EC. Una sección como la 
del Cáucaso depende no solo de los ataques 
perpetrados, sino de las fuentes sobre el terre-
no. Así, el contraterrorismo ruso –y el resto de 
causas ya debatidas– podrían estar haciendo 
mella en las filas militares (menos víctimas), 
pero también en las propagandísticas (menos 
recursos humanos propios). Esta conjetura se 
sostiene aún más ante el hecho de que, con el 
tiempo, gran parte de los productos que apa-
recen en dicha subcategoría son efemérides de 
la Primera o la Segunda Guerra de Chechenia, 
así como de las deportaciones de norcaucási-
cos en 1944, hechos de especial trascendencia 
en la mitología separatista, pero que no su-
ponen ninguna actualidad. Son contenidos de 
archivo, que se publican cada año, y no nue-
vas producciones.

Siguiendo esa argumentación, desde que 
comenzó el declive de informaciones sobre 
el Cáucaso y Rusia, tomaron mayor prota-
gonismo aquellas de carácter internacional 

13 Estos fueron: julio (158), agosto (162) y septiembre de 
2010 (166); febrero (158), junio (195), julio (185), agosto 
(158) y septiembre de 2011 (160); y julio (164) y octubre 
de 2012 (159).
14 Estos fueron: enero de 2016 (12); junio (12) y julio (11) de 
2018; enero (9), junio (11), julio (6), agosto (9), septiembre 
(9), noviembre (13) y diciembre de 2019 (9).
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con la caída general de víctimas en la provin-
cia; y un ligero aumento de ambas variables 
entre 2015 y 2017. En los pocos meses en que 
este territorio fue el que recibió la mayor co-
bertura, se produjeron actos de violencia re-
señables. En marzo de 2010, una decena de 
ataques y la muerte del histórico líder Said 
Buriatsky y en diciembre de 2018, la explo-
sión de un coche bomba en Nazrán.

Los casos de Kabardia-Balkaria y Kara-
cháyevo-Cherkesia son los que presentan una 
mayor coincidencia. En cada año, se cumplen 
las tendencias entre capacidad comunicativa 
y víctimas ejecutadas. Por el contrario, la si-
tuación de la Estepa de Nógai es la más des-
igual, y no parece presentar un patrón claro; 
en cinco de los años no se mantiene ninguna 
similitud. Sin embargo, esos datos excepcio-
nales tienen algunas explicaciones: el aumento 
de la propaganda experimentado entre 2011 y 
2013 es independiente de las víctimas morta-
les, porque se enmarca en la campaña propa-
gandística lanzada por Dokú Umárov contra 
los Juegos Olímpicos de Sochi.

A la vista del gráfico, las coincidencias en los 
niveles de víctimas y propaganda sobre Da-
guestán (gráfico 4) son mayores. Solo en 2012 
se produjo un desfase notable, cuando el cre-
cimiento de la propaganda no se vio acom-
pañado de una respuesta militar equiparable. 
Ello se debió a un efecto rebufo del año ante-
rior, en el que se alcanzó la cifra más alta de 
violencia en la provincia. Esto provocó un alto 
interés informativo, que perduró los siguien-
tes meses. Con todo, la experiencia daguestaní 
muestra que los años de mayor productividad 
propagandística fueron aquellos en los que se 
produjeron mayores matanzas. Sirva como 
muestra que, entre 2010 y 2013, se publica-
ron 1,4 informaciones al día. En ese periodo, 
las guerrillas mataron a más de cuatro perso-
nas semanales.

Por su parte, Ingusetia y Osetia del Norte 
(gráfico 5) mantienen un comportamiento si-
milar al de Chechenia: un aumento destacado 
de víctimas en 2012, que no se corresponde 
con la actividad propagandística; una tenden-
cia decreciente de la propaganda, coherente 

Gráfico 3. Víctimas y propaganda sobre Chechenia (2010-2019)
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de guerra del EC, los mensajes a su militan-
cia y los conflictos fronterizos entre Ingusetia, 
Chechenia y Daguestán). Por tanto, difícil-
mente pueden contribuir a confirmar, o no, 
la hipótesis.

El resto de publicaciones sobre el Cáuca-
so (1696) tratan asuntos relativos al Cáucaso 
sur (sobre todo, incidentes en el Pankisi geor-
giano o en el Alto Karabaj), o que involucran 
más de una provincia a la vez (como los partes 

Gráfico 4. Víctimas y propaganda sobre Daguestán (2010-2019)
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Gráfico 5. Víctimas y propaganda sobre Ingusetia (2010-2019)
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Conclusiones

Es necesario reconocer que, al haber estudia-
do un solo caso, las conclusiones de este tra-
bajo no son generalizables a otros contextos. 
Sin embargo, en lo que concierne al conflicto 
en el Cáucaso norte, los resultados parecen 
respaldar la hipótesis inicial. En concordan-
cia con el soporte teórico, los análisis empíri-
cos muestran que el estudio de la propaganda 
también puede contribuir a determinar el es-
tado de vigor o debilidad de una organiza-
ción armada. 

Cabe hacer una segunda precisión: los ni-
veles de propaganda, por sí solos, no aportan 
información concluyente; deben ser contras-
tados con las cifras de atentados exitosos, y 
viceversa. Cuanta mayor información se dis-
ponga, mayor afinación del diagnóstico, por 
lo que este tipo de trabajos en los que se com-
binan variables podrían ser de importancia.

Por otro lado, los resultados no presen-
tan una correlación matemática o propor-
cionalidad entre las dos variables analizadas, 
propaganda y asesinatos. Los ascensos o des-
censos en la primera no implican que suceda 
en igual porcentaje en la segunda. Por ello, 
y aunque no se puede afirmar que esta rela-
ción algorítmica se dé, sí parece probado que 
existen tendencias similares que, en este caso, 
apuntan al debilitamiento del EC. Salvo en 
algunos momentos –que tienen sus expli-
caciones coyunturales– la norma es que, de 
2012 en adelante, tanto las operaciones mi-
litares como los contenidos propagandísticos 
han ido disminuyendo en número, calidad y 
efectividad.

En los momentos en que el aparato pro-
pagandístico produjo un mayor número de 
contenidos, esto se correspondió con épocas 
más violentas; lo mismo sucedió cuando ha-

bía menos publicaciones y menos atentados. 
Esa regla no afecta solo la cuantificación 
de las publicaciones, sino sus contenidos: 
a menor presencia militar sobre el terreno, 
menores capacidades de ofrecer información 
exclusiva y mayor dependencia de agencias 
externas y material de archivo.

Por último, cabe reiterar que un análisis 
aislado del número de víctimas o de la pro-
paganda de una organización puede resultar 
incompleto, y que se hace imprescindible su 
contrastación mutua y, mejor aún, con to-
das las variables disponibles. De ese modo, 
se evita obviar fenómenos complejos como 
el “activismo subrogado” (Torres-Soriano, 
2012), según el cual, los militantes de una 
organización armada, ante la imposibilidad 
de llevar a cabo operaciones, deciden con-
centrar sus esfuerzos en otras actividades más 
asequibles, como la comunicación política. 
Que esto no ocurra en el EC da cuenta aún 
más de la carencia de recursos humanos que 
actualmente padece la organización, incapaz 
de sostener tanto el frente militar como el 
propagandístico.
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Abstract
In 2008, Russia began to implement its largest military reform since the creation of the Red Army in 
1918. Previous attempts at reforms in 1992, 1997, and 2003 did not result in fundamental transforma-
tions to the country’s military. Why was the 2008 military reform successful while others were not? This 
article uses the comparative-historical method to identify the causal mechanisms between Russia’s level of 
external threat, state capacity, and internal balancing strategies adopted since 1991. It advances Neoclas-
sical Realism’s systemic and unit-level variables by building on the long-established contributions from 
Strategic Studies and Historical Sociology instead of relying on other International Relations theories. 
It concludes that the success of Russia’s military reforms in the post-Cold War period depended on the 
simultaneous existence of three conditions: the possibility of disrupting strategic stability, its ability to 
extract and mobilize societal resources, and the presence of some event of proven ineffectiveness. Under 
scenarios in which only one or two of these conditions were present, Russia carried out only partial mili-
tary reforms. The article sheds light on three often-neglected drivers of Russia’s military reform by Western 
analysts: its enduring emphasis on interstate competition, strategic stability, and mid-to-high intensity 
conventional warfare.

Keywords: digitization; historical sociology; military; Russia; security 

Resumen 
En 2008, Rusia comenzó a implementar su reforma militar más grande desde la creación del Ejército Rojo 
en 1918. Los intentos anteriores, en 1992, 1997 y 2003, no lograron transformaciones fundamentales en sus 
fuerzas armadas. ¿Por qué la reforma militar de 2008 tuvo éxito y otras no? Este artículo utiliza el método 
histórico comparativo para identificar los mecanismos causales entre el nivel de amenaza externa de Rusia, su 
nivel de capacidad estatal y sus estrategias de contrapeso interno adoptadas desde 1991. Además, este análisis 
avanza las variables sistémicas y unitarias del realismo neoclásico, basándose en las contribuciones de los 
estudios estratégicos y la sociología histórica, en detrimento de otras teorías de las Relaciones Internacionales. 
En síntesis, el éxito de las reformas militares en Rusia, en el período posterior a la Guerra Fría, depende de 
la existencia simultánea de tres condiciones: la posibilidad de perturbar la estabilidad estratégica, la capa-
cidad del Estado ruso de extraer y movilizar recursos sociales, y la existencia de algún evento de ineficacia 
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probada. En escenarios en que solo una o dos de estas 
condiciones están presentes, los rusos llevaron a cabo 
solo reformas parciales. Finalmente, el artículo arroja 
luz sobre tres impulsores de la reforma militar de Ru-
sia, a menudo descuidados por analistas occidentales: 
su continuo énfasis en la competencia interestatal, la 
estabilidad estratégica y la guerra convencional de me-
dia y alta intensidad. 

Palabras clave: digitalización; Fuerzas Armadas; Ru-
sia; seguridad; sociología histórica

Introduction 

Russia’s international behavior and foreign 
policy have been more assertive over the past 
two decades as compared to the 1990s. In 
particular, the recent Russian involvement in 
the Russo-Georgian War, the Russo-Ukraini-
an War, and the Syrian civil war resulted in 
outcries of “Russian aggression” in the West 
(Blank 2019; Gouré 2019; Hooker Jr 2020; 
Persson 2021). Furthermore, large-scale mili-
tary exercises like Zapad-17, Vostok-18, Tsen-
tr-19, and Kavkaz-20 reinforced Western fears 
of an eventual military invasion of the Baltic 
countries (Lanoszka and Hunzeker 2016; Fa-
con 2019; Radin 2019; Veebel 2018; Veebel 
and Ploom 2019).

Part of the explanations surrounding Rus-
sia’s greater assertiveness is strongly linked to 
factors at the individual level, focusing on per-
sonalities such as Yevgeny Primakov (Delong 
2020; Katz 2006; Rumer 2019), Vladimir 
Putin (Póti 2008; Spechler 2010; Van Herpen 
2019), and Valery Gerasimov (Bartles 2016; 
Fridman 2019; Galeotti 2018). For example, 
it is common to notice the vast controversies 
surrounding Putin’s personality and political 
aspirations–especially after the approval of 
the 2020 Russian constitutional referendum 
that allows him to remain in office until 2036 

(Nuland 2020; Spiegelberger 2020). Other 
explanations center on the commodity price 
boom throughout the first decade of the 
2000s (Baev 2007; Rutland 2008) or focus 
on ideological and cultural elements, such as 
Eurasianism (Morozova 2009; Shlapentokh 
2014; Smith 1999).

This article addresses these questions 
from an in-depth analysis of the Russian 
state-building and internal balancing strate-
gies. Such an analytical move is fruitful for 
the debate surrounding the construction of 
Russia’s material capabilities since increased 
economic and military capabilities often un-
derpin more ambitious and assertive foreign 
policies (Gilpin 1981; Waltz 1979; Zakaria 
1998). The cornerstone of this analysis re-
lies on the implementation of Russia’s 2008 
military reform–its most significant military 
reform since the creation of the Red Army in 
1918 (Bryce-Rogers 2013). Previous attempts 
at reforms in 1992, 1997, and 2003 did not 
result in fundamental transformations to the 
country’s military (Arbatov 1998; Orr 2003; 
Umbach 2003). Why was the military reform 
of 2008 successful, while others were not?

I argue that the success of Russia’s mili-
tary reforms in the post-Cold War period de-
pended on the simultaneous existence of three 
conditions: first, the possibility of disruption 
of strategic stability; second, the ability of the 
Russian state to extract and mobilize resourc-
es; and, finally, the existence of some event 
of proven ineffectiveness. Under scenarios in 
which only one (or two) of these conditions 
were simultaneously present, large-scale mili-
tary reforms in Russia were only partially car-
ried out. Large-scale military reforms in Rus-
sia were only partially carried out in scenarios 
in which only one (or two) of these conditions 
were present.
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of the 2000s. Finally, I analyze Russia’s mili-
tary reform as a large-scale military emulation 
strategy, linking this process to Russian state-
building in the digital age.

Internal balancing, State capacity, 
and State-building 

This analysis concerns “balancing theory”, 
not “balance of power” or “power balances” 
(Nexon 2009). When faced with security 
challenges, states tend to mobilize their do-
mestic resources (internal balancing) or seek 
external assistance from their allies (external 
balancing) (Posen 1984; Waltz 1979). It fo-
cuses on internal balancing strategies rather 
than external ones, more frequently explored 
by the mainstream literature (Dawood 2013). 
Internal balancing involves the extraction and 
mobilization of societal resources and their 
subsequent transformation into military ca-
pabilities (Resende-Santos 2007).

Conceptually, there are three alternative 
internal balancing strategies: innovation, 
emulation, and offsetting. The first two are 
qualitative, while the third is quantitative, 
and all are aimed at increasing security in 
response to external threats (Resende-Santos 
2007). Military innovation refers to radical 
changes in organizational structure, resource 
allocation, doctrine, and strategy. It covers 
the process of adapting war institutions and 
practices to changing technological opportu-
nities and social and political developments 
(Goldman 2004). Military emulation is the 
systematic and deliberate imitation of a coun-
try’s technology, organization, and doctrine. 
Large-scale emulation has discernible start 
and endpoints, spanning years or decades, 
and requiring the restructuring of a country’s 

This analysis advances Neoclassical Realist 
theory (Taliaferro, Ripsman and Lobell 2016) 
by relying on Historical Sociology and Stra-
tegic Studies contributions. While the greater 
share of Neoclassical Realism (NCR) studies 
mainly relies on previous contributions from 
International Relations literature–Neoreal-
ism, Classical Realism, Constructivism, and 
Liberalism–I aim to bridge the gap between 
these disciplines that pay close attention both 
to states’ historical development and the use 
of military force. Against this backdrop, stud-
ies on the development of post-Soviet states 
in terms of taxation and coercion (Cappelli 
2008; Easter 2012; Ganev 2005; Volkov 
1999) and Russia’s organizational culture and 
civil-military relations (Betz 2004; Taylor 
2003) offer relevant insights to this analysis. 
However, neither explicitly focus on war prep-
aration and interstate competition (Centeno 
2003; Hui 2005; Schenoni 2020; Tilly 1990).

Accordingly, I use the historical-compara-
tive method to establish the presence of par-
ticular causal mechanisms and the conditions 
under which they operate (Bennett and Elman 
2008; Mahoney and Rueschemeyer 2003). 
This analysis also uses process tracing to draw 
descriptive and causal inferences allowing 
the identification of a temporal sequence of 
events constituting the phenomenon analyzed 
here (Collier 2011).

This article proceeds as follows. First, I 
expose the proposed analytical framework by 
engaging with previous discussions on theo-
ries of internal balancing. Second, I explain 
the absence of large-scale military reform 
despite an event of proven ineffectiveness 
during the 1990s (the First Chechen War). 
Third, I explain the lack of military reform 
despite Russia’s increased external threat and 
state capacity levels during the first decade 
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building processes are mutually constituted 
through self-strengthening–or weakening–re-
forms (Hui 2005). Just as wars have forma-
tive and organizational effects, they can also 
have disintegrative and reformative effects 
(Schwarz 2012; Spruyt 2017). 

More precisely, such mutual constitution 
stems from inserting an intervening variable 
(state capacity). As such, state capacity is lo-
cated at the unit level and limits the efficiency 
of states in responding to systemic incentives 
and constraints (Rose 1998). In this sense, 
state capacity–the relative ability of the state 
to extract and mobilize societal resources–
shapes the types of internal balancing strate-
gies that states can adopt. 

This analysis uses a definition of state ca-
pacity based on three dimensions: i) extrac-
tive capacity; ii) coercive capacity and; iii) 
administrative capacity (Hanson 2017; White 
2018). These dimensions provide a basis for 
the functioning of the modern state insofar as 
“any state first and fundamentally extracts re-
sources from society and deploys these to cre-
ate and support coercive and administrative 
organizations” (Skocpol 1979, 42). 

External threat and state capacity inform 
the particular internal balancing strategy that 
a state adopts. Taliaferro (2009) proposes 
four hypotheses regarding which trajectory a 
country is more likely to adopt. First, states 
with low state capacity and face a low external 
threat are more likely to maintain their exist-
ing internal balancing strategy in the short 
term. Second, states with low state capac-
ity but a high level of external threat tend to 
have difficulty emulating. Third, states with 
high state capacity and a low level of external 
threat are likely to follow an innovation strat-
egy. Finally, states with high state capacity and 
a high level of external threat are more likely 

entire military. Finally, offsetting strategies in-
volve quantitative increases in arms, troops, 
and finances to compensate for an opponent’s 
capabilities, and they are the most commonly 
observed internal balancing strategy (Re-
sende-Santos 2007).

Here I frame these internal balancing 
strategies through the concept of military re-
form. This refers to the major reorganization 
of troops and formations, as well as of “de-
fense industries and war mobilization assets, 
recruitment and social welfare systems, the 
division of power among branches of govern-
ment dealing with military matters, the sys-
tem for funding defense and security, and the 
instruments for implementing defense policy, 
including military buildup (or build-down) 
and the use of force” (Arbatov 1998, 85).

Internal balancing strategies are costly and 
socially disruptive. They demand a greater ex-
traction of societal resources and the continu-
ous mobilization of state resources. Given that 
internal balancing may involve restructuring 
the fiscal-administrative-coercive state appa-
ratus, and that military organization and war 
are at the center of state formation (Giddens 
1985; Tilly 1990), internal balancing process-
es are a fruitful pathway for studying states’ 
historical development (Hui 2005).

The organizational effects of internal bal-
ancing processes also affect state-building 
(Resende-Santos 2007). State-building refers 
to interventionist strategies and policies to re-
store and reconstruct the state apparatus and 
institutions, especially the state bureaucracy 
(Goldsmith 2007). Thus, state-building tasks 
are not exclusive to instances of state forma-
tion but rather may repeatedly occur, as trig-
gered by significant changes in international 
capitalism (Schneider 2017). 

In short, internal balancing and state-
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terstate competition (Resende-Santos 2007) 
and will be based on the internalization of the 
national centers of economic decision-making 
and the endogenization of sensitive technolo-
gies and processes. Such an increase in state 
capacity resulting from internal balancing 
processes ultimately increases a state’s adaptive 
capacity (Hobson 2000) in the face of inter-
state competition.

These mechanisms are framed within the 
concept of self-strengthening reforms (Hui 
2005), since they imply “fundamental socio-
economic reforms [...] to reorient the course 
of national economic development through 
state intervention” (Skocpol 1979, 31). This 
means that changes in a state’s economic and 
military capabilities are not random or ac-
cidental outcomes but rather the result of 
deliberate political projects (Centeno, Kohli 
and Yashar 2017; Spruyt 2017). Therefore, 
internal balancing processes and the self-
strengthening reform mechanisms are struc-
tural insofar as they are compelled by sys-
temic competition and are agential, as their 
successful pursuit requires institutional in-
novations in the state apparatus (Hui 2005) 
(figure 1).

to emulate based on “proven effectiveness” 
(Resende-Santos 2007) (table 1).

Table 1. Taliaferro’s (2009) NCR analytical 
framework and hypothesis

High external 
threat

Low external 
threat

High state 
capacity

Emulation Innovation

Low state 
capacity

Difficulty to 
emulate

Offsetting

Source: Author’s elaboration.

The socially disruptive nature of internal 
balancing, directly and indirectly, impacts 
organizational effects. These organizational 
effects–understood as changes in state capac-
ity–derive from the internal balancing process 
based on two main mechanisms. First, inter-
nal balancing processes often imply the ability 
of a country to indigenize “national centers of 
economic decision-making” (Furtado 1992). 
In the digital age, these concern the produc-
tion of communication networks (satellites, 
telecommunication systems, and broadcast-
ing) and computers (semiconductors and su-
perconductors) (Martins 2008).

The second mechanism is indigenization. 
In short, it is when a country dominates and 
internalizes the production of equipment, 
platforms, and manufacturing processes. In 
other words, indigenization implies that a 
country starts to produce what it uses in war. 
It follows that “indigenizing the production 
of modernized defense equipment also greatly 
stimulates national production chains and 
generates employment and income” (Neves Jr 
2015, 31).

In short, the character, scope, and dura-
bility of organizational effects will depend on 
the intensity and duration of the systemic in-

Figure 1. Analytical framework

External threat
[High; low]

Proven ineffectiveness.
[Yes; no]

Internal balancing
[x; y; z]

[Self-weakening; 
self-strenghtening reforms]

State capacity
[High; low]

State-building

Source: Author’s elaboration.
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tos (2007) argues that “proven effectiveness” 
(or victory in a major war) sets the model for 
other states to emulate, I conceptualize its 
negative version to explain the timing of a 
state’s large-scale military reform. The advan-
tage of such a move is twofold. It embraces 
the idea of critical junctures, a central element 
while studying changes in military organiza-
tions (Dyson 2010; Posen 1984). Although 
Resende-Santos (2007) indirectly mentions 
cases in which a military organization displays 
an unsatisfactory performance, the author 
equates it to an increase in a state’s external 
threat level. I argue that such differentiation is 
fruitful for better assessing causation in large-
scale military reforms analysis. Additionally, 
this allows the analyst to link events of proven 
ineffectiveness to windows of opportunity as 
catalysts. In a nutshell, one must look at such 
episodic events with a broader lens, taking into 
account that a structural factor (change in the 
external level of threat) “gives the catalyst its 
causal efficacy” (Goertz and Levy 2007, 36).     

       

The Fall: Self-Weakening 
Expedients and Military 
Offsetting (1991-2001)

This section aims to analyze Russia’s external 
threat and state capacity in the period span-
ning from the dissolution of the Soviet Union 
to the turn of the millennium. These factors 
help account for Russia’s internal balancing 
strategy of compensation instead of large-scale 
military innovation or emulation. Through-
out the period in question, Russia’s nuclear 
arsenal became a force multiplier that allowed 
it to compensate for its conventional forces’ 
inferiority (Bruusgaard 2016; Umbach 2003; 
Zyga 2012).

Regarding variations in the level of system-
ic competition, this analysis relates to granu-
lar balancing theory (Lobell 2018), diverging 
from the discussion surrounding the balance 
of power (Waltz 1979) or balance of threats 
(Walt 1987). According to granular balanc-
ing theory, states regularly disaggregate their 
counterparts’ military and material capabili-
ties to identify which countries threaten their 
security. Specifically, states are pressured and 
encouraged to dismember power in specific 
elements due to structural modifiers, “such 
as a state’s geography and shifts in relevant 
military technologies” and “how leaders assess 
power–including the fungibility of elements 
of power” (Lobell 2018, 594).

Given this, the structural change that en-
courages and constrains states–especially the 
great powers–to balance internally also con-
cerns the development of particular capacities 
that can undermine strategic stability. Briefly 
put, strategic stability is based “on the inabil-
ity of each of the sides to deliver a preemp-
tive or a fixed-time strike capable of disabling 
the major part (if not all) of the nuclear forces 
that other side could use in the delivery of a 
retaliation strike” (Kokoshin 2011, 21). 

As a result, the development of these par-
ticular capabilities in the digital age concerns 
technological changes directly impacting the 
strategic second-strike capabilities, command 
of space, and impregnability in the face of con-
ventional attacks by a country (Cepik 2013; 
Lieber and Press 2017). In this sense, the sim-
ple possibility of disrupting strategic stability 
constitutes an increase in the level of external 
threat without the need to involve broader 
criteria, such as aggregate power (Waltz 1979) 
or threat perception (Walt 1987).

A final point must be made to address 
“proven ineffectiveness”. While Resende-San-
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2005). Such a scenario led to a fragmentation 
of the state and the emergence of competing 
and uncontrolled sources of organized vio-
lence and alternative taxation networks under 
the state’s legal jurisdiction (Solomon 2005; 
Volkov 1999). 

By the end of the Yeltsin government, the 
Russian state could not implement major po-
litical initiatives in its provinces and regions 
(Holmes 2005; Stoner-Weiss 1998). Concise-
ly, the weak state resulted from self-weaken-
ing expedients adopted by the Russian elites, 
which led to the deformation of the state.

Throughout the 1990s, as strategic stabil-
ity was maintained, Russia did not face incen-
tives and structural constraints to engage in a 
qualitative internal balancing process (emula-
tion or innovation). During this period, Rus-
sia increasingly relied on its nuclear arsenal to 
counter the conventional superiority of the 
United States, thus guaranteeing the mainte-
nance of strategic stability. The direct implica-
tion of this scenario was the reinforcement of 
the state deformation process as political elites 
dismantled the national centers of economic 
decision-making through self-weakening de-
vices that undermined the extractive, coercive 
and administrative capacity of the Russian 
State.

Finally, it should be noted that the First 
Chechen War (1994-1996) was both “a di-
saster for the Russian Army” (Galeotti 2017, 
13) and “a crisis of state formation” (Taylor 
2011, 307). As will be seen below, an event of 
proven ineffectiveness in itself–as is the case 
with the 2008 Georgia War–is not a sufficient 
condition for triggering a large-scale military 
reform.

Russia’s external threat level was low 
throughout the 1990s, as strategic stability 
was maintained over the period, despite the 
end of the Cold War and the dissolution of 
the Soviet Union (Kristensen 2000; Steff and 
Khoo 2014). Different internal balancing 
strategies fundamentally depend on states’ 
external threat levels. Since there were no sig-
nificant efforts to disrupt strategic stability 
between 1991 and 2001–mainly due to the 
non-development of technologies and doc-
trines that could undermine the credibility 
of Russia’s second-strike capability–its level of 
external threat was low.

In this same period, the dismantling of the 
Russian state and its national centers of eco-
nomic decision-making through the privatiza-
tion of strategic sectors of the economy sig-
nificantly reduced the country’s state capacity 
(Steen 2003). The sale of much of the nation-
al oil industry was a way to increase govern-
ment revenue at a low administrative cost. In 
theory, large corporations in the commodity 
export sector should provide for most of the 
state’s tax revenue. However, the fiscal risks 
of this narrow revenue base became evident 
when commodity prices declined in 1998 
(Easter 2012; Luong and Winthal 2004). 
The ensuing lack of state autonomy vis-à-vis 
competing elites seeking direct access to pub-
lic resources for private gain (Cappelli 2008) 
resulted in internal disputes that weakened 
Russian state-building projects (Fritz 2007; 
Robinson 2008).

Additionally, during the Yeltsin period, 
oligarchs entered the power system and 
shaped critical areas of government policy to 
serve their interests. Thus, these elites emas-
culated the existing state institutions to ex-
tract their resources, declining the state’s in-
stitutional apparatus (Cappelli 2008; Ganev 
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level after 2001, with the development of the 
U.S. missile defense and CPGS, affected the 
internal balancing strategy it adopted. 

I now analyze the main elements of varia-
tion concerning Russian state capacity be-
tween 2001 and 2008. Besides corresponding 
with the increase in Russia’s external threat 
level, this period also followed Boris Yeltsin’s 
resignation and Vladimir Putin’s first term 
as president of the Russian Federation. This 
point of inflection merits particular atten-
tion as the 2000s political-economic reforms 
became self-strengthening reforms. This pro-
cess aimed to reduce the power of the former 
elites–regional leaders and oligarchs who un-
dermined the state institutions and seriously 
limited the Russian state’s fiscal-coercive-ad-
ministrative capacity.

Additionally, the recovery of Russia’s 
economy coincided with the beginning of the 
Putin government and a significant increase 
in commodities prices. However, without a 
change in economic policy, the simple rise 
in prices would not have had the desired ef-
fect by the political elites (Schutte 2011). In 
fact, they would have been primarily incon-
sequential had there not first been effective 
repatriation of earnings in foreign currency 
(Bosquet 2002). The government also re-
nationalized companies in strategic sectors 
such as oil, aviation, shipbuilding, civil con-
struction, atomic energy, machinery, and fi-
nance. Such a policy did not seek to purge 
the private sector of business but rather to 
regain state control over strategic sectors, as 
they were essential for implementing a state-
building strategy. It invariably meant a con-
scious and planned increase in the state’s role 
in the economy (Klimina 2014). 

The role of the 1998 fiscal crisis also de-
serves special attention. Until then, the bar-

The Rise: Self-Strengthening 
Reforms and Difficulty to 
Emulate (2001-2008)

On December 13, 2001, the United States 
unilaterally announced its withdrawal from 
the Anti-Ballistic Missile (ABM) Treaty. Stra-
tegic stability stems from the mutual renun-
ciation of intercontinental ballistic missile 
defenses (Ivanov 2000), as ballistic missile 
defense systems offer an offensive advantage, 
endangering the defending country’s retalia-
tory capabilities. In other words, there is a 
negative relationship between the existence 
of anti-ballistic missile defenses and strate-
gic stability (Kokoshin 2011). Such defenses 
would be destabilizing as they could incite a 
first strike from a country that believed its de-
fenses could protect it from massive opponent 
retaliation (Ford 2013; Harvey 2003). The 
U.S. move compromised the maintenance of 
strategic stability and raised Russia’s external 
threat level.

The 2001 Nuclear Posture Review, which 
introduced the “new triad” concept (Lantis 
2007; Woolf 2018), and the launch of the 
conventional prompt global strike (CPGS) 
concept in 2003 (Woolf 2018), highlighted 
the United States’ interest in using conven-
tional weapons for precision and long-range 
attack missions. Against this backdrop, one 
must consider that a combination of ballistic 
missile defenses with high-precision weap-
ons could allow the United States to attempt 
a disarming first strike without crossing the 
nuclear threshold (Acton 2013). Due to the 
system’s potential capacity to attack and dis-
arm a nuclear state, CPGS has been recog-
nized as a factor that affects strategic stability 
(Bruusgaard 2016; Dvorkin 2012; Rojansky 
2013). The increase in Russia’s external threat 
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The increase in Russian state capacity is 
linked first to the reestablishment of the verti-
cal power that connects central and regional 
administrations, second, to the replacement 
of the oligarchy by an equidistance between 
the economic elites and the government, and; 
third, to the decline in the old ruling party’s 
influence and the emergence of a new elite 
(Robinson 2008). In this sense, after Putin’s 
two presidential terms, the Russian state was 
no longer as weak as it had been with Yeltsin 
(Easter 2012; Taylor 2011). This is because it 
now had enough capacity to maintain a siz-
able coercive apparatus and extract resources 
from the oil and gas sector despite some limi-
tations (White 2018). 

With the combined increase in Russian 
levels of external threat and state capacity 
between 2001 and 2008, an internal balanc-
ing strategy of military emulation would be 
expected (Taliaferro 2009). However, Russia 
faced difficulties in the process of military 
emulation, particularly in its asymmetric 
incorporation of technologies and organiza-
tional structures, as represented by its anti-
access and area-denial strategies. The objective 
of such a strategy “is to prevent the attacker 
from bringing its operationally superior force 
into the contested region or to prevent the at-
tacker from freely operating within the region 
and maximizing its combat power” (Tangredi 
2013, 2). 

It should be noted that the leading cause 
for the non-occurrence of successful large-
scale military reform in this period was pre-
cisely the absence of an event of proven 
ineffectiveness. Briefly put, the Russian un-
derstanding was that asymmetric technology 
and doctrine should be developed in areas 
where the Russian military industry had par-
ticular advantages; be significantly cheaper to 

gaining of resources between the state and the 
elites offered political protection to the busi-
ness and regional elites against the coercive 
threats of the state (Easter 2012). After the 
1998 crisis, however, Yevgeny Primakov “took 
the first steps to change the Russian model 
from an emphasis on financial speculation to 
what Russians call the ‘real sector’, meaning 
the productive sector of the economy” (Seg-
rillo 2015, 175).

In other words, although external fac-
tors–especially the increase in the oil and gas 
prices–are relevant, the consolidation and 
development of political power in Russia is 
the critical factor that allowed an expressive 
institutional change throughout the 2000s 
(Fritz 2007). The state-building is hereby em-
phasized as a political project, as illustrated by 
the Russian government radically altering the 
terms of revenue-bargaining with its business 
elite and, in doing so, managing to capture 
a larger share of corporate profits. Thus, the 
tax administration was reorganized to con-
centrate on the most profitable and revenue-
generating sectors (Easter 2012). 

In addition, one of the conditions for cre-
ating a capable state is the existence of an elite 
that is both sufficiently independent from the 
existing bases of social control and capable of 
executing large state projects (Migdal 1988). 
Thus, the state elite must identify its own 
interests with those of the state. In the early 
years of Putin’s administration, individuals 
with these characteristics massively migrated 
to central government agencies, regional ad-
ministrations, and state-controlled corpo-
rations (Cappelli 2008; Rivera and Rivera 
2006). Applying “vertical power” through 
administrative and bureaucratic mechanisms 
allowed the state to expand its control over 
society (Berenson 2008).
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successful military reforms. In that case, one 
could expect them to have taken place af-
ter Russia’s defeat in the First Chechen War 
(1994-1996). The performance of the Rus-
sian armed forces in the 2008 Russo-Georgian 
War may represent an event of proven inef-
fectiveness that set the timing of the reform 
in motion. Yet, I argue that the deep cause of 
the reform was the increase in Russian levels 
of external threat and state capacity start-
ing in 2001. Simply put, I conceive Russia’s 
2008 military reform as a large-scale military 
emulation process. The emulated model was 
the U.S. large-scale military innovation rep-
resented by its Second Offset Strategy (Ad-
amsky 2010; Kashin and Raska 2017). The 
U.S. strategy began to be developed after the 
Vietnam War, even though its conceptual, 
technological, and organizational innovations 
only became apparent in the post-Cold War 
period, with the Gulf War (1991), Kosovo 
War (1999), and the Wars in Iraq and Af-
ghanistan (2003-2010). It was often known 
as the Revolution in Military Affairs (RMA) 
(Cohen 2004) or the digitization of warfare 
(Martins 2008).

Following the successful combination of 
long-range precision airstrikes and special forc-
es support in the Afghanistan campaign (2001) 
and the initial campaign success of Operation 
Iraqi Freedom (2003), Secretary of Defense 
Donald Rumsfeld accelerated and expanded 
the U.S. military transformation agenda. In 

develop and produce than new Western tech-
nologies; and have a disruptive effect on new 
Western technologies (Bukkvoll 2011).

Large-Scale Military Emulation and 
State Building (2008-2021)

So far, I have focused on the relationship 
between different external threats and state 
capacity levels, and internal balancing strate-
gies. Now I turn to the organizational effects 
of the large-scale military emulation internal 
balancing strategy represented by the imple-
mentation of Russia’s most extensive military 
reform, taking place immediately after the 
2008 Russo-Georgian War.

Literature broadly and consensually iden-
tifies the Russo-Georgian War as the leading 
cause of the 2008 Russian military reform 
(Barabanov, Makieko and Pukhov 2012; 
Bryce-Rogers 2013; Lannon 2011; Nichol 
2011; Pallin and Westerlund, 2009). I, how-
ever, frame this reform in a broader context, as 
similar reforms had been discussed since the 
formation of post-Soviet Russia in the early 
1990s (Arbatov 1998; Orr 2003; Umbach 
2003) but were not adequately implemented 
despite attempts in 1992, 1997, and 2003 
(Fernandez-Osorio 2015; Galeotti 2017) 
(table 2).

If cases of proven ineffectiveness, such 
as the Georgia War, were sufficient to cause 

Table 2. Systematization of empirical data

Variable 1991-2001 2001-2008 2008-2021

X1 External threat Low High High

X2 State capacity Low High High

X3 Proven ineffectiveness Chechnya - Georgia

Y Internal balancing strategy Offsetting Asymmetric emulation Emulation

Source: Author’s elaboration.
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2003, Rumsfeld launched the Transformation 
Planning Guidance, which highlighted the 
goal of creating network-centered armed forces 
by 2010 (Dombrowski and Gholz 2006). This 
document “represented the apex of the ‘tech-
nological determinism’ that had been the hall-
mark of the US military reform in the post-
Cold War era” (Dyson 2010, 15).

In general, digitization generated orga-
nizational changes in the armed forces, such 
as the Army’s “brigadization” and focus on 
strategic mobility; the reduction of military 
personnel; and the intensification of tech-
nologies for increased situational awareness, 
precision attack, and digital network linkage 
(Neves Jr 2015). The normative adoption 
of RMA principles in modern conventional 
military conflict became a widespread con-
sensus in armed forces worldwide through-
out the 1990s and 2000s (Raska 2020). This 
included the shift to small and highly quali-
fied joint forces that could engage in con-
ventional and counterinsurgency warfare; 
were flexible and quickly employable, and 
operated advanced information technologies 
(Adamsky 2010).

In the Russian case, the unifying theme 
of the 2008 military reform was the recogni-
tion that the means and methods for fighting 
a modern war had changed (Lannon 2011; 
Nichol 2011). To a large extent, this meant 
the adoption and integration of command, 
control, communications, computers, in-
telligence, surveillance, and reconnaissance 
(C4ISR) for the armed forces, reflecting a 
shift from platform-based operations to net-
work-centric warfare capabilities (McDermott 
2013; Sokolsky 2017). According to McDer-
mott (2011), the adoption of network-centric 
warfare capabilities provided real meaning to 
the 2008 military reform. 

While the literature argues that the military 
reform of 2008 sought to prepare Russia to 
deal with local war and counterinsurgency sce-
narios in the Caucasus or Central Asia regions 
(Barabanov, Makieko and Pukhov 2012; Giles 
2014; Lannon 2011; Nichol 2011; Pallin and 
Westerlund 2009), here I argue that it sought 
to preserve Russian retaliatory second-strike 
capacity in the digital age. Thus, since the sur-
vival capacity of a country’s nuclear arsenal de-
pends on the uncertain course of technological 
change and on adversaries’ efforts to develop 
new technologies, “states will feel compelled to 
arms race to ensure that their deterrent forces 
remain survivable in the face of adversary ad-
vances” (Lieber and Press 2017, 15).

This is because technological changes in 
the digital age are eroding the basis of nuclear 
deterrence by making countries’ nuclear forc-
es much more vulnerable than before. Con-
sequently, some states —Russia included— 
will find it increasingly challenging to protect 
their arsenals as guidance systems, sensors, 
data processing, communication, and artifi-
cial intelligence continue to improve (Lieber 
and Press 2017).

Russia has narrowed the qualitative gap 
in conventional capabilities compared to the 
United States (Sokolsky 2017; Westerlund 
2018). Hence, Russian political-military 
thinking focuses on balancing its conven-
tional capabilities with a robust nuclear ar-
senal. Such a combination would provide 
Russia with more flexible response options 
to escalation management (Bruusgaard 2020; 
Renz 2019). The purpose of increasing non-
nuclear deterrence options is to reduce the de-
pendence on nuclear possibilities for dealing 
with conventional contingencies (Bruusgaard 
2016). This comes as no surprise since Rus-
sia already has more than sufficient deterrence 



98

From Offsetting to Emulation: A Neoclassical Realist Analysis of Russia’s Internal Balancing Strategies Augusto C. Dall'Agnol

URVIO, Revista Latinoamericana de Estudios de Seguridad No. 33 • mayo-agosto 2022 • pp.87-108
ISSN 1390-4299 (en línea) y 1390-3691 

of Russia’s internal balancing strategy. This is 
because they involved financial, institutional, 
and diplomatic measures aimed at the coun-
try’s financial, oil, and defense industries. To 
this end, the West established three lines of 
action. First, they sought to block access to 
its financial markets by Russian state-owned 
companies in the banking, energy, and de-
fense sectors. Second, the sanctions blocked 
exports of specific high-tech oil exploration 
and production equipment. Finally, they 
seized exports of military and dual-use prod-
ucts (Connolly 2018).

Counterintuitively, the sanctions acceler-
ated and strengthened the endogenization of 
modernized defense material in Russia (Lav-
rov 2018). This is because Russian authori-
ties understand military modernization as 
acquiring new systems and modernizing ex-
isting platforms, or legacy platforms (Boston 
and Povlock 2019; Connolly and Boulegue 
2018). Russia’s maneuver ground forces, air 
defense, long-range strike systems, and indi-
rect fire capabilities are examples of retaining 
and adapting Soviet platforms and designs. 
Through indigenized modernization process-
es, such platforms can be made almost as ef-
fective as new platforms with the addition of 
new components [...] at a fraction of the cost” 
(Radin et al. 2019, 51). As Flynn (2021, 14) 
notes, “Modernizing existing weapons can 
provide alternatives to an over-dependence 
on very high technology weapon systems, for 
example, by allowing existing ship guns to 
fire high-velocity projectiles at much greater 
ranges and speeds”.

The adoption of Russia’s State Armament 
Program (SAP-2020) foresaw US $689.4 
billion for the development of modernized 
platforms and weapons systems. Moreover, 
it envisaged that Russia should have 70 per-

capabilities when it comes to nuclear forces 
(IISS 2021; Kristensen and Korda 2021).

In this sense, it is necessary to consider 
a possible change in the balance between 
nuclear and conventional capabilities in Rus-
sian thought when assessing strategic stability. 
Conventional weapons are reducing the early 
compensatory role of nuclear weapons. Ac-
cordingly, nuclear weapons would no longer 
be Russia’s only means of confrontation in a 
scenario where it faces a conventionally supe-
rior opponent. In light of this, in the 2000s, 
Russian political-military elites began to focus 
on how nuclear and conventional capabilities 
could be combined to more effectively stop 
threats in medium-high intensity conven-
tional war scenarios (Bruusgaard 2020). In 
the meantime, Russia has been building up 
its conventional strength capability while also 
modernizing its nuclear forces to balance its 
armed forces (Giles 2017).

The belief in local wars and counterinsur-
gency as the primary embodiment of modern 
conflict can lead to long-term negative conse-
quences, especially concerning the ability to 
compete externally (Renz 2014). Facing an 
increased scenario of great power competi-
tion (Haffa 2018), Russia remains aware of 
the importance of preparing for high-intensity 
interstate warfare. Its concern with modern-
izing its T-72 tanks, rescuing ground vehicle 
companies, maintaining conscription, and car-
rying out large-scale military exercises is telling 
(Radin et al. 2019, 64). Moreover, Russia’s re-
version of its initial emphasis on brigades to the 
detriment of divisions toward a mix of brigades 
and divisions demonstrates its concern with 
this possibility (Boston and Povlock 2019). 

In addition, I argue that Western sanc-
tions in response to the 2014 Crimean Cri-
sis sought to undermine the material pillars 
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cent of its military armaments and materials 
modernized by 2020 (Barabanov, Makieko 
and Pukhov 2012). By 2012, such numbers 
were around 16 percent, 47 percent in 2015, 
and 59.5 percent in 2017 (Lavrov 2018). As 
of 2019, modernized materials were at 61.5 
percent (Cooper 2019) and 68.5 percent in 
2020 (IISS 2021). 

One of the SAP-2020 objectives was to 
boost the supply of microelectronic compo-
nents since these are critical for all aspects of 
defense industrial activity (Fedorov 2014). 
Thus, the Russian government strengthened 
the country’s defense industry through import 
substitution, nationalizing procurements, and 
the development of sensitive technologies 
(Connolly and Boulegue 2018; Oxenstierna 
2019; Zysk 2020). Russia’s official goal is to 
produce 85 % of the replaced military com-
ponents and equipment nationally by around 
2025 (Connolly and Boulegue 2018; Wester-
lund 2018). Oxenstierna (2021, 445) high-
lights that nearly 65-79% of Russia’s rockets 
and space equipment–and 90% of the value 
added to its civilian aircraft –rely heavily on 
imported components.

Against this backdrop, sanctions served to 
build Russia’s resilience and provided an essen-
tial stimulus for national industry. The West-
ern response to Russian foreign policy pres-
sured the military and the defense industry to 
seek alternative means to achieve satisfactory 
military results (Giles 2017), as more signifi-
cant investments were being made in capac-
ity building in the sanctioned sectors (Cooper 
2016). For example, Deuber (2019) points out 
that Western sanctions have helped consolidate 
Russia’s banking system. Such a quest for self-
sufficiency is carried out to decrease Russia’s 
international vulnerability, even if it may come 
at a cost. 

Vladimir Putin claimed during a speech 
in the Russian Federal Assembly in 2012 
that the country’s defense industry should 
be a vector of economic development (Ox-
enstierna 2016). In November 2009, Dmi-
try Medvedev first announced the creation of 
the Skolkovo Innovation Center, the “Rus-
sian Silicon Valley.” According to Edmonds 
et al. (2021, 65), Skolkovo is a “major insti-
tutional site for funding and hosting tech-
nology startups, a physical plant for young 
developers, and a coordinating entity pro-
viding support for integrating startups into 
wider international markets.” The authors 
also note that Skolkovo includes five research 
clusters: information technologies (IT), en-
ergy, nuclear, biomedicine, and space (Ed-
monds et al. 2021, 28). 

In line with the Skolkovo effort to mod-
ernize the Russian economy, in October 
2012, Russia created its Advanced Research 
Foundation (FPI) to rival the U.S. Defense 
Advanced Research Projects Agency (DAR-
PA). In a nutshell, it is an effort to foster the 
country’s research and development (R&D) 
of advanced military technologies through 
collaboration between the Russian state, aca-
demic research institutions, and the industrial 
sector. Although parts of its projects are still 
too embryonic for immediate military use, 
Russia trusts that they most certainly will 
translate into battlefield advantages and new 
sources of revenue for the country’s economy 
(Radin et al. 2019; Zysk 2020).    

Russia also created the “Era Military In-
novation Technopolis” through a presidential 
decree in June 2018. Briefly put, Era is an 
R&D center similar to Skolkovo, albeit with 
a specific focus on developing military tech-
nologies. Russia plans for Era to become the 
cornerstone in developing a scientific, edu-
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cational, and industrial organization interac-
tion model. According to Zysk (2020, 7), its 
R&D priorities include “AI, small spacecraft; 
robotics; automated control and IT systems; 
computer science and computer engineering; 
pattern recognition; information security; hy-
drometeorological (meteorological) and geo-
physical support; energy sufficiency; nano-
technology; and bioengineering.”  

Russia is also seriously concerned with pro-
ducing dual-use products. In September 2016, 
Putin mentioned his goal for the country’s de-
fense industry to increase its dual-use products 
from 16,8 to 30 percent by 2025 and to 50 
by 2030 (Cooper 2019; Zysk 2020). By 2019, 
this number was 24 percent (IISS 2021, 175). 
Zysk (2020, 9) notes that “the Russian authori-
ties are creating public-private consortiums 
to facilitate collaboration between the private 
high-technology sector and civilian academic 
institutions on the one hand and military and 
security institutions on the other.”

Ultimately, despite analyzing military re-
forms leads one to evaluate modern military 
technologies and platforms, it does not sub-
sume just to it. Hence, a naïve high techno-
logical determinism (Flynn 2021; Kuo 2020) 
is avoided. As previously stated, old (legacy) 
and high-tech weapons are often complemen-
tary. Also, this analysis fits under the umbrella 
of what Proença Jr. and Duarte (2005) called 
logistical capacity: “The process of creating 
combatant forces and involves all matters that 
pertain to armament, mobilization, methods 
as well as all the possible products of social, 
economic, industrial and technological devel-
opment”. In this article, such an effort is put 
forward by analyzing Russia’s different state-
building strategies and levels of state capac-
ity—and how they relate to its internal bal-
ancing strategies. 

Conclusion 

In this article, I analyzed the causes of the 
Russian military reforms’ success–and fail-
ures–since the collapse of the Soviet Union. In 
particular, I explained their outcomes based 
on the presence, or absence, of three simulta-
neous conditions: the disruption of strategic 
stability, the ability of the Russian state to ex-
tract and mobilize societal resources, and the 
occurrence of an event of proven ineffective-
ness. Two are the main events that triggered 
the identified mechanisms. First, both the 
U.S. unilateral abrogation of the ABM Treaty 
and the subsequent development of CPGS 
threatened the maintenance of strategic stabil-
ity. Second, the redefinition of coercion-capi-
tal relations in Russia after the 1998 fiscal cri-
sis paired with the 2000s administrative and 
fiscal reforms engendered self-strengthening 
reforms.

Moreover, I explained other internal bal-
ancing strategies–namely, compensation and 
asymmetric emulation. This analytical frame-
work contributes to NCR by refining its “ex-
ternal threat” and “state capacity” variables 
through contributions drawn from Strategic 
Studies and Historical Sociology. The benefits 
of this interdisciplinary approach are twofold. 
First, it breaks from the longstanding NCR 
procedure of assessing “systemic stimuli” and 
“unit-level variables” through Neorealism, 
Classical Realism, Constructivism, and Lib-
eralism. Both Strategic Studies and Historical 
Sociology are well suited to advance Neoclas-
sical Realism. Second, studies of internal bal-
ancing strategies may now also offer fruitful 
paths for integrating structural and unit-level 
elements within a dynamic theory.

The analytical framework built here makes a 
second contribution to Neoclassical Realism. Al-
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though Taliaferro, Ripsman, and Lobell (2016) 
identify three ideal types of NCR dependent 
variables –foreign policies, grand strategies, and 
systemic outcomes– this is not a typical NCR 
study. In a nutshell, former NCR studies are 
primarily concerned with states’ behaviors, de-
spite the temporal range or level analysis of its 
dependent variables. This article comes close to 
Dyson’s (2010) solid contribution to NCR on 
European military reforms after the Cold War. 
Mainstream NCR has so far ignored states’ ap-
paratus and structures as dependent variables 
and not simply as intervenient variables. More-
over, if successful, internal balancing strategies 
may result in systemic polarity change (Dawood 
2013), advancing NCR Type III literature in the 
long run (Taliaferro, Ripsman and Lobell 2016).

Briefly, Russia’s 2008 military reform 
sought to transform the Russian force struc-
ture inherited from the Soviet military model. 
Against this backdrop, such reform had al-
ready been considered –and had repeatedly 
failed– since the dissolution of the Soviet 
Union in 1991. Hence, the 2008 military 
reform was induced by enduring interstate 
competition instead of resulting from Rus-
sia’s military underperformance in the 2008 
Russo-Georgian. The war only triggered the 
reform. This conclusion is made possible by 
understanding that “proven ineffectiveness” 
events alone are not sufficient conditions for 
large-scale military reforms.

The 2008 military reform also reflects 
Russian concerns with high-intensity inter-
state competition and maintaining strate-
gic stability. While strategic stability lasted 
throughout the 1990s, Russia had to rely on 
its nuclear capabilities mainly due to its low 
state capacity. Nevertheless, because warfare 
digitization directly affects both the nuclear 
and conventional realms, Russia sought to 

improve its conventional deterrence options 
to deal with conventional contingencies. 
This effort was mainly put forward through 
the 2008 large-scale military reform and 
the SAP-2020. However, differently from 
Neorealist explanations, changes in a state’s 
external threat level alone are not sufficient 
to trigger a successful large-scale military 
reform. Hence, one must consider the in-
creased Russian state capacity throughout 
the 2000s, primarily as achieved through the 
self-strengthening reforms started by Prima-
kov after the 1998 financial crisis and later 
completed by Putin. Accordingly, external 
competition and internal reforms resulted 
in state-building consequences during the 
last two decades, allowing Russia to follow a 
more ambitious foreign policy.

Finally, Russia’s large-scale military re-
form solved only part of the country’s 
heightened external threat level. As previ-
ously noted, strategic stability relates, first 
and foremost, to a country’s second-strike 
capabilities and not to nuclear or conven-
tional parity. Russia’s 2008 military reform 
provided the country with a more robust and 
secure retaliatory capability without achiev-
ing parity–or symmetry–with the United 
States, thus denying U.S. strategic primacy 
(Piccolli 2019). So far, the military reform 
has provided Russia with advanced comput-
er and network-based technologies related 
to the third industrial revolution. However, 
it remains to be seen how Russia will react 
and adapt to the emerging and disrupting 
technologies and processes of the fourth in-
dustrial revolution (Bowers and Kirchberger 
2020; Zysk 2020).  
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Resumen 
El objetivo de este artículo es analizar la cooperación internacional entre Argentina y China 
sobre la utilización de la estación espacial construida en la Patagonia, en el marco de una asocia-
ción estratégica integral. Se realiza un análisis documental, mediante la recolección de datos y 
una estrategia cualitativa basada en la inducción y deducción. Se concluye que los acuerdos que 
establecen la estación espacial en el marco de la asociación estratégica son “tratados desiguales”, 
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Introducción

La carrera espacial se inició el 4 de octubre 
de 1957, cuando la entonces Unión Soviéti-
ca colocó en órbita al Sputnik, primer satélite 
artificial de la Tierra. En ese sentido, “desde el 
comienzo de la Guerra Fría, la exploración del 
Espacio se transformó en objeto de rivalidades 
militares y geopolíticas” (León 2015, 9). La 
tecnología espacial ha producido un profun-
do impacto en las relaciones y en el derecho 
internacionales.

Los acuerdos internacionales se refieren 
a la cooperación internacional como herra-
mienta para lograr los objetivos establecidos 
en los tratados. Keohane (1988, 74) señala 
que “se lleva a cabo cuando las políticas se-
guidas por un gobierno son consideradas por 
sus asociados como medio para facilitar la 
consecución de sus propios objetivos, como 
resultado de un proceso de coordinación de 
políticas”. No obstante, esta cooperación está 
condicionada por las desigualdades de poder 
efectivo entre los países.

Argentina reconoció al Gobierno de la 
República Popular China en 1972 (Oviedo 
2010, 15), e inició relaciones diplomáticas el 
19 de febrero de ese año. Estas crecieron y, en 
2014, China ya era el segundo socio comercial 
de Argentina (Dinatale 2014).

Desde principios del siglo XXI, los dos 
países han firmado una serie de tratados rela-
tivos al comercio internacional y la protección 
de inversiones. Ello “ha merecido el nombre 
de ‘relación estratégica’, la cual se plasmó 
tanto en términos comerciales como de coo-
peración” (Zelicovich 2011, 7). Entre estos 
tratados, algunos refieren a la cooperación in-
ternacional en la exploración de la Luna. El 
23 de abril de 2014 se firmó el Acuerdo de 
Cooperación entre el Gobierno de la Repú-

blica Argentina y el Gobierno de la República 
Popular China sobre la Construcción, el Esta-
blecimiento y la Operación de una Estación 
de Espacio Lejano de China en la provincia 
de Neuquén, Argentina, en el marco del Pro-
grama Chino de Exploración de la Luna (en 
vigor).

Las asociaciones estratégicas son un instru-
mento empleado en la diplomacia sobre todo 
a partir del fin del mundo bipolar. Hay que 
considerar los aspectos relevantes de la agenda 
internacional que se vinculan con “temas co-
merciales, fijación de marcos regulatorios que 
faciliten el manejo y la negociación de la inter-
dependencia, que estimulen los acuerdos en 
una variedad de temas” (Lorenzini 2011, 27). 

China opera agresivamente en América 
Latina buscando minerales, hidrocarburos 
y alimentos para lograr un desarrollo indus-
trial. Firma diversos tratados sobre comercio 
e inversiones, buscando posicionarse en los 
mercados de Brasil, México, Chile y Argenti-
na, “pero es una relación asimétrica: mientras 
ninguno de los países de América Latina figu-
ra entre los principales socios comerciales de 
China, esta es un socio importante o decisivo 
para varios países de América Latina” (Laufer 
2007, 6). En ese sentido, no se puede hablar 
de cooperación Sur-Sur; ya que esta actúa so-
bre “la lógica de beneficios recíprocos y simé-
tricos” (Bolinaga y Slipak 2015, 37). 

Los acuerdos con China revisten novedad 
debido a que Argentina, país con una larga 
historia de cooperación con Estados Unidos 
y Europa, reorientó su política exterior a co-
mienzos del siglo XXI, buscando diversifi-
car sus vínculos extrarregionales (Frenkel y 
Blinder 2020, 12).

A partir de lo anterior, en este artículo se 
analiza el establecimiento de la estación espa-
cial en la Patagonia dentro de una alianza es-
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tratégica integral instituida entre la República 
Argentina y la República Popular China. El 
presidente chino, Xi Jinping, declaró que “el 
espacio exterior junto con los polos y los fon-
dos marinos son las ‘nuevas fronteras estraté-
gicas de China” (Raffaini 2021, 63). En ese 
sentido, el plan espacial chino se inscribe den-
tro de lo que se ha denominado “imperialismo 
de los recursos” (Raffaini 2021, 64). El pro-
grama espacial chino “tiene activos militares y 
civiles para el monitoreo de la ruta de la seda 
terrestre y naval” (Raffaini 2021, 64). Así, las 
actividades de China en el espacio están orien-
tadas a realizar sus objetivos internacionales. 

Se realiza un análisis documental, median-
te la recolección de datos y la consideración 
de las políticas de Argentina y China para 
lograr sus objetivos a escala internacional. Se 
plantea una estrategia cualitativa, basada en la 
inducción y deducción, base de la lógica pro-
babilística. En primer lugar, se indaga sobre el 
establecimiento de una asociación estratégica 
entre ambos países. En segundo lugar, se ana-
lizan los acuerdos de cooperación internacio-
nal relativos al establecimiento de la estación 
espacial, para luego considerar su utilización 
militar o pacífica y su compatibilidad con el 
derecho internacional vigente. Por último, se 
plantean las conclusiones.

El establecimiento de una 
asociación estratégica integral 
entre Argentina y China

Cuando Argentina y China establecieron re-
laciones diplomáticas, en 1972, el mundo 
era bipolar. China, pugnaba por forjar “un 
amplio frente unido contra el hegemonismo 
de las dos superpotencias de entonces, Es-
tados Unidos y la URSS (Laufer 2020, 89). 

Así, la República Popular China mostraba 
como foco en sus relaciones internacionales 
“la unidad internacionalista con las clases tra-
bajadoras de los países capitalistas y con los 
países socialistas, la solidaridad con los países 
y pueblos coloniales y oprimidos, el manteni-
miento de la paz contra la política de agresión 
de las grandes potencias” (Laufer 2020, 89). 
Argentina se encontraba bajo el Gobierno mi-
litar del general Agustín Lanusse, que buscaba 
distanciarse de EE.UU. y era un país del Ter-
cer Mundo.

Estados Unidos buscaba atraer a China. 
En ese marco, el 9 de julio de 1971, Henry 
Kissinger, entonces secretario de Estado del 
Gobierno de Nixon, viajó secretamente a 
Beijing. Luego le siguió el propio presidente 
estadounidense. Mao TseTung estaba conven-
cido de que “el principal enemigo de China 
no eran los Estados Unidos, sino la Unión So-
viética” (Causino 2021). Por su parte, Nixon 
estaba convencido del beneficio que los Esta-
dos Unidos y el mundo obtendrían de atraer a 
China (Causino 2021).

A partir de 1978, con el ascenso de Deng 
Xiaoping, China continuó su pertenencia de-
clarada a los países en desarrollo, pero aban-
donó las políticas de unidad con el Tercer 
Mundo, en beneficio del interés nacional y de 
sus objetivos de desarrollo económico (Laufer 
2020, 89). Desde entonces, se impulsó el cre-
cimiento económico y la interacción comer-
cial, acentuados desde2001, cuando China 
fue aceptada en la Organización Mundial del 
Comercio (Ellis 2018, 2). Con su política de 
Go Out Go Global y con su Going Out Strate-
gy, procuró insertarse de manera agresiva en la 
economía internacional, con un alto flujo de 
inversión directa hacia el exterior.

En 2013, China difundió la iniciativa 
“Nueva Ruta de la Seda”, con la que “impulsa 
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una nueva estructura financiera a escala glo-
bal, a través del Banco Asiático de inversión 
e Infraestructura y del Banco de los BRICS” 
(Zaar y García Ávila 2020, 485). Se puede se-
ñalar que la Iniciativa de la Franja y la Ruta 
“aspira a fortalecer los intercambios, la conec-
tividad y el transporte entre China y su entor-
no asiático, y a través de él con Europa, África 
y América Latina” (Laufer 2020, 113).

Las relaciones entre China y Argentina se 
incrementaron con la llegada de Néstor Kir-
chner a la presidencia del país suramericano, 
en mayo de 2003. Desde 2004. la relación 
bilateral se afianzó, con intercambios guber-
namentales y no gubernamentales (Bolinaga 
2015, 74). Durante el período de Néstor Kir-
chner (2003-2007) y luego de Cristina Fer-
nández (2007-2015), “el poder internacional 
de Argentina (…) fue etiquetado como poten-
cia media emergente” (Miranda 2018).

En el marco de la visita de Estado del pre-
sidente Xi Jinping a Argentina, en julio de 
2014, fue firmada la Declaración Conjunta 
sobre el Establecimiento de la Asociación Es-
tratégica Integral entre la República Argentina 
y la República Popular China (18 de julio). 
Ambos jefes de Estado, tomando en consi-
deración el nivel de desarrollo del vínculo 
bilateral, y con miras a su proyección futura, 
decidieron establecer la Asociación Estratégi-
ca Integral China-Argentina, iniciando una 
nueva etapa en la sociedad binacional (Casti-
llo Argañarás 2014). En ese orden de ideas, se 
ha señalado que “desde 1993, las expresiones 
‘relación estratégica’, ‘asociación estratégica’, 
‘sociedad estratégica’ o ‘relaciones asociativas 
estratégicas’, aparecen impresas en tratados o 
comunicados conjuntos, firmados por el go-
bierno de la República Popular China con 
algunos miembros de la comunidad interna-
cional” (Oviedo 2006, 385). 

Las asociaciones estratégicas aparecieron 
en el ámbito de las relaciones internacionales 
luego de la Segunda Guerra Mundial. Hay 
consenso en la doctrina de que se trata de un 
concepto elusivo, usado con grandes variacio-
nes (Lorenzini 2010, 4). Se puede subrayar que 

se construyen en base de una relación an-
clada en el diálogo, la consulta, la concerta-
ción y la cooperación. (…) La confianza es 
un elemento clave puesto que en la medida 
que las partes crean que su socio cumplirá 
con lo pactado, se reduce la incertidumbre 
(Lorenzini 2011, 51).

La diplomacia china no estuvo ajena al proceso 
de crear alianzas estratégicas luego de la Guerra 
Fría. Así, trata de jerarquizar y diferenciar los 
vínculos de acuerdo con sus intereses. Median-
te una variedad de términos, clasifica los grados 
de asociación de su política exterior. Cuatro 
son centrales: “‘socio’, ‘cooperativo’, ‘estraté-
gico’ e ‘integral’”; y siete, secundarios: “‘amis-
toso’, ‘importante’, ‘tradicional’, ‘de beneficio 
mutuo’, ‘multidimensional’, ‘de todo tiempo’, 
y ‘de colaboración’” (Ramón-Berjano, Malena 
y Velloso 2015, 13). Existen cuatro categorías 
de asociación, ordenadas de menor a mayor 
importancia: “‘asociación cooperativa’ (hezuo-
huoban), ‘asociación estratégica’ (zhanlüehuo-
ban), ‘asociación estratégica integral’ (quen-
mianhezuohuoban) y ‘asociación cooperativa 
estratégica’ (zhanblüehezuohuoban)” (Ramón-
Berjano, Malena y Velloso 2015, 13). La ca-
racterización de “integral” (quanmian) implica 
que la relación bilateral se extiende más allá de 
lo político y económico, hacia ámbitos como 
el científico, el cultural, etc. (Ramón-Berjano, 
Malena y Velloso 2015, 13). Las asociaciones 
estratégicas van acompañadas de un comité 
compuesto por China y cada uno de sus socios, 
que monitorea la cooperación (Ellis 2018, 9).
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Luego de que en 2014 se firmara la De-
claración Conjunta sobre el Establecimiento 
de la Asociación Estratégica Integral entre la 
República Argentina y la República Popular 
China, el 4 de febrero de 2015 fue firmada 
en Beijing la Declaración Conjunta sobre el 
Fortalecimiento de la Asociación Estratégica 
Integral entre la República Argentina y la Re-
pública Popular China. 

Mauricio Macri llegó a la presidencia de 
Argentina en diciembre de 2015. Con el argu-
mento de que el kirchnerismo había aislado a 
Argentina, se propuso su “vuelta al mundo” y 
“una lluvia de inversiones’ a través del modelo 
de ‘inserción proccidental” (Busso y Barreto 
2020, 83). En relación con China, “se mantuvo 
una línea de continuidad con lo acordado por 
el gobierno anterior” (Busso y Barreto 2020, 
87). El 17 de mayo de 2017, en el marco de 
una visita de Estado del expresidente Macri a 
China, se firmó con el presidente Xi Jinping la 
Declaración Conjunta entre la República Ar-
gentina y la República Popular China.

La firma de estas declaraciones y el esta-
blecimiento de una asociación estratégica 
integral puede conducir a pensar que el país 
asiático consideró a la República Argentina 
como uno de sus socios importantes. Sin em-
bargo, en las relaciones internacionales, las 
alianzas (asociaciones) estratégicas son propias 
de un “sistema internacional en transición, 
donde las normas son cuestionadas y el ba-
lance de poder está cambiando” (Rocha Pino 
2010, 269). Para China, este tipo de alianzas 
son “un mecanismo que vincula sus proyectos 
de desarrollo interno con la cooperación en el 
exterior” (Rocha Pino 2010, 230).

Los acuerdos que establecen la asociación 
estratégica integral recuerdan al sistema de 
tratados desiguales firmados en el siglo XIX 
por China, con potencias extranjeras, entre los 

que destacan: el Tratado de Nankin, con Gran 
Bretaña, en 1842; los de 1844, con Estados 
Unidos y Francia, y el de Rusia, en 1854. En 
total, la cifra de tratados desiguales firmados 
entre 1840 y 1949 superó los 1179 (Bolinaga 
2013, 94). Estos producían ventajas y benefi-
cios a las otras potencias, y colocaban a China 
en condiciones de inferioridad. 

En ese orden de ideas, la diplomacia chi-
na utilizó esta herramienta de las relaciones 
internacionales para vincularse con Argenti-
na y cumplir su proyecto de desarrollar ac-
tividades espaciales mediante la cooperación 
internacional asimétrica, ubicando una es-
tación en un territorio óptimo para el esta-
blecimiento y la operación de instalaciones 
de seguimiento terrestre, comando y adqui-
sición de datos, incluida una antena para 
investigación del espacio lejano. Obtuvo así 
amplias ventajas y realizó pocas concesiones, 
lo cual refleja la lógica de los “tratados des-
iguales”.

La cooperación internacional y los 
acuerdos para el establecimiento 
de una estación espacial en la 
Patagonia

La cooperación internacional es una herra-
mienta que brinda el derecho internacional. 
La Resolución 2625 (XXV) de la Asamblea 
General de la ONU establece “la obligación 
de los Estados de cooperar entre sí, de confor-
midad con la Carta”. Por su parte, la Resolu-
ción 51/122 puntualiza:

5. La cooperación internacional, en la que 
se deben tener especialmente en cuenta 
las necesidades de los países en desarrollo, 
debe tener por objeto la consecución de, 
entre otros, los siguientes objetivos, habida 
cuenta de la necesidad de asistencia técnica 
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y de asignación racional y eficiente de re-
cursos financieros y técnicos: 
a) Promover el desarrollo de la ciencia y la 
tecnología espaciales y de sus aplicaciones; 
b) Fomentar el desarrollo de una capacidad 
espacial pertinente y suficiente en los Esta-
dos interesados; 
c) Facilitar el intercambio de conocimien-
tos y tecnología entre los Estados, sobre 
una base mutuamente aceptable. 

El Tratado sobre los principios que deben re-
gir las actividades de los Estados en la explo-
ración y utilización del espacio ultraterrestre, 
incluso la Luna y otros cuerpos celestes, de 
1967 (Tratado del Espacio) también contiene 
normas sobre cooperación internacional: 

Art. I párr. 3. “El espacio ultraterrestre, 
incluso la Luna y otros cuerpos celestes, 
estarán abiertos a la investigación científi-
ca, y los Estados facilitarán y fomentarán la 
cooperación internacional en dichas inves-
tigaciones”.
Art. III “Los Estados Parte en el Tratado de-
berán realizar sus actividades de exploración 
y utilización del espacio ultraterrestre, incluso 
la Luna y otros cuerpos celestes, de conformi-
dad con el derecho internacional, incluida la 
Carta de las Naciones Unidas, en interés del 
mantenimiento de la paz y la seguridad inter-
nacionales y del fomento de la cooperación y 
la comprensión internacionales”.
Art. IX: “En la exploración y utilización 
del espacio ultraterrestre, incluso la Luna y 
otros cuerpos celestes, los Estados Parte en 
el Tratado deberán guiarse por el principio 
de la cooperación y la asistencia mutua, y 
en todas sus actividades en el espacio ultra-
terrestre, incluso en la Luna y otros cuer-
pos celestes, deberán tener debidamente en 
cuenta los intereses correspondientes de los 
demás Estados Parte en el Tratado…”.

Se ha señalado que “la cooperación interna-
cional es una actitud, una forma de comporta-

miento, un patrón de conducta” (Remiro Bro-
tons 1997, 1081). Desde el punto de vista del 
derecho espacial, se estima que “es una obliga-
ción legal y no una mera aspiración” (Ferrer 
1985, 223). Además, que su razón de ser “es 
operar en forma conjunta. No hay coopera-
ción cuando solo se consiente en que otro rea-
lice una actividad. Esto conlleva la obligación 
de hacer y, por ende, de dejar hacer” (Esquivel 
2006, 124). No obstante, hay diferentes opi-
niones respecto a la interpretación de la coo-
peración internacional establecida en el Trata-
do del Espacio de 1967. Parte de la doctrina 
considera que “la obligación legal de cooperar 
está restringida a la investigación y no al uso 
y exploración” (Hafner 2012, 269), mientras 
que otras interpretaciones puntualizan que 
“no reconocen ninguna condición específica a 
la cooperación” (Hafner 2012, 269). 

Estas aproximaciones a la cooperación in-
ternacional desde el punto de vista jurídico no 
reflejan la realidad internacional, e implican 
en cierto sentido una expresión de anhelos. 
Tampoco se puede señalar que la cooperación 
entre Argentina y China se enmarque en una 
cooperación sur-sur, debido a las asimetrías 
entre ambos países. El gigante asiático busca 
influir desplazando a EE.UU. como país que 
ejerce hegemonía en la región.

En el preámbulo del Acuerdo de Coo-
peración entre el Gobierno de la República 
Argentina y el Gobierno de la República Po-
pular China sobre la Construcción, el Esta-
blecimiento y la Operación de una Estación 
de Espacio Lejano de China en la provincia 
del Neuquén, se recuerda que tanto Argenti-
na como China son parte del Tratado del Es-
pacio, y que es de interés de ambos “trabajar 
conjuntamente en el desarrollo de la tecnolo-
gía espacial con fines pacíficos y cooperar en el 
campo de las actividades espaciales para bene-
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ficio mutuo”. Se subraya que es de interés para 
el Gobierno de Argentina apoyar y fomentar 
el crecimiento nacional de las capacidades 
vinculadas al desarrollo científico tecnológico 
que generará el proyecto, teniendo en cuenta 
que la Comisión Nacional de Actividades Es-
paciales (CONAE) se beneficiará con el acce-
so a un mínimo del diez por ciento del tiempo 
de uso de la antena, para desarrollar proyectos 
propios. 

En una alianza estratégica, es importante 
tener presente que los “intereses están estre-
chamente vinculados con las posibilidades de 
cooperación entre los Estados (…) y el reco-
nocimiento de las diferencias es un elemento 
indispensable puesto que les permite a las par-
tes pensar en los cursos de acción orientados a 
conciliarlas” (Lorenzini 2010, 8). China tiene 
tecnología y Argentina posee territorio ópti-
mo para la instalación de la estación espacial y 
podrá usar un porcentaje de tiempo la antena. 

La encargada por el gigante asiático de lle-
var a cabo la construcción y el monitoreo del 
proyecto fue la empresa pública China Satellite 
Launch and Tracking (CLTC), con una inver-
sión estimada en 300 millones de dólares. Es 
importante subrayar la dependencia de CLTC 
hacia el Ejército Popular chino (Moreno Cos-
grove 2019). El programa espacial chino 

se da en un ámbito de cooperación civil–
militar, permitiéndole no solo reducir la 
dependencia tecnológica sino motorizar su 
economía con productos de alto valor agre-
gado que pueden ser exportados a países en 
los que Estados Unidos y sus aliados pue-
den restringir el acceso a estas tecnologías 
(Raffaini 2021, 65)

Previo a este Acuerdo, la Comisión Nacional 
de Actividades Espaciales (CONAE) de Ar-
gentina firmó dos convenios:

• Un acuerdo bilateral entre la CONAE y 
CLTC, el 20 de julio de 2012. Estableció 
el sitio de emplazamiento en un predio a 
otorgar en comodato por 50 años y para 
destino del programa chino llevado ade-
lante por CLTC. Se otorga a CONAE el 
10 % anual de tiempo de uso de la antena. 

• Un acuerdo entre la CONAE, CLTC y la 
provincia de Neuquén, el 28 de diciembre 
de 2012. Neuquén ratifica los compromi-
sos asumidos en el anterior acuerdo en su 
nombre y queda firme el comodato. Se 
asegura la provisión de electricidad, agua, 
ruta de acceso, conectividad, entre otras 
facilidades para la realización de las obras 
de infraestructura. 

La Estación Espacial CLTC-CONAE-NEU-
QUÉN se encuentra ubicada en la localidad 
de Bajada del Agrio, de 800 habitantes, en un 
predio de 200 hectáreas. Consta de una ante-
na parabólica de elevada ganancia, de 35 me-
tros de diámetro, montada sobre un pedestal. 
La antena, de gran dimensión y elevado peso, 
se mueve con baja velocidad y aceleración. El 
cabezal incluye equipamiento para operar en 
zonas de bandas de frecuencias del espectro 
radioeléctrico S, X y Ka.

Un exfuncionario de la CONAE señaló 
que “se eligió ese paraje desértico de Neu-
quén porque se necesitaba un lugar plano en 
una especie de territorio parecido a una pa-
langana donde haya cierto relieve montañoso 
alrededor, que sirviera para que no hubiese 
interferencia” (Pérez 2016) y que “tiene que 
ser un lugar comunicado con rutas y fibra 
óptica, pero a su vez tiene que estar aislado” 
(Pérez 2016). Los equipos funcionan con las 
frecuencias otorgadas por la Comisión Na-
cional de Comunicaciones (CNC) de Ar-
gentina para uso espacial y de acuerdo con la 
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Unión Internacional de Telecomunicaciones 
(UIT).

El acuerdo firmado entre Argentina y Chi-
na en abril de 2014 establece que

todas las operaciones de comercio exterior, 
realizadas por el Gobierno de China, para 
el establecimiento, construcción y opera-
ción de la estación del espacio lejano en la 
Provincia del Neuquén, así como también 
las compras y contrataciones de bienes, 
obras, locaciones o prestaciones de servicios 
realizadas en Argentina, estarán exentas de 
todo impuesto y/o derecho aduanero, los 
impuestos internos, así como también de 
los impuestos nacionales al consumo, in-
cluido el IVA (art. 2). 

El artículo 2 del acuerdo, sobre la exención 
impositiva, evidencia una relación carente 
de equilibrio y sin beneficios para Argentina. 
Constituye un claro ejemplo de cesión de so-
beranía a favor de China, sin recibir ninguna 
ventaja alguna. Quizás se inspira en las pre-
rrogativas fiscales que los Estados conceden a 
diplomáticos y Estados extranjeros, pero, aun 
así, ¿cuál es el beneficio? La pregunta queda 
sin respuesta.

El acuerdo establece que el Gobierno de 
China “llevará a cabo sus actividades en Ar-
gentina de acuerdo con las leyes y reglamenta-
ciones nacionales de Argentina, las leyes y re-
glamentaciones de la Provincia del Neuquén, 
y las disposiciones previstas en los Acuerdos 
de Cooperación Interinstitucional, firmados 
oportunamente” (art. 3.1).

Mientras que el Gobierno de Argentina

no interferirá ni interrumpirá las activida-
des normales que se lleven a cabo en virtud 
del presente Acuerdo de Cooperación. Sin 
perjuicio de lo anterior, en caso de que la 
Argentina deba tomar decisiones que pue-
dan interferir con las actividades de China, 

se compromete a informar a ésta con la de-
bida anticipación, así como a explorar so-
luciones alternativas, cuando sea necesario, 
a fin de asegurar que tales actividades no se 
vean sustancialmente afectadas (art. 3.3).

Una disposición importante del Acuerdo es 
que Argentina 

no se responsabiliza, nacional o internacio-
nalmente, debido a las actividades del Go-
bierno de China en su territorio vinculadas 
al proyecto, sea por acción u omisión de 
esta, o de sus representantes. El Gobierno 
de China mantendrá indemne a Argenti-
na de toda obligación que surgiere de re-
clamos de cualquier naturaleza, a pedido e 
instancia de terceros, como consecuencia 
de tales actos u omisiones (art. 6). 

Esta norma constituye una ley especial con 
respecto a la general establecida en el art. VI 
del Tratado del Espacio de 1967 respecto a los 
reclamos jurídicos:

Los Estados Parte en el tratado serán res-
ponsables internacionalmente de las activi-
dades nacionales que realicen en el espacio 
ultraterrestre, incluso la Luna y otros cuer-
pos celestes, los organismos gubernamen-
tales o las entidades no gubernamentales, y 
deberán asegurar que dichas actividades se 
efectúen en conformidad con las disposi-
ciones del presente tratado.

En ese sentido, “el término actividades na-
cionales, puede designar, además de las acti-
vidades estatales, las que realiza toda persona 
sometida a su competencia territorial o perso-
nal” (Wiewiorowska 1979, 27). Así, el art.6 
del acuerdo entre Argentina y China establece 
la eximición total de responsabilidad que le 
correspondería a Argentina por las actividades 
sometidas a su jurisdicción nacional, confor-
me al art. VI del Tratado del Espacio de 1967. 
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Se debe tener en consideración que solo exclu-
ye la responsabilidad interpartes, no así frente 
a otros Estados, en el marco de este acuerdo. 
El acuerdo establece los canales diplomáticos 
para la solución de controversias relativas a la 
interpretación y aplicación del convenio o que 
surjan de la ejecución de este (art. 7). La cláu-
sula es vaga e imprecisa, teniendo en cuenta 
la variedad de mecanismos diplomáticos que 
brinda el derecho internacional.

Se establece una vigencia de 50 años, que 
podrá ser extendida mediante negociaciones 
entre las partes. Se deberá notificar la inten-
ción de prorrogar su vigencia tres años antes 
del vencimiento (art. 8). Al respecto, en el de-
bate en la Honorable Cámara de Senadores de 
la República Argentina del 17 de diciembre 
de 2014, al tratarse la aprobación del acuer-
do, la senadora Odarda, que habló en repre-
sentación del bloque FAP-UNEN, Coalición 
Cívica-ARI y expresó la opinión del senador 
Pino Solanas, se refirió a

la relación asimétrica, la falta de reciproci-
dad entre los beneficios que va a obtener la 
Argentina y los beneficios que va a obtener 
la República Popular China. Nosotros le 
estamos cediendo en comodato por cin-
cuenta años, 200 hectáreas, estamos dispo-
niendo de beneficios impositivos y estamos 
prestando colaboración para el ingreso de 
trabajadores chinos que no sabemos si van 
a ser civiles, si van a ser militares o si van a 
ser miembros de servicio de información, 
por ejemplo, ¿y qué recibe la Argentina? ¿Y 
qué recibe la hermana provincia de Neu-
quén? (Cámara de Senadores de la Nación 
2014, 69).

En el Acuerdo de Cooperación en el Marco del 
Programa Chino de Exploración de la Luna 
entre China Satellite Launch and Tracking 
Control General (CLTC) y la Comisión Na-

cional de Actividades Espaciales (CONAE) de 
la República Argentina para Establecer Insta-
laciones de Seguimiento Terrestre, Comando 
y Adquisición de Datos, incluida una Antena 
para Investigación del Espacio Lejano, en la 
provincia del Neuquén, Argentina, firmado el 
20 de julio de 2012, en vigor desde la misma 
fecha, se establece que,

como resultado de su participación en el 
establecimiento del Sitio CLTC-CONAE-
Neuquén, CONAE tendrá derecho a: 
a) la utilización efectiva por parte de 
CONAE del uso del 10% del tiempo de 
la antena de espacio lejano, por año, no 
acumulable a través de los años. A tal fin, 
CONAE podrá instalar, mantener y operar 
equipamiento para procesamiento de datos 
a su propio cargo, sobre una base de no 
interferencia con las actividades de apoyo 
a las misiones de CLTC; CONAE coordi-
nará dicha actividad con CLTC mediante 
solicitud escrita remitida, al menos, con 
tres meses de antelación. 
b) el apoyo a misiones espaciales de la 
Argentina a través de la red de estaciones 
terrenas de CLTC, se determinará en con-
venios por separado;
c) otras instancias de colaboración que las 
Partes puedan acordar en el futuro (Art. 4)

El 4 de febrero de 2015, ambos países firma-
ron el Acuerdo Marco para la Cooperación en 
el Campo de las Actividades Espaciales entre 
el Gobierno de la República Argentina y el 
Gobierno de la República Popular China, que 
entró en vigor el 24 de julio de 2020. En el 
art. II se establece que

las Partes alientan la cooperación en las si-
guientes áreas: 
1. Cooperación en proyectos de ciencia es-
pacial y exploración del espacio profundo 
de interés mutuo; 
2. Desarrollo conjunto de vehículos espa-
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ciales; 
3. Desarrollo conjunto de instrumentos 
para uso espacial; 
4. Infraestructura terrestre para la investi-
gación y el desarrollo de vehículos espacia-
les; 
5. Construcción y operación de estaciones 
terrestres para la recepción, seguimiento, 
telemetría y control de vehículos espaciales; 
6. Servicios de lanzamiento, seguimiento 
y control para satélites, así como gestión y 
desarrollo de tareas en órbita; 
7. Cooperación en aplicaciones de satélites 
de telecomunicaciones, de navegación y de 
teleobservación
8. Otras áreas acordadas por las Partes.

Para la implementación y el monitoreo de la 
cooperación conforme a este tratado, Argen-
tina designa a la Comisión Nacional de Ac-
tividades Espaciales (CONAE) y la otra par-
te hace lo propio con China National Space 
Administration (CNSA) (art. IV). Este es un 
mecanismo de diálogo y concertación en la 
alianza bilateral estratégica.

Los datos y la información técnica y cien-
tífica obtenidos a través de la realización de 
experimentos conjuntos por parte de los ór-
ganos de ejecución, durante la implementa-
ción de programas de cooperación específicos, 
deberán estar disponibles para ambas partes e 
intercambiarse a la mayor brevedad. Ninguna 
de las partes revelará o transferirá tales datos o 
información a un tercero sin el consentimien-
to escrito de la otra (art. VIII). 

La protección de la propiedad intelectual 
está regulada en el art. IX. Los mecanismos de 
solución de controversias están establecidos en 
el Art. XI, donde se puntualiza que “cualquier 
diferencia o controversia entre las Partes que 
surja de la interpretación o aplicación de algu-
na de las disposiciones del presente Acuerdo se 
resolverá en forma amistosa mediante consul-

tas o negociaciones entre las partes a través de 
canales diplomáticos”. 

En ese sentido, se debe diferenciar la ne-
gociación de la consulta. La primera “consis-
te en la discusión entre las partes interesadas 
con vistas a reconciliar opiniones divergentes 
o por lo menos comprender las diferentes po-
siciones mantenidas” (Shaw 1997, 721). La 
segunda es apropiada “cuando un gobierno 
anticipa que una decisión o un curso de ac-
ción propuesto puede perjudicar a otro Esta-
do”; entonces, “las conversaciones con la parte 
afectada pueden proporcionar una forma de 
evitar una disputa al crear una oportunidad 
para el cambio y el acuerdo” (Merrills 1998, 
3). El valor particular de la consulta es que 
“proporciona información útil en tiempo 
apropiado” (Merrills 1998, 3). En este punto, 
se debería haber establecido un mecanismo 
jurisdiccional de solución de controversias, 
como el arbitraje o el recurso a la Corte Inter-
nacional de Justicia, debido a la naturaleza de 
la actividad involucrada.

El 2 de diciembre de 2018 se firmó en 
Buenos Aires el Plan de Acción Conjunta en-
tre el Gobierno de la República Argentina y 
la República Popular China (2019-2023). En 
el art. 17.2 se establece: “Las Partes se com-
prometen a profundizar la utilización de la 
Estación de Espacio Profundo de China en la 
Provincia de Neuquén, para servir a la coope-
ración bilateral e internacional en las áreas de 
espacio lejano y la cooperación en la explora-
ción de la Luna”. El Tratado entró en vigor el 
2de diciembre de 2019.

La cooperación internacional es un pilar 
en esta asociación estratégica, ya que invo-
lucra “relaciones de cooperación formales o 
no, que abarcan áreas político- diplomáticas, 
económico-comercial y estratégico comercial 
cuyos actores centrales son los Estados” (Lo-
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renzini 2010, 7). Aquí se suma la cooperación 
internacional en materia de actividad espacial 
a una alianza estratégica donde la planifica-
ción, el diálogo y la concertación están previs-
tos en los tratados. Sin embargo, se debe tener 
presente que no hay equilibrio en las partes 
involucradas, debido al poderío de China y las 
capacidades menores de Argentina. 

La Cancillería de Argentina emitió un in-
forme de prensa el 1 de diciembre de 2021 
donde subraya que tanto Argentina como 
China coinciden en “impulsar las negocia-
ciones para concluir con la firma del Plan de 
Cooperación Espacial 2021-2025 que abarca 
distintas áreas de cooperación como ciencia 
espacial, exploración del espacio profundo, 
observación de la Tierra, satélites, formación 
de recursos humanos, entre otros” (Cancillería 
Argentina 2021).

¿Uso pacífico o militar?

Una parte de la opinión pública manifestó 
sus reservas respecto a algunos puntos de los 
acuerdos. Entre ellos, la gran antena y su po-
sible uso militar. Un entonces funcionario de 
la CONAE aclaró en una entrevista que “no 
sirve para el uso militar, para seguir un misil 
u otro tipo de artefacto militar” (Pérez 2016). 
Mucho se escribió en los medios sobre la 
existencia de cláusulas secretas, situación des-
mentida de manera categórica por el mismo 
exfuncionario de la CONAE (Pérez 2016). En 
ese sentido, también se pronunció el entonces 
diputado nacional Miguel Ángel Toma, exjefe 
de los Servicios de Inteligencia, quien decla-
ró: “Existe una creciente presencia china en 
la economía y el sector financiero argentinos 
y que ahora se le agrega el componente cien-
tífico militar, lo que puede interpretarse como 

una cesión de soberanía, como la contrapar-
tida de la asistencia financiera (Blinder 2017, 
72).

Hasta mediados de 2016, se cuestionó que 
en ninguno de los acuerdos entre Argentina 
y China se mencionaba el uso pacífico de la 
estación, y se ha dicho que la empresa CLTC 
depende del Ejército Popular chino.

En el Acuerdo Marco para la Cooperación 
en el Campo de las Actividades Espaciales en-
tre el Gobierno de la República Argentina y 
el Gobierno de la República Popular China, 
firmado en 2015, se establecen los fines pací-
ficos que deben tener las actividades espaciales 
entre ambas partes (art. I). Argentina y China 
son parte del Tratado del Espacio de 1967, 
donde se establecen los fines pacíficos que de-
ben tener los Estados en la utilización y explo-
ración del espacio ultraterrestre. Sin embargo, 
desde los inicios de la actividad espacial, se 
ha señalado que “el espacio ultraterrestre no 
ha sido desmilitarizado totalmente” (Cocca 
1971, 18). Al respecto, el art. IV establece:

Los Estados Parte en el Tratado se compro-
meten a no colocar en órbita alrededor de 
la Tierra ningún objeto portador de armas 
nucleares ni de ningún otro tipo de armas 
de destrucción en masa, a no emplazar tales 
armas en los cuerpos celestes y a no colocar 
tales armas en el espacio ultraterrestre en 
ninguna otra forma. 
La Luna y los demás cuerpos celestes se uti-
lizarán exclusivamente con fines pacíficos 
por todos los Estados Parte en el Tratado. 
Queda prohibido establecer en los cuerpos 
celestes bases, instalaciones y fortificacio-
nes militares, efectuar ensayos con cual-
quier tipo de armas y realizar maniobras 
militares. No se prohíbe la utilización de 
personal militar para investigaciones cien-
tíficas ni para cualquier otro objetivo pací-
fico. Tampoco se prohíbe la utilización de 
cualquier equipo o medios necesarios para 
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la exploración de la Luna y de otros cuer-
pos celestes con fines pacíficos.

En relación con el art. IV, se señalan impreci-
siones en el alcance y el contenido del térmi-
no pacífico (Williams 1990, 134). Este solo 
dispone que no se puede colocar en órbita 
alrededor de la Tierra ningún objeto portador 
de armas nucleares ni de ningún otro tipo de 
armas de destrucción en masa, y que 

la diferencia entre las reglas aplicables a las 
naves espaciales en órbita terrestre y las re-
glas aplicables a los cuerpos celestes justifi-
ca la inferencia de que las naves espaciales 
en órbita terrestre pueden usarse con fines 
militares que no involucran armas nuclea-
res u otras armas de destrucción masiva 
(Malanczuk 1998, 204). 

La norma establece “no colocar en órbita”. Con 
la tecnología moderna, no es necesario que un 
objeto complete una órbita, ya que puede ser 
transferido a otra por telecomando y, de esa 
manera, no se viola el art. IV. Por lo tanto, no 
plantea una prohibición total del uso militar 
del espacio. Tomando en cuenta que el Tratado 
del Espacio fue adoptado en plena Guerra Fría, 
cuando la carrera espacial era una faceta en la 
lucha por el poder de las dos superpotencias, su 
redacción fue el máximo estándar que se pudo 
incorporar en ese contexto.

El debate sobre los usos pacíficos de la es-
tación finalizó en septiembre de 2016, con la 
firma del Protocolo Adicional al Acuerdo de 
2014 (en vigor desde el 15 de noviembre de 
2018). En el art. 2 se establece:

Considerando que es de interés de ambos 
Estados trabajar conjuntamente en el de-
sarrollo de tecnología espacial con fines 
pacíficos y cooperar en el campo de las ac-
tividades espaciales para beneficio mutuo, 

el Acuerdo (…) se implementará exclusiva-
mente con miras al uso civil en el campo de 
la ciencia y la tecnología, y la información 
resultante de sus investigaciones de ningu-
na manera podrá ser utilizada con propósi-
tos militares.

El art. 2 del Protocolo constituye una ley es-
pecial, en relación con el Tratado del Espacio. 
Específicamente establece el uso civil en el ám-
bito científico y tecnológico y prohíbe que las 
investigaciones realizadas en la estación espacial 
sean utilizadas con fines militares. No obstante, 
“dado que la CLTC depende del Ejército Po-
pular chino, es difícil negar que los datos que 
obtenga pasen a dominio de la jerarquía de 
Defensa y que acaben teniendo un uso militar, 
aunque no necesariamente ordenado a una ac-
ción bélica” (Moreno Cosgrove 2019).

En muchas oportunidades, es difícil se-
parar el uso militar de la actividad bélica. En 
ese orden de ideas, en la Antártida se observa 
presencia militar, pero con finalidad científica 
y no agresiva ni bélica. El Tratado del Espa-
cio permite que personal militar desarrolle 
actividad científica. Por lo tanto, la presencia 
militar en la estación de la Patagonia no es in-
compatible con los fines pacíficos, en tanto se 
encuentren desarrollando actividad científica.

La gran falencia del Protocolo radica en 
que no se incluyeron mecanismos de verifica-
ción para auditar la actividad llevada a cabo 
en la estación espacial. La situación se torna 
más grave, teniendo en cuenta el art. 3.2 del 
Acuerdo de 2014, que señala que el Gobierno 
de Argentina “no interferirá ni interrumpirá 
las actividades normales que se lleven a cabo 
en virtud del presente Acuerdo de Coopera-
ción”. Desde ese punto de vista, la fórmula de 
usos civiles o pacíficos de la estación espacial 
es solo una expresión de anhelo, inaplicable 
por ausencia de una autoridad de verificación.
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Conclusiones 

Desde 1972, cuando la República Popular Chi-
na y la República Argentina iniciaron sus re-
laciones diplomáticas, el vínculo fue creciendo 
hasta constituir una asociación estratégica in-
tegral que facilita la cooperación internacional 
en distintos sectores de importancia. Ambos 
países firmaron diferentes acuerdos, entre los 
que destacan la Declaración Conjunta sobre 
el Establecimiento de la Asociación Estratégica 
Integral de 2014, la Declaración Conjunta so-
bre el Fortalecimiento de la Asociación Estraté-
gica Integral de 2015 y la Declaración Conjun-
ta entre la República Argentina y la República 
Popular China de 2017, donde se incluye la 
cooperación espacial en la agenda.

Para la diplomacia china, otorgar a un país 
socio el status de asociación estratégica inte-
gral no implica un nivel de alta importancia 
en su esquema de relaciones y alianzas inter-
nacionales, sino que busca vincular sus pro-
yectos de desarrollo interno con la coopera-
ción internacional. En este caso, no se puede 
hablar de cooperación internacional debido a 
las asimetrías en las ventajas y los beneficios 
obtenidos por los actores de la relación, con 
China tratando de influir en la contraparte y 
en el sistema internacional.

Los tratados de 2012, 2014 y 2015, que 
regulan el establecimiento de la estación espa-
cial en la provincia del Neuquén otorgan cier-
tas ventajas asimétricas para ambos países. Ar-
gentina se beneficia debido a que podrá usar 
una tecnología que, por sus propios medios, 
no posee, y podrá avanzar sus investigaciones 
en el ámbito espacial, con el acceso a un míni-
mo del 10 % del tiempo de uso de la antena, 
para desarrollar proyectos propios. Quizás el 
porcentaje debería ser mejorado, dado que se 
establece un piso, pero no un techo. 

Sin embargo, estos acuerdos son similares 
en su naturaleza a los “tratados desiguales” 
firmados por China con potencias extranjeras 
durante el siglo XIX y principios del siglo XX, 
en los que los beneficios eran para las poten-
cias extranjeras, dado que China era la parte 
más débil. El país asiático quiere repetir esa 
historia, pero a su favor. 

Los acuerdos declaran la aplicabilidad del 
Tratado del Espacio a sus actividades. No obs-
tante, contienen normas particulares y especí-
ficas en sus relaciones bilaterales, con lo que 
constituyen una ley especial entre Argentina 
y China. Por ejemplo, el art.6 del Acuerdo 
de 2014, que establece que Argentina no se 
responsabiliza, nacional o internacionalmen-
te, por las actividades del Gobierno de Chi-
na vinculadas al proyecto que se realicen en 
su territorio, sea por acción u omisión de ese 
país o de sus representantes. Si bien este ar-
tículo es favorable frente a terceros Estados, 
en principio, Argentina deberá responder por 
los reclamos jurídicos internacionales surgidos 
como consecuencia de tales actos u omisiones, 
sin perjuicio de acción de repetición, que le 
corresponde frente a China. Es un acuerdo 
oponible solo entre ambas partes y no frente a 
la sociedad internacional en su conjunto.

Para solucionar controversias, el Acuerdo 
de 2014 establece los canales diplomáticos; 
el Acuerdo Marco para la Cooperación en el 
campo de las Actividades Espaciales, de 2015, 
las consultas y la negociación por medios di-
plomáticos. Sin perjuicio de los mecanismos 
políticos o diplomáticos, se debería haber 
establecido algún mecanismo jurisdiccional, 
como el arbitraje o el recurso a la Corte Inter-
nacional de Justicia.

Por medio del Protocolo Adicional al 
Acuerdo de Cooperación de 2014, firmado 
en septiembre de 2016, se establece el uso ci-
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vil en el ámbito científico y tecnológico y se 
prohíbe que las investigaciones realizadas en 
la estación espacial sean utilizadas con fines 
militares. CLTC depende del Ejército Popu-
lar chino, por lo que es lógico pensar que los 
datos puedan tener un uso militar, sin estar 
dirigidos a un uso bélico. 

El Tratado del Espacio permite que perso-
nal militar desarrolle investigación científica 
pacífica. En ese orden de ideas, es posible la 
presencia de personal militar en la estación 
de la Patagonia, con fines pacíficos, mientras 
desempeñe actividad científica. Se debe tener 
presente que la letra del Protocolo Adicional 
de 2016 es totalmente declarativa y carece de 
aplicación práctica, debido a que no se imple-
mentaron mecanismos de verificación. A este 
hecho se suma la no interferencia de la Repú-
blica Argentina en las actividades, establecida 
en el art. 3.2 del Acuerdo de 2014. No existe, 
por lo tanto, una autoridad que verifique los 
usos pacíficos o civiles de la estación.

Finalmente, mediante estos tratados, Chi-
na procura influir en la zona y desplazar la 
hegemonía de EE.UU. La presencia china en 
la Patagonia, con su influencia financiera, eco-
nómica y ahora científico-militar, puede colo-
car a Argentina en el centro de un conflicto 
geopolítico entre Occidente y China. Siempre 
existe el riesgo de un enfrentamiento en el pla-
no militar.
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un artículo tenga una evaluación positiva (sí/publicable con modificaciones) y otra negativa (ree-
valuable con modificaciones/no), se recurrirá a un tercer evaluador para que ofrezca un desempate. 
Incluso, ante situaciones puntuales, se puede recurrir a un cuarto y hasta un quinto revisor. Aunque 
la revista respeta el contenido del manuscrito original, cuando sean requeridas, puede solicitar mo-
dificaciones moderadas o profundas, en cuanto a su extensión, estructura o estilo.

El plazo de revisión doble ciego, superada la etapa previa de recepción por parte del Consejo 
Editorial, es de tres meses (12 semanas) como máximo. El tiempo promedio es de mes y medio (6 
semanas). Una vez recibido el dictamen de los revisores, los autores recibirán los informes de ar-
bitraje de forma anónima. Los trabajos que sean propuestos para publicación, que requieran mo-
dificaciones (tanto menores como mayores), se devolverán en un plazo de 15 días como máximo.

Los autores de artículos aceptados, antes de la fase de diseño y maquetación, recibirán la 
última versión del documento en formato Word, ya con la corrección de estilo que ofrece UR-
VIO, para su chequeo y corrección por correo electrónico. Únicamente se aceptarán correcciones 
mínimas sobre el contenido del manuscrito original ya evaluado. En esta etapa, el plazo máximo 
de entrega por parte del autor será de tres días naturales.

Una vez recibido el manuscrito en español, los autores tienen la oportunidad de presentar el 
artículo en lengua inglesa (según la posibilidad e interés de cada autor). Publicar el manuscrito en 
ambos idiomas garantizan mayor impacto y difusión internacional. El texto traducido de manera 
obligatoria tiene que tener calidad profesional.

En general, una vez vistas las revisiones científicas externas, los criterios que justifican la de-
cisión sobre la publicación o no de los trabajos por parte del Consejo Editorial se basan en los 
siguientes puntos: 

a) Conocimiento actual y estratégico.
b) Originalidad.
c) Fiabilidad y validez científica: calidad metodológica contrastada.
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d) Organización y presentación formal.
e) Grado de internacionalización de la propuesta y del equipo.
f ) Buena redacción.

4. Presentación y estructura de originales

Los manuscritos deben ser enviados exclusivamente por la plataforma OJS de la revista. Los 
autores tienen que crearse una cuenta, con sus créditos, en la plataforma OJS, aunque uno solo 
será el responsable de correspondencia. Ningún autor podrá tener en revisión dos manuscritos 
de forma simultánea.

Los trabajos se presentarán en tipo de letra times new roman 12, interlineado 1,5 y justificado. 
Las notas al pie van con un tamaño de letra 10. Si el trabajo contiene una cita textual de más de 40 
palabras, se quitan las comillas, se coloca tamaño de letras 11, interlineado sencillo y sangría a la de-
recha. Los trabajos se presentan en formato Word para PC. El archivo debe ser anónimo en Propie-
dades de archivo del documento Word, de forma que no aparezca la identificación de los autores.

4.1 Estructura

Deben subirse a la página OJS de la revista, de manera simultánea, dos archivos: 1) Carta de pre-
sentación; y el 2) Manuscrito, conforme a las normas detalladas. 

A. Carta de presentación

Nombre completo, nacionalidad, dirección de correo electrónico, número de Orcid, títulos aca-
démicos, afiliación institucional actual, líneas de investigación y publicaciones recientes en libros 
y/o revistas.

B. Manuscrito

- Introducción (propósitos del estudio, revisión de literatura previa que funcione como estado
  del arte, objetivos/hipótesis y descripción de la estructura que tendrá el manuscrito).
- Metodología y soporte teórico
- Discusión y resultados
- Conclusiones
- Bibliografía

Otras orientaciones:

Título: no podrán ser mayores a 15 palabras, y deberán estar traducidos al inglés y al portugués.
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Resumen: en español, traducidos al inglés y al portugués, no mayor a 200 palabras, con la si-
guiente estructura: 1ra y 2da oración (Introducción/objetivo), 3ra oración (Metodología/teoría) 
y 4ta oración (Conclusiones del manuscrito). 

Palabras clave: de cinco a siete, separadas por punto y coma (;) y en orden alfabético. Recomen-
damos que los autores se apoyen en el Tesauro de la Unesco.

Notas al pie: solo las imprescindibles. 

Recursos de apoyo (tablas, gráficos, figuras, imágenes, mapas): no más seis en todo el manuscrito. 
Tienen que estar presentados en el texto. 

Bibliografía: No debe incluirse referencias no citadas en el artículo. Su número ha de ser sufi-
ciente y necesario para contextualizar el marco teórico, la metodología usada y los resultados 
de investigación en un espacio de investigación internacional. Las citas deberán extraerse de los 
documentos originales, preferentemente, revistas y libros.

Siglas: la primera vez que aparezcan deberá escribirse su significado completo y su sigla entre 
paréntesis, luego solamente, la sigla.

4.2 Normas para las referencias

Estructura Básica de una cita en el cuerpo del texto

En el sistema autor-año de Chicago Deusto, la referencia en el texto normalmente aparece entre 
paréntesis y contiene solo los dos primeros elementos que se hacen constar en la lista de refe-
rencias: el autor y el año de publicación, sin puntuación entre ellos. Además, se debe añadir el 
número de la página u otro elemento de localización, después de una coma. En ningún caso 
utilizar op. cit., ibid., ibídem.

Ejemplo:
(Cox 2010)
(Cox 2010, 91)

Orden cronológico para los nombres repetidos en una lista de referencias 

Las entradas se disponen cronológicamente por año de publicación en orden ascendente, no 
alfabetizadas por título. Los trabajos sin fechar (marcados como s. f.) o en prensa van después de 
los trabajos fechados.
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Ejemplo:
Segura Munguía, Santiago. 2005. Los jardines en la Antigüedad. Bilbao: Universidad de Deusto.
Segura Munguía, Santiago. 2007. Diccionario por raíces del latín y de las voces derivadas. Bil-

bao: Universidad de Deusto.
Segura Munguía, Santiago.  sf. Nuevo diccionario etimológico latín –español y de las voces deri-

vadas. Bilbao: Universidad de Deusto.

Entradas de la lista de referencias con el mismo autor o autores y el mismo año

Las obras de un mismo autor y del mismo año se deben diferenciar con la edición de a, b, c, etc. y 
se ordenan alfabéticamente por el título. Las citas en el texto consignan el autor y el año con la letra.

Ejemplo:
Chaume Varela, Frederic. 2004a. Cine y traducción. Cátedra: Madrid
Chaume Varela, Frederic. 2004b. “Modelos de Investigación  en traducción audiovisual”.  Íkala, 

Revista de lenguaje y Cultura 9 (15): 351-365.
(Chaume Varela 2004b, 356)     
(Chaume Varela 2004a, 45-46)

Libro de un autor o editor único

Ejemplo:
Duch, Lluís. 1998. Mito, interpretación y cultura. Barcelona: Harder
(Duch 1998, 99-100)

Libro de dos o tres autores

En el caso de libros con dos autores, en la lista de referencias solo se invierte el primer nombre.

Ejemplo:
León, Orfelio, e Ignacio Montero. 1993. Diseño de investigaciones: Introducción a la lógica de 
la investigación en psicología y educación. Madrid: Mc Graw- Hill/ Interamericana de España.
(León y Montero 1993, 25) 

Libro con tres autores

Ejemplo:
Borrego Nieto, Julio, José J. Gómez Asencio, y Emilio Prieto de los Mozos.1986. El subjuntivo. 

Valores y usos. Madrid: SGEL.
(Borrego Nieto, Gómez Ascencio y Prieto de los Mozos 1986) 
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Más de cuatro autores

Si el libro tiene cuatro o más autores, se incluye a todos ellos en la entrada de referencias (biblio-
grafía). El orden y la puntuación son los mismos que en el caso de los libros con dos o tres autores. 
En el texto, sin embargo, se da el apellido del autor que aparece en primer lugar, seguido de et al.

Ejemplo:
(Lago et al. 2008, 118-19)

Capítulo de un libro

Ejemplo:
Gómez Mendoza, Josefina. 2009. “Ecología urbana y paisaje en la ciudad”. En La ciudad del 

futuro, editado por Antonio Bonet Correa, 177-217. Madrid: Instituto de España.

Artículos de revista científica

Los elementos que deben constar en la entrada son los siguientes: Nombre complete del autor o 
autores, año de publicación, título y subtítulo del artículo, nombre de la publicación periódica, 
información sobre volumen, número, fecha; indicación de la página cuando es necesario, incluir 
el URL o el DOI cuando estén disponibles. 

Ejemplo:
Bernárdez, Enrique. 2000. ‘‘Estrategias constructivistas de la descripción oral’’. Revista Española 

de Lingüística 30 (2): 331-356.

Artículo en periódicos y magacines en la lista de referencias

Ejemplo:
Lafuente, Javier.2015. ‘‘Venezuela da la espalda al chavismo’’. El País, 7 de diciembre. http:// 

internacional.elpaís.com/internacional/2015712/077america/1449454340_373673.html

Artículo sin firma tomado de periódicos o magazine en internet

Ejemplo:
Mundo Diner. 2014. ‘‘Japón, una nación que combina la modernidad con tradiciones y costum-

bres ancestrales’’.  29 de diciembre. http://www.revista-mundodiners.com/?p=4509

Documentos electrónicos en página web

Ejemplo:
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Senescyt. 2011. “Becas docentes universitarios”, http://programasbecas.educacionsuperior.gob.
ec/becas-para-docentes-universitarios/

Ponencia presentada en un seminario, conferencias y otros

Ejemplo:
Castro Gómez, Santiago. 2013. “El Dasein como Design: sobre el concepto de antropotécnica 

en Peter Sloterdijk”. Ponencia presentada en el Coloquio Poder, vida y subjetivación, Univer-
sidad Nacional, Bogotá, 14 de abril.

Tesis, tesinas

Ejemplo:
Black, John. 1999. “The making of an Indigenous Movement·. Tesis de maestría, Universidad 

de Nuevo México.

Normas jurídicas

Las normas jurídicas se citan indicando los siguientes elementos: tipo de norma, número y fecha 
empezando por el año, separado del número por una barra, seguidos, sin espacio intermedios, 
del día y el mes entre comas, nombre completo de la norma tal y como figura en la publicación 
original; lugar y fecha de publicación.

Al citar las más habituales para cada área se puede incluir, ya en la primera mención, sea en 
el cuerpo del texto o en la nota, la abreviatura por la que se la mencionará en las siguientes citas.

Ejemplos:
Ley Orgánica 8/ 1980,  de 22 de septiembre, de Financiación de las Comunidades Autónomas 

(BOE núm.236 de 1 de octubre de 1980), a partir de ahora LOFCA.
Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía (BOJA núm. 248 de 

19 de diciembre de 2007).

Entrevistas inéditas y comunicaciones personales

Ejemplo:
Nombre real o ficticio (cualquier elemento identificativo relevante al contexto de la entrevista: 
ejemplo cargo/ocupación/residencia), día, mes y año. No tiene que estar la entrevista en biblio-
grafía. Con su entrada en el texto es suficiente.

(Manuela Ambas, Barrio Miraflores, Perú, 2 septiembre 2010).
(Manuela Ambas, 2 septiembre 2010)



Política Editorial

134

URVIO, Revista Latinoamericana de Estudios de Seguridad No. 33 • mayo-agosto 2022 • pp.126-136
ISSN 1390-4299 (en línea) y 1390-3691 

5. Promoción y difusión del artículo

Los autores se comprometen a participar en la máxima difusión de su artículo una vez publica-
do, así como de toda la revista, a través de su lista de contactos, vía correo electrónico o redes 
sociales genéricas y académicas. En la promoción de los textos se utilizará el enlace de la página 
de URVIO (https://revistas.flacsoandes.edu.ec/urvio/index), y el respectivo DOI, para de esta 
manera aumentar la difusión del artículo en la comunidad científica.

6. Política de acceso abierto, tasas y archivos

URVIO es una revista científica de acceso abierto, gratuita para autores y lectores. No cobra 
tarifa alguna por el envío o el procesamiento de contribuciones académicas a autores interesados 
en publicar en esta revista.

6.1 Archivos 

Esta revista utiliza el sistema LOCKSS para crear un sistema de almacenamiento distribuido 
entre las bibliotecas participantes y permite la creación de archivos permanentes en la revista con 
fines de conservación y restauración.
6.2 Derechos de autor 

Urvio opera bajo la licencia Creative Commons Reconocimiento-Sin Obra Derivada 3.0 Unpor-
ted (CC BY-ND 3.0). Los autores/as que publiquen en Urvio aceptan estos términos:
• Usted es libre de compartir – copiar y redistribuir el material en cualquier medio o formato 

para cualquier finalidad, incluso comercial. Por tanto, autores conservan los derechos de au-
tor y ceden a la revista el derecho de la primera publicación (CC BY-ND 3.0), que permite 
a terceros la redistribución, comercial o no comercial, de lo publicado siempre y cuando el 
artículo circule sin cambios. 

Existen las siguientes condiciones para los autores:
• Reconocimiento – Debe reconocer la autoría, proporcionar un enlace a la licencia e indicar 

si se han realizado cambios. Puede hacerlo de cualquier manera razonable, pero no de una 
manera que sugiera que tiene el apoyo del licenciador o lo recibe por el uso que hace.

• Sin Obra Derivada – Si remezcla, transforma o crea a partir del material, no puede difundir 
el material modificado.

Para más detalles, visitar la página de Creative Commons (CC).
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6.3 Declaración de privacidad  

Los nombres y las direcciones de correo electrónico introducidos en esta revista se usarán exclusiva-
mente para los fines establecidos en ella y no se proporcionarán a terceros o para su uso con otros fines.

7. Política frente al plagio académico

URVIO utiliza el programa informático Turnitin, como sistema antiplagio. El proceso de análisis 
se desarrolla a nivel cuantitativo y cualitativo. El porcentaje de similitud para nuestra revista será 
el siguiente:
• 1 a 7% Coincidencias menores. El trabajo pasa a evaluación.
• 7 a 15% Se sugiere verificación cualitativa. El artículo es devuelto al autor para cambios.
• 16% a 25% Se analiza el reporte por miembros del Consejo Científico Internacional. En caso 

de errores tipográficos, se devuelve al autor para que realice los cambios.
• 26% o + Se rechaza el artículo.

8. Código de ética

URVIO, como miembro  de la Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales (Flacso), se com-
promete a promover una conducta ética como publicación científica (https://www.flacso.edu.
ec/portal/pnTemp/PageMaster/lu0e5rhzxgogyy044rl8ku4x711brc.pdf ), y además, toma como 
referencia también los principios publicados por el Committee on Publication Ethics (COPE) en 
el Code of Conduct and Best Practice Guidelines for Journal Editors (https://publicationethics.org/
resources/code-conduct).






